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O
Región de Murcia

Consejería de Administración Pública e Interior

IV DERECHO PROCESAL

M. Espinosa de Rueda Jover - F. Castillo Rigabert

1. Casi finalizada la impresión de estos temas, se han publicado (B.O.E. de 30 de diciembre de 1988) dos Leyes de gran importancia para el estudio del Derecho Procesal Penal. De un lado, la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de di​ciembre, de los Juzgados de lo Penal y por la que se modifican diversos pre​ceptos de las Leyes Orgánica del Poder Judicial y de Enjuiciamiento Crimi​nal; de otro, la Ley 38/1988, también de 28 de diciembre, de demarcación y planta judicial. Evidentemente, ambas inciden en el contenido de estos te​mas. A la espera de una próxima edición que las incorpore al texto, deben ser consultadas necesariamente.

2. Los temas 3, 6, 7, 8 y 9 han sido realizados por el Dr. Espinosa de Rueda


Jover. El resto, por el Dr. Castillo Rigabert.

TEMA 1

Organización jurisdiccional española: El Tribunal Constitucional. La 

organización jurisdiccional según la L.Q.P.J. de 1 de julio de 1985. Organización aún vigente. Personal jurisdicente, cooperador y colaborador

I. ORGANIZACION JURISDICCIONAL ESPAÑOLA

Al exponer el tema de la organización jurisdiccional española hemos de referimos a dos circunstancias que, en el momento actual, representan -de al​guna manera- una anormalidad en dicha organización. Una de ellas -la exis​tencia del Tribunal Constitucional- es permanente, al menos en cuanto no se modifique la Constitución de 1978. La otra -la coexistencia de dos organizacio​nes de Tribunales: la actual y la prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985- es transitoria, ya que con la promulgación de la Ley de Planta y De​marcación Judicial desaparecerá la vigente organización para que entre plena​mente en vigor la configurada en la mencionada Ley de 1985.

A) El Tribunal Constitucional

a) Decíamos que el Tribunal Constitucional representa, en cierto modo, una anormalidad en la organización jurisdiccional española. Ello es así porque -a pesar de la proclamación en el arto 117-5 de la Constitución de la unidad ju​risdiccional- es un órgano que tiene atribuciones jurisdiccionales sin estar den​tro del Poder Judicial, lo cual no deja de ser un hecho un tanto chocante.

Este órgano constitucional está regulado, en sus aspectos básicos, en el Tí​tulo IX de la Constitución y posteriormente es completada dicha regulación por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, de 3 de octubre de 1979. Asi​mismo, y en virtud de la autorización concedida en el arto 2.2. de dicha Ley Or​gánica, el Tribunal ha dictado diversos reglamentos que complementan el cua​dro de las normas por las que se rige.
.

El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la Constitución, es independiente de los demás órganos constitucionales y está .sometido sólo a la Constitución y a su Ley Orgánica. Es único en su orden y extiende su juris​dicción a todo el territorio nacional (art. 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional).

b) Composición:

El Tribunal Constitucional está compuesto por doce miembros. Para poder ser elegido Magistrado del Tribunal Constitucional es necesario ser jurista de reconocida competencia y tener más de quince años de experiencia en el ejercicio de cualquiera de las profesiones que enumeran el arto 159.2 de la Constitución y el 18 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Los Magistrados del Tribunal Constitucional son nombrados por el Rey (arts. 159, 166 y 16.1 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), pero no es atribución de éste la elección de los mismos. El método de selección es el si​guiente: cuatro son elegidos por el Congreso de los Diputados por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro son elegidos por el Senado, siendo nece​saria idéntica mayoría; dos son de designación directa del Gobierno, y los dos restantes son propuestos por el Consejo General del Poder Judicial. Son, en consecuencia, un total de doce magistrados, número que no parece el más idóneo por ser par. Pueden producirse empates en las votaciones, en cuyo su​puesto decide, por imperativo del arto 90 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, el voto de calidad del Presidente.

Los Magistrados del Tribunal Constitucional ejercen como tales por un período de nueve años, renovándose por terceras partes cada tres años (art. 159.3 de la Constitución Española y 16.2. de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), estando sujetos a una serie de incompatibilidades enumeradas en el arto 159.4 de la Constitución Española y más prolijamente en el arto 19.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Los Magistrados del Tribunal Constitucional-afirma el art.22 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio​nal- ejercerán su función de acuerdo con los principios de imparcialidad y dig​nidad inherentes a la misma; no podrán ser perseguidos por las opiniones ex​presadas en el ejercicio de sus funciones; serán inamovibles y no podrán ser destituidos ni suspendidos sino por algunas de las causas que la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional establece. La responsabilidad criminal de los Ma​gistrados del Tribunal Constitucional sólo será exigible ante la Sala de lo Cri​minal del Tribunal Supremo (art. 26 Ley Orgánica del Tribunal Constitucio​nal).

c) Atribuciones del Tribunal Constitucional.

La Constitución Española enumera las materias de las que conoce el Tri​bunal Constitucional. Son las siguientes:

- El recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de Ley (art. 161.1.a).


. - El recurso de amparo por violación de los derechos y libertades funda-
mentales (art. 161.1.b).


- Los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Au-​

tónomas o de las de éstas entre sí (art. 161.1.c).

          - La impugnación por el Gobierno de las disposiciones y resoluciones

adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas (art. 161.2).

   - La cuestión de inconstitucionalidad, cuando un órgano judicial consi​dere, en algún proceso, que una norma con rango de Ley aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución (art. 163).

   - Las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgáni​cas (161.1.d). Esta enumeración debe ser completada con lo que dispone el arto 2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, en el que se especifican más detalladamente las atribuciones del Tribunal; así como también ha de tenerse en cuenta el contenido del arto 10 del mismo cuerpo legal.

d) Funcionamiento del Tribunal Constitucional.

El Tribunal Constitucional funciona constituido en Pleno, Salas y Seccio​nes. .

El Pleno del Tribunal Constitucional -es decir, la actuación de los doce Magistrados- es el que tiene atribuido el conocimiento del mayor número de cuestiones (Vid. arto 10 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional).

En el Tribunal Constitucional funcionan dos Salas, cada una compuesta de seis Magistrados. Su principal cometido es la sustanciación y fallo de los recur​sos de amparo. Cada Sala, a su vez, se divide en dos Secciones, cuya principal competencia se centra en decidir sobre la admisión o inadmisión de los recursos.

B) La Organización Jurisdiccional Española según la Ley Orgánica del Poder


Judicial de 1 de julio de 1985

Una vez estudiado el Tribunal Constitucional, pasemos a exponer la Orga​nización Jurisdiccional española tal y como la configura la Ley Orgánica del Poder Judicial. Insistimos en que esta organización aún no está vigente, pues necesita la promulgación de la Ley de Planta y Demarcación Judicial. Expon​dremos sucintamente los órganos que integran el Poder Judicial, haciendo refe​rencia somera a las materias de las que conocen.

a) El Tribunal Supremo

El Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior en todos los ór​denes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. Tiene juris​dicción en toda España y su sede se encuentra en Madrid (art. 53, de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

El Tribunal Supremo está compuesto de cinco salas:

Sala Primera, de lo Civil.

Sala Segunda, de lo Penal.

Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo.

Sala Cuarta, de lo Social (art. 55, de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Sala Quinta, de lo Militar.

b) La Audiencia Nacional

La Audiencia Nacional tiene jurisdicción en toda España. Su .sede se en​cuentra en Madrid (art. 62 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

La Audiencia Nacional está integrada de las siguientes Salas:

De lo Penal.

De lo Contencioso-Administrativo.

De lo Social (art. 64 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

c) Los Tribunales Superiores de Justicia

En cada Comunidad Autónoma existirá un Tribunal Superior de Justicia.

Dicho Tribunal-según la Ley Orgánica del Poder Judicial y los respectivos Es​tatutos de Autonomía-.culminará la organización judicial en el ámbito territo​rial de la Comunidad, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribu​nal Supremo (art. 70 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

El Tribunal Superior de Justicia estará integrado de tres Salas: De lo Civil y Penal.

De lo Contencioso-Administrativo.

De lo Social (art. 72 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

d) Audiencias Provinciales

Las Audiencias Provinciales son órganos que extienden su jurisdicción al ámbito territorial de una provincia y tiene su sede en la capital de la misma (art. 80 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Las Audiencias Provinciales no están divididas en Salas, pero podrán constituir secciones en la misma.

Las Audiencias Provinciales tienen fundamentalmente atribuciones en el orden penal, aunque también conocen de cuestiones civiles.

e) Juzgados de Primera Instancia e Instrucción

Cada provincia se divide en varios partidos judiciales. En cada partido ju​dicial debe existir, al menos, un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción. Tendrán su sede en la capital del partido judicial (art. 84 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Tienen, como Juzgados de Primera Instancia, atribuido el conocimiento de cuestiones civiles y corno Juzgados de Instrucción, de materia penales.

En Madrid podrá haber uno o varios Juzgados Centrales de Instrucción, con jurisdicción en toda España, que instruirán las causas cuyo enjuiciamiento corresponde a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional y que las fallarán cuando la Ley lo disponga (art. 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

En algunos partidos judiciales, cuando se estime conveniente, se podrán separar y, por consiguiente, constituirse como órganos judiciales diferentes, los Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de Instrucción (art. 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

f) Juzgados de lo Contencioso-Administrativo

En cada provincia, y con jurisdicción sobre todo su territorio, habrá uno o más Juzgados de lo Contencioso-Administrativo. Cuando el volumen de asuntos lo requiera, se podrán establecer uno o más Juzgados de lo Contencio​so-Administrativo en las poblaciones que por Ley se determine. También po​drán crearse excepcionalmente Juzgados de lo Contencioso-Administrativo que extiendan su jurisdicción a más de una provincia dentro de la misma Co​munidad Autónoma (art. 90, de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Como su nombre indica, conocen de los llamados recursos contencioso-ad​ministrativo.

g) Jugados de lo social

Los Juzgados de lo Social tienen, .al igual que los de lo Contencioso-Admi​nistrativo, ámbito provincial. De la misma manera, su sede se encontrará en la capital de la provincia y asimismo podrán establecerse en ciudades distintas de la capital. También puede extenderse la jurisdicción de un Juzgado de lo Social a dos o más provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma (art. 92 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Estos órganos jurisdiccionales vendrán a sustituir a las actuales Magistraturas de Trabajo y conocerán de las materias que en la actualidad la Ley atribuye a éstas.

h) Juzgado de vigilancia penitenciaria

En cada provincia habrá uno o varios juzgados de Vigilancia Penitenciaria, que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Peniten​ciaria en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de se​guridad, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de los derechos y beneficios de los internos en los esta​blecimientos penitenciarios y demás que señale la Ley (art. 49.1. de la Ley Or​gánica del Poder Judicial). Pueden establecerse Juzgados de Vigilancia que ex​tiendan su jurisdicción a dos o más provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma y de forma análoga a lo dicho para los anteriores Juzgados, podrán constituirse Juzgados de Vigilancia que no extiendan su jurisdicción a toda la provincia, sino a una parte de ella (art. 94,2 y 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

i) Juzgados de menores

Son también órganos jurisdiccionales de ámbito provincial, existiendo las mismas posibilidades en cuanto a creación de varios órganos en la misma pro​vincia o de que uno de ellos extienda su jurisdicción a varias provincias -dentro de la misma Comunidad Autónoma- que en los órganos citados anteriormente. (art. 96 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Corresponde a los Jueces de Menores el ejercicio de las funciones que es​tablezcan las Leyes para con los menores que hubieren incurrido en delito o falta y aquellas otras que les atribuyan las Leyes (art. 97 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

j) Juzgados de paz

Para completar el panorama de la Organización Jurisdiccional Española, tal y como lo configura la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, nos queda referirnos a los llamados Juzgados de Paz.

Los Juzgados de Paz se encontrarán en aquellos municipios donde no exis​ta Juez de Primera Instancia e Instrucción (art. 99 de la Ley Orgánica del Po​der Judicial). Sus atribuciones -siempre en asuntos de escasa importancia- se circunscriben al ámbito civil y penal.

La nota más peculiar de los Juzgados de paz es que al frente de ellos no se encuentra un miembro de la carrera Judicial, ni siquiera un Licenciado en Derecho (de ahí que los asuntos de que conocen no sean excesivamente com​plicados). Según la Ley Orgánica del Poder Judicial, pueden ser jueces de Paz quienes reúnan los requisitos establecidos en la Ley para el ingreso en la carre​ra Judicial, y no estén-incursos en ninguna de las causas de incapacidad o de in​compatibilidad previstas para el desempeño de las funciones judiciales, a ex​cepción del ejercicio de actividades profesionales o mercantiles (art. 102 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Los Jueces de paz son nombrados por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma correspondiente, previa elección -por mayoría abso​luta- del Pleno del Ayuntamiento entre personas que hubieran solicitado el puesto (si nadie lo solicita el Ayuntamiento decidirá libremente), y siguiendo el procedimiento establecido en el arto 101 de la Ley Orgánica del Poder Judi​cial.

C) Organización Jurisdiccional Española actual (hasta que entre en vigor plenamente la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985)

No nos detendremos demasiado en este tema por dos razones: en primer lugar, porque muchas de las notas apuntadas anteriormente para cada órgano jurisdiccional valen para lo que a continuación diremos; de otro, porque es una organización sin vocación de permanencia. (O al menos debiera serlo, ya que el Gobierno ha incumplido largamente el plazo concedido por la Ley Orgánica del Poder Judicial para remitir a las Cortes Generales la Ley de Planta y De​marcación Judicial.)

a) El Tribunal Supremo

No reiteraremos lo anteriormente expuesto sobre su jurisdicción, sede e importancia. Sólo nos queda decir que en la actualidad el Tribunal Supremo no está compuesto de cinco Salas, sino que son seis:

Primera: de lo Civil.

Segunda: de lo Criminal.

Tercera, Cuarta y Quinta: de lo Contencioso-Administrativo. 
Sexta: de lo Social (laboral).

b) La Audiencia Nacional

La Audiencia Nacional es un órgano jurisdiccional creado por Real Decre​to-Ley 1/1977 de 4 de enero. No repetiremos tampoco en esta sede cuestiones ya apuntadas anteriormente. Nos resta añadir que, en la actualidad, la Audien​cia Nacional sólo tienen atribuciones penales y contencioso-administrativas. In​cardinadas en ella se encuentran los Juzgados Centrales de Instrucción.

c) Tribunal Central de Trabajo

Este es Un órgano jurisdiccional al que anteriormente no nos habíamos referido, puesto que desaparece en la nueva configuración establecida en la Ley Orgánica del Poder: Judicial. Se encuentra establecido en Madrid y ejerce su ju​risdicción sobre todo el territorio nacional en determinadas materias laborales.

d) Audiencias territoriales

Tampoco nos habíamos referido a las Audiencias Territoriales, ya que también desaparecen en la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo sus​tituidas por los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autóno​mas. Extienden su jurisdicción al territorio de una o varias provincias. y son dieciséis en la actualidad: Albacete (dentro de la cual se halla la provincia de Murcia), Bilbao, Barcelona, Burgos, Cáceres, Granada, La Coruña, Las Palmas, Madrid, Oviedo, Palma de Mallorca, Pamplona, Sevilla, Valencia, Valla​dolid y Zaragoza. La casi totalidad de asuntos de los que conocen en la actua​lidad son civiles o contencioso-administrativos.

e) Audiencias provinciales

Existe una Audiencia Provincial en cada una de las provincias en que se divide el territorio nacional. Hasta la Ley de 20 de junio de 1968 tenían atribui​das, en exclusividad, cuestiones penales, añadiéndole esa Ley el conocimiento de algunos temas civiles, siendo esta circunstancia muy criticada por la doctrina.

f) Juzgados de Primera Instancia e Instrucción

. Tienen atribuciones civiles y penales. En algunas localidades, por el volu​men de trabajo, se han separado los Juzgados de Primera Instancia de los Juz​gados de Instrucción. Asimismo, el Real Decreto 1322/81 de 3 de julio creó los llamados Juzgados de Familia para cuestiones relacionados con esta rama del Derecho. En un mismo partido judicial pueden existir varios Juzgados de Pri​mera Instancia e Instrucción e, incluso, varios de Primera Instancia y varios de Instrucción. .

g) Magistraturas de Trabajo

La Ley Orgánica de 1985 las sustituye por los llamados Juzgados de lo So​cial. Tienen ámbito provincial, y su sede en la capital de la provincia. Pueden existir más de una en alguna provincia y tener su sede en localidad distinta de la capital (por ejemplo, en Cartagena existe una Magistratura de Trabajo). Sus atribuciones básicas son de índole laboral y de Seguridad Social.

h) Juzgados de distrito

Son asimismo suprimidos por la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial. Actualmente tienen su sede en determinados municipios. Sus atribuciones son de carácter civil y penal.                                                                                                                   

i) Juzgados de Paz
Existen en los municipios donde no haya Juzgados de Distrito. Sus atribuciones son, asimismo, de índole civil y penal.

II. PERSONAL JURISDICENTE, COOPERADOR y COLABORADOR

La Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985 dedica sus libros IV, V y VI a lo que genéricamente podríamos llamar personal al servicio de la Administración de Justicia. Salvo en el caso de los Jueces de Paz y de los su​plentes y sustitutos, todos son funcionarios de carrera. El primero de los tres libros citados está dedicado a los Jueces y Magistrados (personal jurisdicente); el segundo, al Ministerio Fiscal y demás personas e instituciones que cooperan con la Administración de Justicia y de los que la auxilian; el tercero, al perso​nal al servicio de la Administración de Justicia.

A) Personal jurisdicente

El personal jurisdicente es el que realiza la función de juzgar y hacer eje​cutar lo juzgado. Corno anteriormente hemos dicho -y teniendo en considera​ción las excepciones mencionadas- son funcionarios, integrados en la llamada carrera Judicial. Esta consta de las categorías siguientes: Magistrado del Tribu​nal Supremo, Magistrado y Juez. A la Carrera Judicial se puede acceder me​diante oposición libre o mediante concurso de méritos entre juristas de recono​cida competencia.

Los Jueces y Magistrados son inamovibles, estando taxativamente enume​radas en la Ley las causas por las que se pierde la condición integrante de la ca​rrera Judicial, así como los supuestos de suspensión en el cargo (arts. 379 y 55 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Asimismo, se regulan las incompatibi​lidades y prohibiciones a las que están sometidos (arts. 389 y 55 de la Ley Or​gánica del Poder Judicial). Los Jueces y Magistrados gozan de inmunidad. Ello significa que sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito (art. 398). Gozan del derecho de asociación profesional. También se proclama en la Ley Orgánica del Poder Judicial (art. 402) la independencia económica, mediante una retribución adecuada. Los Jueces y Magistrados están sometidos a respon​sabilidad, que puede ser de tres clases: penal, civil y disciplinaria.

B) Personal no jurisdiccional

a) Citados en el Libro V de la Ley Orgánica del Poder Judicial

a') EI Ministerio Fiscal

Según dispone el art.435 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

b') Abogados y Procuradores

Se denomina Abogado al Licenciado en Derecho que ejerza profesionalmente la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico (art. 436 Ley Orgánica del Poder Judicial).

En su actuación ante los Juzgados y Tribunales, los abogados son libres e independientes, se sujetarán al principio de buena fe, gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función y serán amparados en su libertad de expresión y defensa. Los Abogados deberán guardar secreto de todos los hechos o  noticias de que conozcan por razón de cualquiera de las modalidades d actuación profesional, no pudiendo ser obligados a declarar sobre los mismos (art. 437 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).


Los Procuradores de los Tribunales son los representantes de las partes en

aquéllos procesos en los que la Ley exija su intervención (art. 438).


Los Abogados y Procuradores están sujetos a responsabilidad penal, civil y disciplinaria (art. 442 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

c') Policía Judicial

Aunque más adelante nos ocuparemos con más detenimiento de la Policía Judicial, digamos ya que la Ley Orgánica del Poder Judicial establece como función de la misma el auxilio a los Juzgados y Tribunales y al Ministerio Fiscal en la averiguación de los delitos y en el descubrimiento y aseguramiento de delincuentes. Esta función competerá, cuando fueran requeridos para prestarla, a todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tanto si penden del Gobierno Central como de las Comunidades Autónomas o de los Entes Locales, dentro del ámbito de sus respectivas competencias (art. 443 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

b) Citados en el Libro VI (personal al servicio de la Administración de Justicia)

Bajo la denominación de personal al servicio de la Administración de Justicia se comprenden los Secretarios judiciales, los Médicos Forenses, los Oficiales, Auxiliares y Agentes judiciales, así como los miembros de Cuerpos que puedan crearse, por ley, para el auxilio y colaboración con los Jueces y Tribunales (art. 454 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

La selección del personal al servicio de la Administración de Justicia se realizará mediante convocatoria pública, de acuerdo con los principios igualdad, mérito y capacidad, mediante pruebas selectivas (art. 458 de la Orgánica del Poder Judicial).

Los miembros de estos Cuerpos funcionariales están sometidos a responsabilidad disciplinaria (art. 464 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) y pueden sindicarse de acuerdo con lo previsto en la legislación general del Estado para funcionarios públicos. Asimismo, podrán utilizar el derecho de huelga aunque estará en todo cado sujeto a las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la Administración de Justicia (art. 470 de la Ley Orgánica del Poder judicial).

a')
Secretarios Judiciales
.

Las funciones de los Secretarios Judiciales, según arto 473 de la Ley Orgá​nica del Poder Judicial, son las siguientes:

1º Ejercer la fe pública y judicial y asistir a los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus funciones, de conformidad con 10 establecido en la Ley Orgáni​ca del Poder Judicial y en las Leyes procesales.


  2º Ostentar la Jefatura directa del personal de la Secretaría de que son

titulares sin perjuicio de la superior dirección de Jueces y Presidentes.

       3º Guarda y depósito de la documentación, su archivo, conservación de los bienes y objetos afectos a los expedientes judiciales, así como responden del debido depósito de cuantas cantidades y valores, consignaciones y fianzas se produzcan.

4º Confección de la estadística judicial.
.

Los Secretarios judiciales están sujetos a las incapacidades, incompatibilidades; prohibiciones y situaciones establecidas para los Jueces y Magistrados, con algunas excepciones (art. 474 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

b') Oficiales, Auxiliares y Agentes

Estos funcionarios tienen las siguientes misiones:

- Oficiales: los Oficiales que prestan servicios en Juzgados y Tribunales

realizan las labores de tramitación de los asuntos y otras que se les encomien​den de la misma naturaleza; efectúan los actos de comunicación que les atribu​ye la Ley y sustituyen a los Secretarios cuando éstos no se sustituyan entre sí (art. 485 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

- Auxiliares: realizan funciones de colaboración en el desarrollo general de la tramitación procesal, registro, tareas ejecutivas no resolutorias y los actos de comunicación que les atribuya la Ley. Pueden sustituir a los Oficiales (art.

486 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).
.


         - Agentes Judiciales: guardan y hacen guardar Sala; son ejecutores de los embargos, lanzamiento y demás actos cuya naturaleza lo requiera; realizan los actos de comunicación no encomendados a otros funcionarios; actúan como Policía Judicial con carácter de agentes de la autoridad; y se ocupan de las fun​ciones de vigilancia, custodia, porteo y otras análogas (art. 487).

c') Médicos Forenses y demás personal al servicio de la Administración de Justicia


Los Médicos Forenses constituyen un Cuerpo titulado superior al servicio de la Administración de Justicia (art. 497 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Desempeñarán funciones de asistencia técnica a los Juzgados, Tribunales y Fiscalías en las materias de su disciplina profesional, con sujeción, en su caso, a lo establecido en las Leyes procesales (art. 488.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Les corresponde asimismo la asistencia o vigilancia facultativa de los detenidos, lesionados y enfermos que se hallaren bajo la jurisdicción de Jueces y Tribunales (art. 498 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Además de los Médicos Forenses, otros profesionales podrán prestar servicios en la Administración de Justicia, tanto con carácter permanente como ocasionalmente (art. 508 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

TEMA 2

Ámbito de la jurisdicción penal española. Competencia de los Tribunales penales: Sistema de competencia objetiva aún vigente. Sistema de competencia objetiva según la L.O.P.J. de 1 de julio de 1985. Competencia funcional.


- Competencia territorial. Referencia a la conexión de delitos

I. AMBITO DE LA JURISDICCION PENAL ESPAÑOLA

Al igual que en el tema anterior, tenemos forzosamente que referirnos a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985. En este texto legal -concretamente en su extenso art. 23 que se .compone de 5 números, cada uno de ellos divididos a su vez en distintas letras- se señala el ámbito de la jurisdicción penal española. Corresponde, pues, a nuestra jurisdicción penal el conocimiento de las siguientes causas:
​

1º Delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españolas, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte.

2º Hechos previstos en las leyes penales españolas como delitos, aunque hayan sido cometidos fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueran españoles o extranjeros que hubieren adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieran 1os siguientes requisitos: a) Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución; b) Que el agraviado o el Ministerio Fiscal denuncien o interpongan querella ante los Tribunales españoles; c) Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último caso, no haya cumplido la condena. Si sólo hubiere cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que le corresponda.

3º Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse según la Ley penal española, como alguno de los siguientes delitos:

a) De traición y contra la paz o la independencia del Estado.

b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente. 

c) Rebelión y sedición.

d) Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas de los Ministros y de los sellos públicos u oficiales.


e) Falsificación de moneda española y su expedición.

       f) Cualquier otra falsificación que perjudique directamente al crédito o             intereses del Estado, e introducción o expedición de lo falsificado.


g) Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles.


h) Los perpetrados en el ejercicio de sus funciones por funcionarios públicos españoles residentes en el extranjero y los delitos contra la Administra​ción Pública española.


i) Los relativos al control de cambios.

4º Igualmente será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional sus​ceptibles de tipificarse, según la Ley penal española, como algunos de los si​guientes delitos:

a) Genocidio.

b) Terrorismo.

c) Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves.

d) Falsificación de moneda extranjera.

e) Los relativos a la prostitución.

f) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes.


g) Cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, deba ser perseguido en España. Hay que tener en cuenta ciertos supuestos de inmunidad de jurisdicción y de ejecución establecidos por las normas del Dere​cho Internacional Público.

II. COMPETENCIA DE LOS TRBUNALES PENALES

Para que un órgano jurisdiccional pueda conocer de un determinado hecho susceptible de ser calificado como delito o falta es necesario que, además de estar investido de jurisdicción penal, sea competente. La competencia es un concepto procesal que se deriva de la existencia de una multiplicidad de órga​nos jurisdiccionales dentro del territorio nacional. El profesor Gómez Orbane​ja define la competencia en dos sentidos: uno objetivo y otro subjetivo. En el primero de estos dos sentidos competencia es "el conjunto de asuntos.- o procesos- en que un juzgado o tribunal puede ejercer, conforme a la Ley, su juris​dicción". En el segundo, la competencia es, con relación al órgano jurisdiccional, "el derecho y,  a la vez, el deber, de conocer de un asunto determinado; y con relación a las partes, el derecho de llevar ante ese órgano el asunto y e1 de​ber de sometimiento a la actividad (al complejo de poderes jurisdiccionales) del órgano"

.

Para saber qué órgano jurisdiccional debe conocer de un determinado asunto en un momento concreto se han de barajar los llamados criterios de competencia: objetiva, funcional y territorial.

La competencia objetiva nos indica qué Juez o Tribunal, de entre los de distinto grado jerárquico, debe conocer en primera o única instancia de un de​terminado asunto, bien por razón de la materia de que se trate o bien por ra​zón de la persona responsable.

La competencia funcional -en sentido restringido- determina qué Juez o Tribunal, también de distinto grado jerárquico, conoce de las sucesivas instan​cias y de los recursos devolutivos (éstos son aquellos que generan la competen​cia de un órgano jerárquicamente superior).

Por último, la competencia territorial determina qué órgano jurisdiccional de entre los que tienen el mismo grado jerárquico debe conocer de un determi​nado asunto.

Pasando al tema concreto de la competencia objetiva de los órganos juris​diccionales penales, tenemos que hacer la misma salvedad que cuando hablá​bamos de la organización jurisdiccional española: en este momento, en nuestro país, es necesario hacer referencia a la situación anterior -aún vigente- a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 y el sistema creado por este Texto le​gal.

A) Sistema de competencia objetiva aún vigente

a)  Por razón dé la materia: Juzgados de Paz

1) Conocen y fallan en Primera Instancia los juicios por las faltas contra el orden público y contra los intereses generales y régimen de las poblaciones (con algunas excepciones). También conocerán los Juzgados de Paz de las fal​tas de los artículos 583, 585, 588, 590 Y 594 del Código Penal (art. 4 Ley 8-IV​67).

2) Forman el atestado hasta la intervención del Juez de Distrito (también cuando deba intervenir el Juez de Instrucción) correspondiente, al que deberán dar cuenta del comienzo de las actuaciones, las que se remitirán en el plazo máximo de tres días (art. 4 Ley 8-IV-67).

3) Conocen de los actos de conciliación en materia criminal.

Juzgados de Distrito

1) Conocen y fallan en Primera Instancia los juicios por faltas. 2) Conocen de los actos de conciliación en los casos necesarios. 3) Practican diligencias sumariales en prevención.

Juzgados de    Instrucción

1) Instrucción, conocimiento y fallo de las causas por delitos perseguibles de oficio castigados con pena no superior a arresto mayor, privación del permi​so de conducir, multa que no exceda de 300.000 pesetas o cualquiera de éstas conjuntamente con las demás o con una de ellas, salvo cuando por razón de los antecedentes penales del presunto reo o por cualquier otra circunstancia deba o pueda imponerse pena superior, o por expresa disposición legal esté reserva​do el procesamiento a la Audiencia Provincial (art. 14.3º: Lecrim).

2) Instruyen las causas de las que luego fallará la Audiencia Provincial. Esta instrucción debe hacerse -según la clase de delito- por el sumario de urgencia o por el sumario ordinario (art. 14.2º. Lecrim y art. 779 Lecrim).


3) Conocen. y fallan en Primera Instancia las causas por delitos dolosos menos graves y flagrantes..

4) Instruyen las primeras diligencias por delitos cuyo enjuiciamiento co​rresponda a una jurisdicción especial (art. 12.Lecrim). Se entiende -según el art. 13- por "primeras diligencias": dar protección a los perjudicados, consig​nar las pruebas del delito que puedan desaparecer, recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la identificación del delincuente y de​tener en su caso a los reos presuntos.

Audiencia Provincial


Conocen en juicio oral de los delitos cuyo sumario (de urgencia u ordina​rio) ha sido formado por los Juzgados de Instrucción.

Audiencia. Nacional (y Juzgados Centrales de Instrucción. Vid. arto 4 Real De​creto 4 - I - 1977 modificado por Ley Orgánica de 16 - XI - 1983)

1. En el orden judicial penal, con jurisdicción en todo el territorio nacio​nal, y sin especialidad alguna en cuanto al procedimiento que en cada caso co​rresponda, la Audiencia Nacional y los Juzgados Centrales de Instrucción co​nocerán de los siguientes delitos:

a) Los de falsificación de moneda metálica y billetes del Estado y banco y los de tráfico monetario comprendidos en los arts. 283 a 290 del Código Penal y .en la legislación sobre régimen jurídico de control de cambios, y los com​prendidos en el capítulo 1, título 11, del Libro 11 del Código Penal.

b) Los comprendidos en los capítulos IV y V del título XIII del libro U del Código Penal que puedan repercutir gravemente en la seguridad del tráfico mercantil o en la economía nacional, así como los mismos delitos si se cometen mediante operaciones sobre terrenos o viviendas o a través de Sociedades o Entidades de inversión o financiación, siempre que unos y otros produzcan o puedan producir perjuicio patrimonial a una generalidad de personas en terri​torios de más de una Audiencia Territorial.

c) Los de tráfico ilícito de drogas tóxicas o estupefacientes, fraudes ali​menticios y de sustancias farmacéuticas o medicinales, corrupción y prostitu​ción, siempre que cualquiera de ellos sea cometido por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias Territoriales. .

d) Los delitos distintos de los comprendidos en los apartados anteriores, cuando por razón de su extraordinaria complejidad, de sus graves efectos en el ámbito nacional o por cualquier otra circunstancia de las previstas en el artícu​lo 304 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, acuerde la Junta de Gobierno del Tribunal Supremo que su instrucción corresponda a un Juzgado Central.

e) Los delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las Leyes y Tratados internacionales corresponda su enjuiciamiento a los Tri​bunales españoles.

2. A los Juzgados Centrales corresponderá la instrucción de los procesos por delitos citados anteriormente y, en todo caso, el conocimiento y fallo en primera instancia de las causas por los mismos delitos, cuando la pena que pro​ceda imponer no sea superior a la de arresto mayor, privación del permiso de conducir, multa sin limitación de su cuantía o cualquiera de éstas conjuntamen​te con las demás o con una de ellas. Las facultades que las Leyes vigentes con​fieren a las Audiencias Territoriales y Provinciales por razón de personas' afo​radas se entenderán atribuidas a la Audiencia Nacional en las causas por los delitos propios de su competencia.

3. La Audiencia Nacional conocerá además de los asuntos siguientes:

a) De los procedimientos judiciales de extradición pasiva, sea cual fuese el lugar de residencia o en que hubiere tenido lugar el arresto del presunto extradicto.

b) De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, de la ejecu​ción de sentencias dictadas por Tribunales extranjeros o del cumplimiento de pena de prisión impuesta por Tribunales extranjeros, cuando en virtud de un Tratado internacional corresponda a España la continuación de un procedi​miento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una sentencia penal ex​tranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de li​bertad.

c) De las cuestiones de jurisdicción en materia penal derivadas del cum​plimiento de Tratados internacionales de los que España sea parte.

d) Según la Ley Orgánica 9/84 de 26 de diciembre conocerá la Audiencia Nacional de una serie de delitos cometidos por bandas armadas o relacionadas con actividades terroristas o rebeldes, así como la apología de tales delitos.

(Ley derogada por las Leyes Orgánicas 3 y 4/1988; se mantiene. sin embargo. esta competencia. Vid. Disp. derogatoria.)

- Competencia objetiva por razón de la persona del imputado.

Audiencias Provinciales: Mediante una Ley de 4 de diciembre de 1978 se modi​ficaron varios artículos de la Lecrim. En materia de competencia objetiva cuan​do los acusados son miembros del Cuerpo General de Policía, Policía Nacional y –en algunos casos- Guardia Civil. Objetivamente son competentes las Au​diencias Provinciales.

Audiencias Provinciales integradas en una Audiencia Territorial (también deno​minadas Salas de lo Criminal de la Audiencia Territorial). Son competentes para conocer, en única instancia, en juicio oral y público, los procesos por de​litos cometidos por:


1. Diputados provinciales.
.

2. Concejales de Ayuntamiento de las capitales de provincia.

3. Autoridades administrativas de las capitales de provincia (con excepción de los Gobernadores Civiles), en el ejercicio de sus funciones.

Audiencias Territoriales en Pleno: Conocerán de toda clase de delitos cometi​dos por determinados miembros del Ministerio Fiscal.

Tribunal Supremo: Hasta la Constitución Española de 1978 el Tribunal Supre​mo actuaba como órgano jurisdiccional penal bien a través de su Sala de lo Cri​minal o bien actuando en Pleno. El art. 102.1 de la Constitución dispone que "la responsabilidad- criminal del Presidente y de los demás miembros del Go​bierno será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo". Ello pare​ce significar que no deben quedar vigentes las competencias del Tribunal Su​premo en pleno. Sin embargo, las normas que atribuyen la competencia al ple​no no estarán derogadas hasta la entrada en vigor de la totalidad de los precep​tos de que se compone la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985. Por ello, hacemos referencia a la situación actual.

- Tribunal Supremo (Sala II). Conocerá en juicio oral y única instancia de los delitos cometidos por:

1. Cardenales, Arzobispos, Obispos y Auditores de la Rota.

2. Diputados y Senadores, Consejeros de Estado, Ministros del Tribunal de Cuentas, Subsecretarios, Directores Generales, Gobernadores de Provin​cias, Embajadores, Ministros Plenipotenciarios y Encargados de Negocios, cuando se tratare de delitos cometidos mientras estuviesen en servicio activo.

3. Magistrados de Audiencia o del Tribunal Supremo, Fiscales de las Audiencias, Tenientes y Abogados Fiscales del Tribunal Supremo y de las Au​diencias.

4. Auxiliares del Tribunal Supremo en el ejercicio de sus funciones.

5. Tenientes Generales del Ejército de los que deba conocer la jurisdic​ción ordinaria.
.

- Tribunal Supremo (en Pleno): Conocerá en juicio oral y única instancia de los delitos cometidos por:

1. Príncipes de la Familia Real.

2. Ministros por los delitos cometidos en servicio activo (hay que tener

en cuenta lo dispuesto por el arto 102 de la Constitución).

3. Presidentes del Congreso de los Diputados y del Senado.

4. Presidente o Presidentes de Sala, o el Fiscal del Tribunal Supremo.


5. Los Magistrados de una Audiencia o .del Tribunal Supremo, cuando sean juzgados todos o, al menos, la mayoría de los que constituyesen una Sala de Justicia por autos judiciales en que hayan tenido participación.

B) Sistema de competencia objetiva según la Ley Orgánica del Poder Judicial


de 1 de julio de 1985.

Expondremos a continuación la competencia objetiva -tanto por razón de la materia como de la persona- según ha quedado diseñada por la Ley Orgáni​ca del Poder Judicial.

Jueces de Paz: En el orden penal, conocerán en primera instancia de la sustan​ciación, fallo y ejecución de los procesos por faltas que les atribuya la Ley. Po​drán intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por dele​gación, y en aquellas otras que señalen las leyes (art. 100.1 Ley Orgánica del Poder Judicial).

Juzgados de Instrucción (recordemos que los Juzgados de Distrito quedan supri​midos  en la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial): Conocerán en el orden penal:
a) De la instrucción de las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias. 

b) De la instrucción y fallo de las causas por delito o falta en que así se establezca en la Ley.

c) De los procedimientos de “habeas corpus”.

d) Corresponde también a los Juzgados de Instrucción la autorización en resolución motivada para la entrada en los domicilios y en los restantes edificios o lugares de acceso independiente del consentimiento de su titular, cuando ello proceda para la ejecución forzosa de los actos de la Administración (art. 87 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Audiencias Provinciales: En materia penal conocerán principalmente de las causas por delito, en juicio oral y público, y en única instancia, a excepción de las que la Ley atribuya al conocimiento de los Juzgados de Instrucción o de otros Tribunales previstos en esta Ley (art. 82, 1º. Ley Orgánica del Poder Ju​dicial).

Tenemos que referimos en este punto a la institución del Jurado. Este vie​ne previsto en el arto 125 de la Constitución Española como una forma de par​ticipación de los ciudadanos en la Administración de Justicia, de acuerdo con lo que la Ley determine. Esta Ley aún no ha sido promulgada -es una "asigna​tura pendiente" de los sucesivos gobiernos postconstitucionales-, pero la Ley Orgánica del Poder Judicial marca algunas directrices, precisamente en sede de competencia de las Audiencias Provinciales. Así, el arto 83 establece:


1. El juicio del Jurado se celebrará en el ámbito de la Audiencia Provin​cial u otros Tribunales y en la forma que establezca la Ley.


2. La Ley del Jurado deberá regular su composición y competencias teniendo en cuenta los siguientes principios:

a) La función de jurado será obligatoria y deberá estar renumerada du​rante su desempeño. La Ley regulará los supuestos de incompatibilidad, recu​sación y abstención.

b) La intervención del ciudadano en el Jurado deberá satisfacer plena​mente su derecho a participar en la Administración de Justicia reconocido en el artículo 125 de la Constitución.


c) La Jurisdicción del Jurado vendrá determinada respecto a aquellos delitos que la Ley establezca.

d) La competencia para el conocimiento de los asuntos penales sujetos a su jurisdicción se establecerá en función de la naturaleza de los delitos y la cuantía de las penas señaladas a los mismos.

Tribunales Superiores de Justicia. (Tengamos en cuenta que las Audiencias Te​rritoriales desaparecen según el organigrama jurisdiccional establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.)


La Sala de lo Civil-Penal de los Tribunales Superiores de Justicia de las

Comunidades Autónomas, como Sala de lo Penal conocerán:

a) De las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia.

b) De la instrucción y el fallo de las causas penales contra Jueces, Magis​trados y miembros del Ministerio Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la Comunidad Autónoma, siempre que esta atribución ) corresponda al Tribunal Supremo (art. 73.3. a) y b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Audiencia Nacional:


La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conocerá:


1. En única instancia del enjuiciamiento de las causas por los siguientes

delitos:


a) Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor, Altos

Organismos de la Nación y forma de Gobierno.
.


b) Falsificación de moneda, delitos monetarios y relativos al control de cambios.

c) Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad le personas en el territorio de más de una Audiencia.

d) Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustan​cias farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o :grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias..

e) Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las Leyes o a los tratados corresponde su enjuiciamiento a los Tribunales españoles.

2. De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, de la ejecu​ción de sentencias dictadas por Tribunales extranjeros o del cumplimiento de penas de prisión impuestas por Tribunales extranjeros, cuando en virtud de un tratado internacional corresponda a España la continuación de un procedimiento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una sentencia penal ex​tranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de li​bertad.

3. De las cuestiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento de tratados internacionales en los que España sea parte.

4. De los procedimientos judiciales de extradicción pasiva, sea cual fuere el lugar de residencia o en que hubiere tenido lugar la detención del presunto extradicto.

5. De cualquier otro asunto que le atribuyan las leyes (art. 62 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Tribunal Supremo.


La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá:

a) De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, Presidente del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, determinan los Estatutos de Autonomía.

b) De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados de la Audiencia Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia (art. 57 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

C) Competencia funcional

Al igual que hemos hecho al exponer el tema de la competencia objetiva, en la competencia funcional debemos diferenciar entre la situación aún vigente y la prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985.

- Sistema actual:

Juzgados de Instrucción


Conocen de la apelación de los juicios de faltas de que hayan conocido los jueces de distrito y de paz (arts. 13 de D. 21-XI-52 y 975 Lecrim).

Audiencias Provinciales

Es competente para conocer de la apelación del proceso de doble instancia regulado en la Lecrim tras la reforma que en ella operó la Ley de 8-IV-67. (art. 792 Lecrim). Asimismo, conoce de la apelación de las sentencias dictadas en los procesos dolosos, menos graves y flagrantes de la Ley de 1l.XI-1980 (art. 11 Ley 11-XI-80). Resuelve los recursos de apelación y queja suscitados con

ocasión de resoluciones de los Jueces de Instrucción (arts. 218 y 224 Lecrim).

Audiencia Nacional


Conoce de los recursos de apelación y queja que se interpongan contra las

sentencias y demás resoluciones de los Juzgados Centrales de Instrucción.

Tribunal Supremo

La Sala II del Tribunal Supremo conoce:

1. De los recursos de casación.

2. De los recursos de revisión.

3. De los recursos de queja por denegación de la preparación del recurso de casación.


4. De la apelación y queja que se interpongan contra resoluciones del Juez de Instrucci6n en determinadas materias cuando se trate de delitos de los que conoce el Tribunal Supremo. También conoce de las apelaciones en otra serie de cuestiones (pobreza, fianzas, etc.).

- Sistema establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985

Audiencias Provinciales.


Conocerán de los recursos que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas en materia penal por los Juzgados de Instrucción de la provincia.

Las apelaciones de las resoluciones dictadas por los Juzgados de Instruc​ción en juicio de faltas, cuando así lo establezca la Ley, se fallarán definitiva-, mente en turno de reparto por un Magistrado de la Audiencia Provincial, que actuará como Tribunal unipersonal (art. 82.2º de la Ley Orgánica del Poder Judicial).

Tribunales Superiores de Justicia.

Aunque la Ley Orgánica del Poder Judicial no dice nada respecto de los recursos que conocerá, parece obvio que ciertas resoluciones de los Jueces de Instrucción en los casos en que conocen los Tribunales Superiores de Justicia serán susceptibles de ser recurridos ante la Sala de lo Civil-Penal (actuando como Sala de lo Penal).

Audiencia Nacional.

Conocerá de los recursos que se interpongan contra las sentencias y demás resoluciones de los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 65.5º Ley Orgánica del Poder Judicial).

Tribunal Supremo (Sala II)

Conocerá de los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la Ley (art. 57.1. de la Ley Orgánica del Poder Judicial). Lo dicho con respecto a los Tribunales Superiores de Justicia puede reproducirse también aquí.

D) Competencia Territorial

Antes de entrar a exponer los criterios por los que se rige la competencia territorial, debemos destacar que en el proceso penal, a diferencia del civil, las normas de este tipo de competencia no son dispositivas, sino absolutas. Ello quiere decir que no pueden modificarse por voluntad de las partes.

En el proceso penal el criterio (o fuero) principal que se sigue para la de​terminación del órgano jurisdiccional territorialmente competente es el del lu​gar donde se cometió el hecho delictivo (Vid. Art. 14 Lecrim.).

, Ahora bien, cuando no conste el lugar en que se haya cometido una falta o delito, serán Jueces y Tribunales competentes para conocer de la causa o jui​cio:

1. El del término municipal, partido o circunscripción en que se hayan descubierto pruebas materiales del delito.


2. El del término municipal, partido o circunscripción en que el presunto

   reo haya sido aprehendido.

3. El de la residencia del reo presunto.

4. Cualquiera que hubiere tenido noticia del delito.


Si se suscitase competencia entre estos Jueces o' Tribunales, se decidirá dando preferencia por el orden con que están expresados en los números que preceden.

Tan luego como conste el lugar en que se hubiese cometido el delito se re​mitirán las diligencias al Juez o Tribunal a cuya demarcación corresponda, po​niendo a su disposición a los detenidos y efectos ocupados (art. 15 Lecrim).

E}. Referencia a la conexión de delitos

Las normas de competencia pueden verse alteradas cuando nos encontre​mos ante delitos conexos. Según la Lecrim -arto 17- se consideran delitos co​nexos:

1. Los cometidos simultáneamente por dos o más personas reunidas, siempre que éstas vengan sujetas a diversos Jueces o Tribunales ordinarios o especiales, o que puedan estarlo por la índole del delito.


2: Los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos


si hubiera procedido concierto para ello.

3. Los cometidos como medio para perpetrar otros o facilitar su ejecu​ción.


4. Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos.

5. Los diversos delitos que se imputan él una persona al incoarse contra la misma causa por cualquiera de ellos, si tuviesen analogía o relación entre sí, a juicio del Tribunal, y no hubieren sido hasta entonces sentenciados.


La Ley de Enjuiciamiento Criminal señala tres criterios (art. 18) para re​solver el tema de la competencia: en las causas por delitos conexos:


1. El del territorio en que se haya cometido él delito a que esté señalada pena mayor.
.


2. El que primero comenzare la causa en el caso de que a los delitos esté señalada igual pena.
.

3. El que la Audiencia de lo criminal o el Tribunal Supremo en sus casos respectivos designen, cuando las causas hubieren empezado al mismo tiempo,

o no conste cuál comenzó primero.
.

                                          TEMA  3

Las partes en el proceso penal. El Ministerio Fiscal: Principios de actuación; Intervención del Ministerio Fiscal en el proceso penal; Representación y defensa del Estado y demás entes públicos. El acusador particular. El acusador privado. El actor civil. El inculpado. El responsable civil. Representación y defensa en el proceso penal

EL MINISTERIO FISCAL.

Es una parte acusadora necesaria, de carácter público, encargada por el Estado, a quien representa, de pedir la actuación de la pretensión punitiva y de resarcimiento, en su caso, en el proceso penal, constituyendo estas dos peticio​nes la función primordial del Ministerio Fiscal, ya que ellos tienen el deber de ejercitar, con arreglo a las disposiciones de la Ley, todas las acciones penales que consideren procedentes, haya o no acusador particular en las causas (o procesos), menos aquellas acciones que el Código Penal reserva exclusivamen​te al acusador privado. También deberán ejercitar las acciones penales en los procesos por los delitos para cuya persecución deben denunciarse previamente por los interesados, o cuando el Ministerio Fiscal debe a su vez denunciados por recaer dichos delitos sobre personas desvalidas o faltas de personalidad.

Los arts. 124.1 de la Constitución y 435 de la Ley Orgánica del Poder Ju​dicial establecen que "El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad de los derechos de los ciudadanos y del interés públi​co tutelado por la Ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social".
.

La llamada acción civil (o pretensión de resarcimiento por el delito causa​do) ha de entablarse juntamente con .la acción penal por el Ministerio Fiscal, haya o no en el proceso acusador particular, salvo el caso de que el ofendido renunciare expresamente a su derecho de restitución, reparación o indemniza​ción.

Concretando, el Ministerio Fiscal está legitimado para ejercitar la acción penal en todos los casos de delitos perseguibles de oficio, debiendo promover la acusación y entablar la acción civil aunque haya un acusador particular en el proceso. .

En los llamados delitos "semipúblicos" (violación, abusos deshonestos, es​tupro, rapto, abandono de familia y calumnia e injuria contra particulares hechas por escrito y con publicidad), se precisa denuncia de las personas agravia​das, y una vez que se haya producido ésta, el Ministerio Fiscal deberá interve​nir corno si de un delito perseguible de oficio se tratase.

También puede el Ministerio Fiscal denunciar los hechos, iniciándose con ello el procedimiento, cuando el ofendido sea menor de dieciséis años, o la persona fuera de todo punto desvalida.

Si el Tribunal rechazara el perdón del ofendido menor o incapaz, previa audiencia del Ministerio Fiscal, deberá éste asumir su representación.

Sin embargo, el Ministerio Fiscal no puede intervenir cuando se trate de los delitos o faltas perseguibles sólo a instancia de parte (los llamados "delitos privados"), que en la actualidad han quedado reducidos a los de calumnia o in​juria contra particulares realizadas sin publicidad, en donde se exige querella del ofendido, y a ciertas faltas.

A) Principios de actuación

Los principios que rigen la actuación del Ministerio Fiscal son los de lega​lidad e imparcialidad.

Por el principio de legalidad, actuará con sujeción a la Constitución, a las leyes y a las demás normas del ordenamiento jurídico vigente, dictaminando, informando y ejercitando, en su caso, las acciones procedentes u oponiéndose a las indebidamente actuadas en la medida y forma en que las leyes lo establez​can. .

Por el principio de imparcialidad actuará con plena objetividad e indepen​dencia en defensa de los intereses que le estén encomendados; por ejemplo, cuidará de que se consignen todas las circunstancias adversas y favorables al in​culpado, instruyéndole de sus derechos mientras no se halle asistido de defen​sor; habrá de instar tanto el castigo del culpable (formulando la acusación), como .la absolución del inocente (retirando la acusación u oponiéndose a la acusación que se hubiere ejercitado por otro).

B) Intervención del Ministerio Fiscal en el proceso penal

1. En las investigaciones preliminares puede recibir denuncias, que debe​rá enviar al Tribunal competente, aunque también podrá decretar su archivo, según encuentre o no fundamentos suficientes para promover las actuaciones judiciales, debiendo notificar su decisión al denunciante en este último caso.

Puede practicar u ordenar diligencias para el esclarecimiento de los he​chos, dependiendo de él la Policía Judicial en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente (Las unidades de Po​licía Judicial se pueden adscribir al Ministerio Fiscal.)

2. Durante el sumario (en el que se investigan los hechos por la autori​dad judicial) se le atribuye la inspección directa de los mismos, sin que la inves​tigación pueda declararse secreta para ellos; puede instar la práctica de diligen​cias y la adopción de las medidas que repute necesarias para el buen fin de la investigación; puede promover el procesamiento de las personas responsables de los delitos; el castigo de los culpables y la absolución de los que hayan sido injustamente acusados; investigar con la mayor diligencia las detenciones arbitrarias que se efectúen y promover su castigo.
.

3. En el período intermedio del proceso dirá el Juez de Instrucción cuán​do considera que en el sumario se han reunido los suficientes elementos para hacer la calificación de los hechos y poder entrar en el juicio oral, pidiendo la conclusión del sumario y que sin más dilaciones se remita lo actuado al Tribu​nal competente, pudiendo solicitar la revocación del auto de conclusión del su​mario o su confirmación, y en este último caso, el sobreseimiento o la apertura del juicio oral.


4. Durante el juicio oral calificará los hechos provisionalmente; interven​drá en todos los actos de prueba que se practiquen; propondrá careos entre testigos y con imputado; formularáconc1usiones definitivas; informará de viva voz, etc.

5. En la fase de impugnación puede utilizar todos los recursos que estén establecidos en la Ley, ordinarios y extraordinarios (apelación, reforma, casa​ción).

II. REPRESENTACION y DEFENSA DEL ESTADO Y DEMAS ENTES PUBLICOS

El arto 447 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que "la represen​tación y defensa del Estado y de sus Organismos Autónomos, salvo que, en cuanto a éstos, sus disposiciones autoricen otra cosa, así como los Órganos Constitucionales, corresponderán a los letrados integrados en los servicios jurí​dicos del Estado, sin perjuicio de que, para casos determinados y de acuerdo con 10 que reglamentariamente se disponga, puedan ser encomendadas a Abo​gado Colegiado especialmente designado al efecto".

La representación y defensa de las Comunidades Autónomas y las de los Entes Locales corresponderán a los letrados que sirvan en los servicios jurídi​cos de dichas Administraciones Públicas, salvo que designen Abogado Colegia​do que les represente y defienda. Los letrados integrados en los servicios jurí​dicos del Estado podrán representar y defender a las Comunidades Autónomas en los términos que se establecerán reglamentariamente.

El Cuerpo Superior de Letrados del Estado, creado por la Ley 30/1984, de 2 de agosto (esta Ley integra en dicho Cuerpo Superior de Letrados del Estado al Cuerpo de Abogados del Estado y otros prestigiosos Cuerpos), interviene en el proceso penal de la siguiente forma:

   

1. En los procesos por delitos comunes en que el Estado sea perjudicado se mostrará parte, cuanto tenga noticia de su incoación, e intervendrá en ellos como acusador particular.

 2. Cuando un funcionario del Estado sea procesado por actos u omisio​nes en el ejercicio de su cargo, en los que se haya sujetado estrictamente a las disposiciones legales vigentes, en la materia de que se trate, o haya cumplido orden de Autoridad competente, el Ministerio correspondiente, mediante Or​den podrá encomendar al Letrado del Estado la defensa del funcionario, sin perjuicio del derecho de ésta a designar por su parte defensor.

3. Cuando el Estado, como persona jurídica, resultare responsable civil subsidiario, el Letrado del Estado actuará de defensor de éste.

III. EL ACUSADOR   PARTICULAR 

Es aquella parte acusadora que pide en el proceso penal la actuación de la pretensión punitiva (que se castigue al culpable de un delito), bien como perso​na ofendida por el delito (por ejemplo, en el robo, el dueño de la cosa robada), o bien en virtud de la facultad concedida por la Ley de ejercitar la llamada ac​ción popular, en procesos por delitos o faltas perseguibles de oficio.

Según el arto 270 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal "Todos los ciuda​danos españoles, hayan sido o no ofendidos por el delito, pueden querellarse, ejercitando la acción popular; los extranjeros, también, cuando deban intentar la persecución de delitos cometidos contra sus personas o bienes o las personas o (bienes de sus representados”.


La calidad de acusador particular se adquiere mediante la interposición de la querella, que puede presentarse como acto inicial de proceso, o bien como consecuencia del ofrecimiento que debe hacerse al ofendido, en el momento de recibírsele declaración, e instruirle del derecho que le asiste para mostrarse parte en el proceso, o bien espontáneamente en el curso del proceso ya inicia​do, pero siempre antes de la calificación del delito.

Como regla general están legitimados para constituirse como acusadores particulares todos los ciudadanos españoles, con independencia de que sean ofendidos o no por el delito; sin embargo, hay restricciones en ciertos casos, ya que no puede ejercitar la acción penal (y por tanto no pueden ser acusadores particulares) quien hubiera sido condenado dos veces por el delito de denuncia o querella calumniosa, ni el Juez o Magistrado, salvo que se persigan hechos delictivos cometidos contra su persona o bienes, o contra las personas o bienes de su cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos o de quienes estuviesen bajo su guarda legal.
.

Con carácter especial, se prohíbe el ejercicio de acciones penales entre los ascendientes, descendientes, hermanos y cónyuges, a no ser por hechos come​tidos los unos contra las personas de los otros y además, en el caso de los cón​yuges, contra las personas de sus hijos o por el delito de bigamia.

Los extranjeros sólo podrán constituirse en parte acusadora por hechos delictivos que afecten a su persona o a la de sus representados o a sus bienes o a la de éstos.

IV. EL ACUSADOR PRIVADO

El acusador privado es la parte acusadora necesaria en los procesos penales por hechos delictivos perseguibles sólo a instancia de parte (calumnia e in​juria contra particulares vertidas sin publicidad), en los que queda excluida la intervención del Ministerio Fiscal.
.

Además de los referidos delitos, sólo son perseguibles a instancia de parte las faltas consistentes en el anuncio por medio de la imprenta de hechos falsos o relativos a la vida privada con el que se perjudique u ofenda a particulares (art. 566 1º del Código Penal), en malos tratamientos inferidos al cónyuge e hijos menores de palabras u obra aunque no le causare lesiones (art. 583,2 del Código Penal), en la falta de respeto y sumisión debidas por los hijos o pupilos a los padres o tutores (art. 583, 5º y 6º del Código Penal) y en las injurias livia​nas (art. 586. 1º del Código Penal).

Todos estos procesos penales han de iniciarse en todo caso mediante que​rella, mediante la cual el acusador privado se constituye en parte en el proceso, exigiéndose con carácter previo a la presentación de la querella un intento de conciliación.

La condición de acusador privado se pierde por renuncia a la acción penal ejercitada; también se pierde la condición de acusador privado cuando éste se hubiera apartado de la querella expresamente o la hubiera abandonado tácita​mente.

V. EL ACTOR CIVIL

Es la parte acusadora que ejercita en el proceso penal la pretensión de re​sarcimiento (acción civil) en reclamación de la restitución de la cosa, repara​ción del daño o indemnización del perjuicio producido por el delito.
.

Están legitimados para constituirse en actor civil exclusivamente el Minis​terio Fiscal (en los procesos en que sea obligatoria su intervención), el perjudi​cado por los hechos delictivos y los herederos de éste.

La condición de actor civil se adquiere por una declaración de voluntad expresa después de habérsele hecho .el ofrecimiento de acciones, sin que sea necesario que formule querella; la condición de actor civil se pierde desde el momento en que se produzca la renuncia a la pretensión (de resarcimiento) cuando se reserve expresamente su ejercicio en un proceso civil posterior; y también se pierde dicha condición cuando se extinga la obligación de restitu​ción, reparación o indemnización.

VI. EL INCULPADO

Es la persona contra quien se dirige el proceso penal. También se le suele denominar imputado (se le imputa el delito).

Existe un inculpado desde el momento mismo que haya una persona indi​vidualizada a quien, con mayor o menor grado de probabilidad, se atribuya la participación criminal en el hecho punible (delito o falta). La mera detención, el auto de prisión y la citación constituyen al interesado en inculpado.

El inculpado está obligado a comparecer ante el órgano judicial, pero no está obligado a declarar.

Sólo puede ser inculpado una persona física, nunca una persona jurídica (una sociedad, por ejemplo). Y además, que exista actualmente, pues no se puede proceder contra un muerto, ni, por él, contra sus herederos. El fallecimiento del inculpado extingue la acción penal y pone fin al proceso.


Desde el momento en que se practique su detención, o se acuerde su pri​sión, el afectado tiene derecho a designar Abogado y a recabar su asistencia. Cuando se trate de menor de edad o de incapaz, la autoridad bajo cuya custo​dia esté tendrá la obligación de notificarlo al familiar o a la persona que el in​culpado indique. No siendo hallado, se da cuenta inmediata al Ministerio Fis​cal. Si el declarado procesado no hubiese designado Procurador o Letrado, se le requerirá para que lo verifique, o se les nombrará de oficio, si, requerido, no los nombrase, cuando la causa llegue a estado en que necesite el consejo de aquéllos o haya de intentarse algún recurso que hiciese indispensable su inter​vención. Todas las Autoridades y funcionarios que intervengan en el procedi​miento penal estarán obligados, a falta de disposición expresa, a instruir al pre​sunto reo de sus derechos y de los recursos que pueda ejercitar, mientras no se hallare asistido de defensor.

La inculpación (que provoca la adquisición del carácter de inculpado) pue​de ser originada no sólo cuando la realice la autoridad judicial, sino también se produce por la detención gubernativa o realizada por particulares, por la admi​sión de denuncia o querella contra una persona o como resultado de cualquier actuación procesal, debiéndosele comunicar desde entonces la existencia del procedimiento.

Como hemos dicho más arriba, sólo pueden ser inculpados las personas fí​sicas, y vivas, y además, que el sujeto no sea inimputable, es decir, que no sea menor de 16 años y que no esté incurso en enfermedad mental.

Situación del inculpado durante el procedimiento

A lo largo de todo el procedimiento penal, el inculpado puede pasar por distintas situaciones; así se le suele denominar imputado cuando aún no se ha producido la inculpación por la autoridad judicial en la investigación; cuando ésta todavía no ha reunido los suficientes elementos de convicción acerca de la responsabilidad penal del sujeto. Se le denomina procesado cuando en el suma​rio por delitos graves el instructor ha dictado contra él auto de procesamiento, inculpándolo formalmente; en los procesos por delitos menos graves desapare​ce el procesamiento, pero no la inculpación judicial manifestada por la adop​ción de medidas contra el sujeto (particularmente la libertad provisional o la prisión). Finalmente, en el procedimiento de urgencia de doble instancia (de​nominado "Diligencias preparatorias" por la Ley de Enjuiciamiento Criminal), se le denomina encartado (dictándose un auto de encartamiento, al efecto).

Una vez abierto el juicio oral y presentado el escrito de calificaciones (o el escrito de acusación, que así se denomina en el proceso regulado por la Ley 10/1980) el inculpado se convierte en acusado.

Ausencia del inculpado

No es imprescindible la presencia del inculpado a lo largo de las diligencias de investigación; sin embargo, para celebrar el juicio oral, el acusado ha de es​tar físicamente presente o a disposición del tribunal durante sus sesiones; no puede. celebrarse el juicio y dictarse una sentencia si el acusado ha sido decla​rado en rebeldía (por excepción, en los procedimientos por delitos menos gra​ves y por faltas, se puede celebrar el juicio aunque no comparezca al mismo el acusado, siempre que haya sido citado personalmente y con las formalidades que en cada caso exija la ley).

Requisitoria


El juez mandará expedir requisitoria para llamamiento y busca del incul​pado, en los siguientes casos:

1. Cuando al tratar de notificarle cualquier resolución judicial no fuere hallado en su domicilio por haberse ausentado de él, se ignore su paradero o no tuviese domicilio conocido.


2. Cuando el detenido o preso se hubiere fugado del establecimiento en que se hallaba custodiado.
.


3. Cuando el que se hallare en libertad provisional dejare de concurrir a la presencia judicial los días señalados o cuando sea llamado.


Estas requisitorias se publicarán por edictos en los órganos jurisdiccionales donde se sospeche se pueda hallar el inculpado y en periódicos; en los procedi​mientos de urgencia se insertarán las requisitorias en las órdenes generales de los Centros Superiores de Policía y Orden Público.

Si el inculpado no se presenta en el plazo señalado en la requisitoria o no fuese habido y presentado al juez, se le declarará en rebeldía.

Si el procedimiento estuviese en la fase de investigación cuando se produ​ce la declaración de rebeldía, dicha investigación se continuará hasta su fin, suspendiéndose entonces todas las actuaciones, archivándose los autos y las piezas de convicción; lo mismo se hará cuando al ser declarado en rebeldía el procesado se hallare pendiente el juicio oral; pero si el rebelde se presenta o es encontrado se abre nuevamente el procedimiento para continuarlo en el es​tado en que se suspendió.

Extradición activa

Cuando el inculpado contra el que se haya dictado auto de prisión se halla​ra en un país extranjero, el juez podrá pedir al Gobierno que proponga la ex​tradición activa, si el inculpado por delito que debe perseguirse en España se hubiera refugiado en un país extranjero. .

La extradición es un acto procesal en virtud del cual el juez solicita de los órganos estatales o a través de la nación donde se hallare un imputado o conde​nado la entrega del mismo.

VII. EL RESPONSABLE CIVIL

Responsable civil es aquella parte contingente frente a la que se pide en el proceso penal la actuación de la pretensión de resarcimiento, cuando se trate de persona distinta del inculpado.

El delito puede producir un perjuicio al ofendido, naciendo una responsa​bilidad civil a cargo del propio inculpado en virtud de la cual tendrá que resti​tuir, reparar e indemnizar los perjuicios que hubiere ocasionado; el perjudica​do tendrá derecho a esa restitución, reparación o indemnización de perjuicios, ejercitando al efecto la denominada pretensión de resarcimiento.

Pero hay casos en que no responde el inculpado, sino una tercera persona, que denominamos "responsable civil".

En nuestro Derecho está legitimado para ser acusado en el proceso penal, en calidad de responsable civil, el que por título lucrativo hubiere participado de los efectos de un delito o de una falta, los guardadores de un inculpado que fuera inimputable (el enajenado, el menor de 16 años, los que sufren alteracio​nes en la percepción, respondiendo por ellos quienes los tenga bajo su potestad o guarda legal, siempre que hubiera por su parte culpa o negligencia); los be​neficiarios en los casos de estado de necesidad; los causantes del miedo insupe​rable; ciertos empresarios en los delitos cometidos en sus establecimientos o por sus dependientes; los herederos o causahabientes de unos y otros; también son responsables civiles las Compañías Aseguradoras en los supuestos de acci​dentes de tráfico.

VIII. REPRESENTACION Y DEFENSA EN EL PROCESO PENAL

El arto 118 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal dispone que "toda perso​na a quien se impute un acto punible podrá ejercitar el derecho de defensa, ac​tuando en el procedimiento cualquiera que éste sea, desde que se le comunica su existencia, haya sido objeto de detención o de cualquiera otra medida caute​lar o se haya acordado su procesamiento, a cuyo efecto se le instruirá de este derecho". Se consagra así el derecho de defensa no sólo cuando se haya formu​lado acusación (dentro del juicio oral), sino desde el instante en que el proce​dimiento se dirija contra una determinada persona.

A) Defensa por Abogado

La defensa técnica, prestada necesariamente por Abogado, es obligatoria en el proceso por delitos (no en el juicio de faltas), desde el momento de la de​tención o prisión, procediéndose a designar un Abogado de Oficio si no lo nombra el inculpado, salvo cuando se persigan hechos delictivos contra la segu​ridad del tráfico, siendo también obligatoria la asistencia de Abogado cuando el inculpado necesite el consejo de éste, pretenda interponer algún recurso o. haya de procederse a la presentación del escrito de calificaciones provisionales.

Abogado es el licenciado en Derecho que ejerza profesionalmente la di​rección y defensa de las partes de toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico; en su actuación ante los Juzgados y Tribunales son libres e independientes y se sujetarán al principio de buena fe, gozando de libertad de expresión y defensa, amparada por los tribunales; deben guardar secreto profe​sional, no pudiendo ser obligados a declarar sobre su actuación profesional; son designados libremente por las partes y se designarán de oficio a quien lo solicite o se niegue a nombrados, siendo preceptiva su intervención; la defensa de oficio tendrá carácter gratuito para quien acredite insuficiencia de recursos para litigar en los términos que establezca la ley.

B) Procuradores de los Tribunales

Corresponde exclusivamente a los Procuradores la representación de las partes en todo tipo de procesos; tienen el deber de secreto, siendo obligatoria su colegiación, siendo designados libremente por las partes, salvo los supuestos de designación de oficio.

C) Defensa de oficio y defensa gratuita

Defensa de oficio: se funda en la necesidad de proveer de Abogado y Pro​curador al imputado que no los hubiere designado por sí mismo, o que no tu​viese aptitud legal para designados, cuando el proceso llegue a un estado en que se necesite poder de postulación (necesariamente ser representados por Procurador y defendidos por Letrado) para llevar a cabo algún acto procesal, cualquiera que sea su situación económica.

La defensa gratuita se funda en la necesidad de que la parte privada que ha sido declarada pobre (obtenido el beneficio de justicia gratuita) en el senti​do legal puede tener la necesaria asistencia de las personas que han de ejercer el poder de postulación (Abogado y Procurador, como dijimos), debiendo ser remuneradas por el Estado.


Concretando, podemos resumir la representación y defensa en el proceso penal en los términos que siguen:

En los juicios de faltas no es necesaria la intervención de Abogados ni Pro​curador, pero en el proceso penal por delitos las partes han de ser representa​das por Procurador y dirigidos por Letrado.


En todos los procesos por delitos, todas las solicitudes deberán ir firmadas por Abogado.
.

Desde el momento en que se practique su detención, o se acuerde su pri​sión, el afectado tiene derecho a designar Abogado y a recabar su asistencia. Cuando se trate de menor de edad o incapaz, la autoridad, bajo cuya custodia esté, tendrá la obligación de notificarlo al familiar o a la persona que el incul​pado indique. No siendo hallado, se da cuenta inmediata al Ministerio Fiscal. Si el declarado procesado no hubiese designado Procurador o Letrado, se le requerirá para que lo verifique, o se le nombrarán de oficio, si, requerido, no los nombrase, cuando la causa llegue a estado en que necesite el consejo de aqué​llos o haya de intentar algún recurso que hiciere indispensable su intervención. Todas las Autoridades y funcionarios que intervengan en el procedimiento pe​nal estarán obligados, a falta de disposición expresa, a instruir al presunto reo de sus derechos y de los recursos que pueda ejercitar, mientras no se hallare asistido de defensor.

Si abierto el Juicio oral, al pasarse la causa a los procesados (y también a los terceros civilmente responsables) para contestar a la calificación, no tuviese

Abogado y Procurador, se les habilitará de oficio.
.

TEMA 4

Incoación del sumario. Incoación de oficio y a instancia de parte. Estudio comparativo de la denuncia y de la querella

I. INCOACION DE OFICIO Y A INSTANCIA DE PARTE

El sumario puede iniciarse -"incoarse"- de oficio y a instancia de parte. Son éstas las dos formas en virtud de las cuales el órgano jurisdiccional compe​tente para ello puede tener conocimiento -recibe la "notitia criminis"- de la perpetración de un hecho que reviste (al menos en apariencia) los caracteres de delito.

En realidad, la Ley de Enjuiciamiento Criminal no regula concretamente en su articulado la incoación de oficio del sumario, quizá porque no sea nece​sario extenderse en este tema. Ello no obstante, no cabe duda que dicho texto legal parte de la base de la aceptación de esta forma de incoación. Así, por ejemplo, se encuentran alusiones a la incoación de oficio en los artículos 303 y 308 y resulta muy clara la mención que se efectúa en la Exposición de Motivos ("formado de oficio o a instancia de parte el sumario'').
Lo normal es que la incoación de oficio del sumario se efectúe en aquellos casos en los que determinados hechos delictivos han alcanzado gran notoriedad o de los que conozcan los órganos jurisdiccionales por conocimiento privado, así como en determinados delitos contra la Administración de Justicia.

Una vez que el proceso se inicia de oficio no existen reglas especiales para su tramitación, sino que se sigue el procedimiento común descrito en la Le​crim.

Desde otro punto de vista, por ejemplo para Herce Quemada, la distin​ción entre iniciación de oficio y a instancia de parte no responde al medio por el cual la "notitia criminis" llega a conocimiento del instructor, sino a la natu​raleza de los delitos en orden a su persecución: delitos perseguibles de oficio y delitos perseguibles a instancia de parte.

En los delitos perseguibles de oficio basta el conocimiento de la "notitia criminis" para que el juez instructor inicie el procedimiento, sea cual fuese el medio por el que llegue a su conocimiento el hecho delictivo (denuncia, quere​lla).

En los delitos perseguibles a instancia de parte, para que se incoe el suma​rio es imprescindible la presentación de la querella.

II. ESTUDIO COMPARATIVO DE LA DENUNCIA Y DE LA QUERELLA

Siguiendo la exposición efectuada por el Profesor Herce Quemada en su obra Derecho Procesal Penal (escrita en colaboración con el Profesor Gómez Orbaneja), pasamos seguidamente a estudiar de un modo comparativo la de​nuncia y la querella.

. En primer término, dicho profesor define la denuncia como "el acto con​sistente en una declaración de ciencia de una persona determinada, en virtud de la cual se proporciona al órgano oficial correspondiente el conocimiento de un hecho que reviste caracteres de delito". La querella, por el contrario, es de​finida como "el acto procesal consistente en una declaración de voluntad dirigi​da al órgano jurisdiccional competente, por la que el sujeto de la misma, ade​más de poner en conocimiento de aquélla "notitia criminis", ejercita la acción penal".


Veamos, a continuación y siguiendo siempre al Profesor Herce, cuáles son 
las diferencias entre la denuncia y la querella:


a) Por el órgano ante quien se interpone:


* La denuncia se puede formular ante cualquier autoridad judicial, Mi​nisterio Fiscal o Policía (arts. 259,262, 264 y 268 Lecrim).


* La querella ha de interponerse ante el órgano jurisdiccional competen​te (art. 272).


b) La denuncia, por lo general, es un deber, mientras que la querella es

un derecho.


Así, el arto 259 de la Lecrim establece que "el que presenciare la perpetra​ción de cualquier delito público está obligado a ponerlo en conocimiento del Juez de Instrucción, de Paz, Comarcal o Municipal, o Funcionario fiscal más próximo al sitio en que se hallare". Esta obligación está especialmente señala​da a los miembros de la Policía Judicial en el art. 284.
Asimismo, los que por razón de sus cargos, profesiones u oficios tuvieren noticia de algún delito público, estarán obligados a denunciarlo inmediatamen​te (art. 262) y, en general, también está obligado a denunciar el que por cual​quier medio diferente de los mencionados tuviere conocimiento de la perpetua​ción de algún delito de los que deben perseguirse de oficio (art. 264).

La obligación de denunciar debido a que se presencie un hecho delictivo no alcanza a los impúberes ni a los que no están en el pleno uso de razón.

Tampoco estarán obligados a denunciar: 1º El cónyuge del delincuente; 2º Los ascendientes y descendientes consanguíneos o afines del delincuente y sus colaterales consanguíneos o uterinos y afines hasta el segundo grado inclusive; 3º Los hijos naturales (art. 261).

En virtud de la existencia del secreto profesional, tampoco estarán obliga​dos a denunciar los Abogados. y Procuradores respecto de las instrucciones o explicaciones que recibieran de sus clientes. Tampoco comprenderá a los ecle​siásticos respecto de las noticias que se les hubieren revelado en el ejercicio de las funciones de su ministerio (art. 263).

Si se incumple el deber de denunciar puede ser impuesta una sanción eco​nómica que, dado lo mínimo de su cuantía, puede considerarse casi simbólica. Si el que incumple el deber de denuncia es un empleado público podrá sancio​narse su falta en el orden administrativo.

Por tanto, la denuncia se configura como un deber ciudadano de coopera​ción con la Justicia en la lucha contra el crimen. La querella, por el contrario, constituye en los delitos públicos un derecho. Así, el arto 270 establece que "todos los ciudadanos españoles, hayan sido o no ofendidos por el delito, pue​den querellarse... También pueden querellarse los extranjeros por los delitos cometidos contra su persona o bienes, o las personas o bienes de sus represen​tados... ".
.


En los delitos privados, sólo pueden querellarse las personas legitimadas para ello, ya que en estos casos la acción no es pública.

c) La denuncia puede realizarse verbalmente o por escrito (art. 265). La querella se ha de realizar siempre por escrito. Además, la denuncia podrá ha​cerse por medio de mandatario con poder especial (art. 265).

Cuando la denuncia se hiciere por escrito deberá estar firmada por el de​nunciador; y si no pudiere hacerla, por otra persona a su ruego. La autoridad o funcionario que la recibiere rubricará y sellará todas las hojas a presencia del que la presentare, quien podrá también rubricarla por sí o por medio de otra persona a su ruego (art. 266).

La redacción de la querella está sometida a una serie de requisitos forma​les, y además, deberá ser presentada por medio de Procurador con poder bas​tante y suscrita por Letrado. Le extenderá en papel de oficio, y en ella se ex​presará: 

1. El Juez o Tribunal ante quien se presente.

2. El nombre, apellidos y vecindad del querellante.

. 3. El nombre, apellidos y vecindad del querellado. En caso de ignorarse estas circunstancias, se deberá hacer la designación del querellado por las señas que mejor pudieran darle a conocer.


4. La relación circunstanciada del hecho, con expresión del lugar, año, mes, día y hora en que se ejecutó, si se supieren.


5. Expresión de las diligencias que se deberán practicar para la compro​bación del hecho.
.

6. La petición de que se admita la querella, se practiquen las diligencias indicadas en el número anterior, se proceda a la detención y prisión del presun​to culpable o a exigirle la fianza de libertad provisional, y se acuerde el embar​go de sus bienes en la cantidad necesaria en los casos en que así proceda.

7. La firma del querellante o la de otra persona a su ruego si no supiere o no pudiere firmar, cuando el Procurador no tuviese poder especial para for​mular la querella (art. 277).

La omisión de los requisitos formales exigidos, por la Lecrim implica la inadmisibilidad de la querella, siempre que fueren insubsanables o no se subsa​naren por el procedimiento establecido (art. 11.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).
Ahora bien, si la querella es inadmitida por esos motivos, ello no significa que el órgano jurisdiccional prescinda absolutamente-a efectos de incoar el su​mario- de los datos suministrados en la misma, ya que si el delito es de los per​seguibles de oficio la querella inadmitida se transforma en denuncia.

d) La querella, salvo en los casos exceptuados en la Ley, exige la consti​tución de una fianza, mientras que la denuncia no la exige.
.

La fianza no puede ser excesiva a las circunstancias del caso, ya que si lo fuera supondría una vulneración del art. 24 de la Constitución y vaciaría de contenido la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia (art. 125 de la Constitución Española).

e) El querellante se convierte en parte procesal, ya que la querella con​tiene una declaración de voluntad. El denunciante no es parte procesal, ya que la denuncia es una simple participación de conocimiento. .

f) El denunciante no tiene obligación de probar los hechos a los que hace referencia en su denuncia. Sin embargo, el arto 264, in fine señala que el de​nunciador puede contraer responsabilidad por los delitos que hubiere cometido por medio de la denuncia, o con su ocasión. (No olvidemos que el art. 325 del Código Penal castiga la denuncia falsa.)


El querellante (privado) ha de probar los hechos expuestos en la querella si quiere que se condene al querellado.

       g) Una vez que el denunciante ha presentado su denuncia no tiene que realizar ninguna otra gestión, puesto que ya ha cumplido con su deber. En cambio, el querellante debe realizar actos complementarios.

h) Formalizada que sea la denuncia, se procederá o mandará proceder inmediatamente por el Juez o funcionario a quien se hiciere a la comprobación del hecho denunciado, salvo que éste no revista carácter de delito o que la de​nuncia fuese manifiestamente falsa. En cualquiera de estos dos casos, el Tribu​nal o funcionario se abstendrán de todo procedimiento, sin perjuicio de la res​ponsabilidad en que incurran si desestimasen aquélla indebidamente (art. 269 Lecrim ).

Cuando se presentare querella, el Juez de Instrucción, después de admiti​da si fuese procedente, mandará practicar las diligencias que en ella se propu​sieran, salvo las que considere contrarias a las leyes, o innecesarias o perjudi​ciales para el objeto de la querella, las cuales denegará en resolución motivada (art. 312 Lecrim). Desestimará en la misma forma la querella cuando los he​chos en que se funde no constituyan delito, o cuando no se considere compe​tente- para instituir el sumario objeto de la misma (art. 313).

TEMA 5

La investigación en el sumario: Nociones generales. La Policía Judicial. Investigación judicial del hecho punible y de los participantes en su realización: Inspección ocular. Reconstrucción del hecho. El cuerpo del delito. Identidad del culpable y averiguación de sus circunstancias personales: Identificación material. Identificación formal. Otros actos de investigación sumarial: Declaración de los inculpados. Declaración de testigos. Careo. Informe pericial. Autopsia. Aportaciones documentales. Actos de investigación garantizados: Entrada y registro en lugar cerrado. Registro de libros y ocupación de papeles y efectos. Detención y apertura de correspondencia

l. NOCIONES GENERALES

Casi todas las actuaciones sumariales de investigación se regulan en la Le​crim en sede de proceso por delitos graves. En los demás procesos penales existe una remisión, haciéndose notar las correspondientes especialidades.

La actividad de investigación se realiza por el Juez de Instrucción o bajo su vigilancia, con presencia del Ministerio Fiscal (y. acusador particular si exis​te). Dicha actividad forma parte del proceso penal, aunque estas actuaciones no están presididas por los principios de publicidad y de contradicción, ya que en esta fase del proceso rige la forma inquisitiva.

En buena teoría, los resultados de la investigación sumarial no deben constituir la base de la futura sentencia, salvo que algún acto no pueda después ser repetido en el juicio oral. Desafortunadamente, en la práctica no siempre se sigue esta clara doctrina.

II. LA POLICIA JUDICIAL

En las funciones de investigación sumarial, la Policía Judicial constituye un eficaz" colaborador del Juez y del Ministerio Fiscal.

Según el arto 126 de la Constitución española, la Policía Judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de ave​riguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la Ley establezca.
.


En el art. 443 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se repite la fórmula constitucional y se añade que las funciones de la Policía Judicial competerán a todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tanto si dependen del Gobierno Central como de las Comunidades Autónomas o de los Entes Lo​cales, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.

Corresponde específicamente a las unidades de Policía Judicial las siguien​tes funciones (art. 455 de la Ley Orgánica del Poder Judicial):

a) La averiguación de los responsables y circunstancias de los hechos de​lictivos y la detención de los primeros, dando cuenta seguidamente a las auto​ridades judicial y fiscal, conforme a lo dispuesto en las leyes. A este respecto, la Lecrim establece que inmediatamente los funcionarios de Policía Judicial tuvieren conocimiento de un delito público, o fueren requeridos para prevenir la instrucción de diligencias por razón de algún delito privado, lo participarán a la Autoridad judicial o al representante del Ministerio Fiscal, si pudieran ha​cerlo sin cesar en la práctica de las diligencias de prevención. En otro caso, lo harán así que las hubieren terminado (art. 284).


b) El auxilio a la(s) autoridad(es) judicial y fiscal en cuantas actuaciones deba realizar fuera de su sede y requieran la presencia policial.
.


c) La realización material de las actuaciones que exijan el ejercicio de la coerción: y ordenare(n) la(s) autoridad(es) judicial o fiscal.


d) La garantía del cumplimiento de las órdenes y resoluciones de la(s) autoridad(es) judicial o fiscal.


e) Cualesquiera otras de la misma naturaleza en que sea necesaria su cooperación o auxilio y lo ordenase la autoridad judicial o fiscal.

En ningún caso podrán encomendarse a los miembros de dichas unidades la práctica de actuaciones que no sean propias de la Policía Judicial o las deri​vadas de las mismas.

En el art. 29 de la Ley Orgánica de 13 de marzo de 1986 de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, se establece que las funciones de Policía Judicial que se mencionan en el art. 126 de la Constitución serán ejercidas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (para el cumplimiento de dicha función ten​drán carácter colaborador de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado), el personal de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales. Se organizarán, asimismo, Unidades de Policía Judicial propiamente dichas, atendiendo a criterios territoriales y de especialización delictual (art. 30). Los funcionarios adscritos a Unidades de Policía Judicial dependen orgá​nicamente del Ministerio del Interior y funcionalmente de los Jueces, Tribuna​les o Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto objeto de su investiga​ción (art. 31).

Los Jueces y Tribunales de lo Penal y el Ministerio Fiscal tendrán, respec​to de los funcionarios integrantes de Unidades de Policía Judicial, las siguien​tes facultades:

a) Les darán las órdenes e instrucciones que sean necesarias, en ejecu​ción de lo dispuesto en las normas de Enjuiciamiento Criminal y Estatuto del Ministerio Fiscal.


b) Determinarán, en dichas órdenes o instrucciones, el contenido o cir​cunstancias de las actuaciones que interesen dichas unidades.


c) Controlarán la ejecución de tales actuaciones, en cuanto a la forma y los resultados.
d) Podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria, en cuyo caso emitirán los informes que pueda exigir la tramitación de los correspondientes expedientes, así como aquellos otros que consideren oportunos. En estos casos recibirán los testimonios de las resoluciones recaídas (art. 35).


Según determina el arto 53.1. 1) de la Ley Orgánica que comentamos,. la

Policía Local participa de las funciones de la Policía Judicial.


Las Unidades específicas de Policía Judicial están reguladas en el Real

Decreto 769/87, de 19 de junio.

Los funcionarios de la Policía Judicial extenderán un atestado de las dili​gencias que practiquen en el cual especificarán con la mayor exactitud los he​chos por ellos averiguados, insertando las declaraciones e informes recibidos y anotando todas las circunstancias que hubieren observado y pudieren ser prue​ba o inicio del delito (art. 292 Lecrim). El atestado será firmado por el que lo haya extendido, y si usare sello lo estampará con su rúbrica en todas las hojas. Las personas presentes, peritos y testigos que hubieren intervenido en las dili​gencias relacionadas en el atestado, serán invitadas a firmarlo en la parte a ellos referente. Si no lo hicieren, se expresará la razón (art. 293). Si no pudiere redactar el atestado el funcionario a quien correspondiere hacerlo, se sustituirá por una relación verbal circunstanciada, que reducirá a escrito de un modo fehaciente el funcionario del Ministerio Fiscal, el Juez de Instrucción o el mu​nicipal a quien deba presentarse el atestado, manifestándose el motivo de no haberse redactado en la forma ordinaria (art. 294). En ningún caso, salvo el de fuerza mayor, los funcionarios de Policía Judicial podrán dejar transcurrir más de veinticuatro horas sin dar conocimiento a la Autoridad Judicial o al Ministe​rio Fiscal de las diligencias que hubieren practicado, so pena de ser corregidos disciplinariamente y de la imposición de una multa (art. 295).

Los atestados que redacten los miembros de la Policía Judicial y las manifestaciones que hicieren, a consecuencia de las averiguaciones que hubieren practicado, se considerarán denuncias para los efectos legales. Las demás de​claraciones que prestaren deberán ser firmadas, o tendrán el valor de declara​ciones testificales en cuanto se refieran a hechos de conocimiento propio. En todo caso, los funcionarios de la Policía Judicial están obligados a observar es​trictamente las formalidades legales en cuantas diligencias practiquen, y se abstendrán bajo su responsabilidad de usar medios de averiguación que la Ley no autorice (art. 297).

El Tribunal Constitucional, en S. de 28 de julio de 1981, dejó claramente sentado que la declaración del inculpado ante la Policía Judicial forma parte del atestado y, en principio, tiene únicamente valor de denuncia y no basta para que se convierta en prueba de confesión con que se dé por reproducida en el juicio oral; es preciso que sea reiterada y ratificada ante el órgano judicial.

III. INVESTIGACION JUDICIAL DEL HECHO PUNIBLE Y DE LOS PARTICIPANTES EN SU REALIZACION: INSPECCION OCULAR, RECONSTITUCION DE LOS HECHOS; EL CUERPO DEL DELITO

En el Título V del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, bajo la rúbrica general "De la comprobación del delito y averiguación del delincuen​te", se regulan una serie de actuaciones sumariales; en concreto: la inspección ocular, el cuerpo del delito, la identidad del delincuente y sus circunstancias personales, declaraciones de los procesados, declaraciones de los testigos, del careo entre los testigos y procesados y el informe pericial.

Todas estas actuaciones están encaminadas a preparar el juicio y, por lo tanto, carecen de valor probatorio en sí. Sin embargo, no puede desconocerse su valor, ya que sobre ellas, en el período intermedio del proceso, se pedirá el sobreseimiento o la apertura del juicio oral. De otro lado, del resultado de es​tos actos de investigación dependen cuestiones tan importantes como la adop​ción de medidas cautelares personales o el acordar el auto de procesamiento si existen indicios racionales de culpabilidad.

A) Inspección ocular (arts. 326 - 333 Lecrim)

Se trata de un acto de comprobación personal realizado por el Juez. Su fi​nalidad es la de recoger los vestigios o elementos materiales de la perpetración del hecho punible y describir el lugar y los objetos relacionados con la existen​cia y naturaleza del hecho punible. Pese a lo que pudiera deducirse de la deno​minación empleada por la Lecrim -inspección ocular-, el Juez puede utilizar todos sus sentidos corporales.

Todas las diligencias que comprende la inspección ocular se extenderán por escrito en el mismo acto, y serán firmadas por el Juez Instructor, el Fiscal, si asistiere, el Secretario y las personas que se hallaren presentes.

Si existiere alguna persona procesada podrá presentarse, ya sola, ya asisti​da del defensor que eligiere o le fuere nombrado de oficio, si así lo solicitara; uno y otro podrán hacer las observaciones que estimen pertinentes, las cuales se consignarán por diligencia si no fueren aceptadas.

B) Reconstitución del hecho

La reconstitución del hecho punible no está prevista de una forma expresa en la Lecrim, pero se puede encontrar su justificación en el arto 331 y, desde luego, está ampliamente aceptada en la práctica.

Se puede considerar como una modalidad de la inspección ocular y, a tra​vés de la misma, se persigue reproducir, de la manera más perfecta posible, el hecho punible. Esta diligencia puede ser de una gran utilidad para el Juez, ya que le facilita la comprensión exacta de las circunstancias que rodean el hecho delictivo y la participación que en el mismo tuvo el presunto culpable.

C) El cuerpo del delito


Bajo la denominación "del cuerpo del delito" se recogen en la Lecrim un conjunto muy variado de diligencias.

Existe una gran confusión sobre lo que ha de entenderse por cuerpo del delito. En este sentido, hay que diferenciar entre cuerpo del delito en sentido estricto (la persona o cosa sobre la que recae el delito) y cuerpo del delito en sentido lato (1os instrumentos utilizados y las piezas de convicción, huellas y vestigios del delito).
a)
En sentido estricto.
.

a') Si el cuerpo del delito es una persona, la Lecrim ordena –art. 335- la descripción del estado en la que se encuentra y si se ha producido un resultado mortal se practicará la autopsia.

b') Si el cuerpo del delito es una cosa, se procederá asimismo a su des​cripción. Si la cosa ha desaparecido se deben ordenar una serie de diligencias para determinar la preexistencia de la cosa y el valor de la misma.

b) En sentido lato.


Bajo esta denominación nos referimos a las armas, instrumentos, efectos que tengan relación con el delito, medios, objetos y piezas de convicción.

Debe procederse, en primer lugar, a su recogida y descripción. Posterior​mente, deben adoptarse las medida5 necesarias para su conservación, de tal manera que se conserven a disposición del Juez Instructor y, en su momento, del Tribunal sentenciador.

IV. IDENTIDAD DEL CULPABLE Y AVERIGUACION


DE SUS CIRCUNSTANCIAS PERSONALES

Bajo la denominación de "identificación del culpable", existen-en reali​dad- dos actividades distintas de investigación. De un lado, nos encontramos con la llamada "identificación material" y, de otro, con la "identificación for​mal". Con la primera, se trata de averiguar quién ha cometido el delito; con la segunda, cuáles son los datos (nombre, apellidos etc.) de esa persona.

A) Identificación material

Cuantos dirijan cargo a determinada persona deberán reconocerla judi​cialmente, si el Juez Instructor, los acusadores o el mismo inculpado concep​túan fundadamente precisa la diligencia para la identificación de este último, con relación a los designantes a fin de que no ofrezca duda quién es la persona a que aquéllos se refieren (art. 368 Lecrim).

La diligencia de reconocimiento (llamada rueda de presos) se practicará poniendo a la vista del que hubiere de verificarlo la persona que haya de ser re​conocida, haciéndola comparecer en unión con otras de circunstancias exterio​res semejantes. A presencia de todas ellas, o desde un punto en que no pudiere ser visto, según al Juez pareciere más conveniente, el que deba practicar el re​conocimiento manifestará si se encuentra en la rueda o grupo la persona a quien hubiere hecho referencia en sus declaraciones, designándola, en caso afirmativo, clara y determinadamente (art. 369 Lecrim). Cuando fueren varios los que hubieren de reconocer a una persona, la diligencia deberá practicarse separadamente. Si son varios los que hubieran de ser reconocidos; podrá ha​cerse el reconocimiento de todos en un solo acto (art. 370 Lecrim). Se ha de procurar que el presunto culpable no haga en su persona o traje alteración alguna que pueda dificultar su reconocimiento (art. 371 Lecrim).
B)  Identificación formal

A través de la identificación formal, como hemos dicho, se trata de averi​guar los datos personales del presunto culpable. En este sentido, la Ley de En​juiciamiento Criminal ordena practicar una serie de diligencias tendentes a de​terminar la identidad de la persona, su edad, su moralidad, conducta y antece​dentes penales, así como -si ello es necesario- comprobar su salud mental (arts. 375 y s.s. Lecrim).

V) OTROS ACTOS DE INVESTIGACION SUMARIAL: DECLARACION DE LOS INCULPADOS, Y TESTIGOS; CAREO; INFORME  PERICIAL; AUTOPSIA; APORTACIONES DOCUMENTALES

A) Declaración de los inculpados

La declaración de los inculpados (pues, aunque la Lecrim diga ''procesa​dos" puede que aún no lo sean) es un medio de investigación sumarial, pero también puede considerarse como una posibilidad de defensa para el imputa​do. Debe tenerse en cuenta que según la Constitución –art. 24.2-, nadie está obligado a declarar contra sí mismo, por lo que el imputado, si lo desea, podrá guardar silencio.

La declaración del imputado durante la fase sumarial será acordada por el Juez Instructor, de oficio, o a instancia de los acusados (público, particular o privado), así como del actor civil si lo hubiere; sin perjuicio del derecho del in​culpado a declarar cuantas veces tuviere por conveniente (art. 400 Lecrim).

La declaración del inculpado está dispensada de la prestación de juramen​to previo y la ley prohíbe toda coacción física o moral. Las preguntas han de ser directas.

Esta diligencia se inicia por el llamado interrogatorio de identificación (art. 388). Las preguntas que se le hagan se dirigirán a la averiguación de los hechos y a la participación en ellos del imputado y de las demás personas que hubieran contribuido a ejecutarlos o encubrirlos. No se podrán formular pre​guntas de un modo capcioso o sugestivo.

Las declaraciones han de ser orales. En algunos supuestos se permiten contestaciones escritas o que se consulten apuntes o notas para auxiliar la me​moria (art. 390).

El inculpado podrá dictar por sí mismo sus contestaciones y si no lo hicie​re, lo hará el Juez intentando consignar las mismas palabras de que aquél se hubiere valido (art. 397). Se han de hacer constar, íntegramente, las preguntas y sus contestaciones.

Por último, ha de resaltarse que la confesión del inculpado no dispensa al Juez de Instrucción de practicar todas las diligencias necesarias para averiguar

la verdad (art. 406 Lecrim).
.

B) Declaración de testigos

La declaración de testigos es el medio de prueba consistente en la declara​ción de conocimiento que emite una persona, que no sea sujeto necesario del proceso, acerca de una percepción sensorial adquirida fuera del mismo, relati​va a un hecho pasado y dirigida al fin de la prueba (Fenech).
.

Como regla general, todos los que residan en territorio español, que no es​tén impedidos, tendrán obligación de concurrir al llamamiento judicial para de​clarar cuanto supieren sobre lo que les fuere preguntado si para ello se les cita con las formalidades prescritas en la Ley (art. 410 Lecrim).

Se exceptúan de la regla general anterior las personas a las que se refiere el art. 411 Lecrim (Rey, Consorte, Príncipe heredero y Regente). En él art. 412 se enumeran aquellas personas que están exentas de concurrir al llama​miento del Juez, pero que tienen la obligación de declarar. A estas personas se les tomará declaración en su domicilio, previo aviso, señalándose día y hora. Asimismo, determinadas personas podrán informar por escrito sobre hechos de que tengan conocimiento por razón de sus cargos.

De otro lado, la Lecrim establece que están dispensados de la obligación de declarar:

a) Por la relación subjetiva con el imputado:

1. Los parientes del procesado en líneas directa, ascendente y descenden​te, su cónyuge, los hermanos consanguíneos o uterinos y los colaterales con​sanguíneos hasta el segundo grado civil, así como los parientes naturales a que se refiere el número 3 del artículo 261.

El Juez Instructor advertirá al testigo que se halle comprendido en el pá​rrafo anterior que no tiene obligación de declarar en contra del procesado; pero que puede hacer las manifestaciones que considere oportunas, consignán​dose la contestación que diere a esta advertencia.

2. El abogado del procesado respecto a los hechos que éste le hubiere confiado en su calidad de defensor.

. b) Por la situación en que se hallen con el objeto de la declaración por razón de su cargo:


1. Los eclesiásticos y ministros de cultos disidentes, sobre los hechos que
le fueren revelados en el ejercicio de las funciones de su ministerio.

2. Los funcionarios públicos cuando no pudieren declarar sin violar el se​creto que por razón de sus cargos estuvieren obligados a guardar, o cuando, procediendo en virtud de obediencia debida, no fueren autorizados por su su​perior jerárquico para prestar la declaración que se les pida.

Por último, no están obligados a declarar los incapacitados física o moral​mente. 

Los testigos no exceptuados deben concurrir al llamamiento judicial y prestar su declaración testifical, pudiendo ser sancionados con una multa (ridí​cula cantidad hoy en día), conducidos por la fuerza pública a presencia judicial y procesados, en su caso, por el delito de denegación de auxilio o desobedien​cia grave a la Autoridad (420 Lecrim).

Los testigos deberán prestar juramento (o promesa) de decir todo lo que supieren respecto a lo que les fuere preguntado (art. 433). Deben declarar se​parada y secretamente unos de otros (art. 435), haciendo mención de su rela​ción con los hechos (art. 436). La declaración se hará de viva voz (permitiéndo​se el auxilio de notas en algunos casos) y sin más interrupciones que las necesa​rias para aclarar puntos oscuros o contradictorios (arts. 436 y 437). No se admi​tirán preguntas capciosas ni sugestivas (art. 439), ni la utilización de engaño, coacción, promesa u otro artificio (art. 439).

De la declaración se extenderá la oportuna acta -que el testigo podrá leer por sí mismo-, que será firmada por todos los intervinientes. No se consigna​rán las declaraciones inconducentes al fin de la investigación del sumario.

C) Careos

Se entiende por careo el acto procesal consistente en la confrontación de las declaraciones de dos o más imputados o testigos, ya interrogados con ante​rioridad, encaminado a obtener el convencimiento del titular del órgano juris​diccional sobre la verdad de algún hecho en el que sus declaraciones como im​putados o testigos estuvieren discordes (Fenech).

El careo se desarrolla ante el Juez del siguiente modo: se leen las declara​ciones en las que se observan discrepancias y se pregunta a los careados si se ratifican en las mismas. Caso que así suceda, se les invita a que se pongan de acuerdo, cuidando el Juez del buen orden del acto, dando fe el Secretario de todo lo que ocurriere (arts. 452, 453, 454 Lecrim).

No se practicarán careos sino cuando no fuese conocido otro modo de comprobar la existencia del delito o la culpabilidad de alguno de los procesados (art. 455 Lecrim).

D) Informe pericial

El Juez ordenará el informe pericial cuando para conocer o apreciar algún hecho o circunstancia importante en el sumario fueren necesarios o convenien​tes conocimientos científicos o artísticos (art. 456).

Normalmente, todo reconocimiento pericial habrá de practicarse por dos peritos (art. 459), prefiriéndose siempre aquellos que posean un título (art. 458). Los peritos tienen -salvo excepciones contempladas en la Ley- el deber de practicar el reconocimiento, teniendo el derecho a percibir honorarios e in​demnizaciones (art. 465). La labor de los peritos se plasma en el dictamen, que habrá de referirse a los siguientes puntos:


1. Descripción de la persona o cosa que sea objeto del mismo, en el esta​do o del modo en que se halle.


2. Relación detallada de todas las operaciones practicadas-por los peritos y de su resultado.


3. Las conclusiones que en vista de tales datos formularen los peritos conforme a los principios y reglas de su ciencia o arte.

E) Autopsia

La autopsia habrá de realizarse en casos de muerte violenta o sospechosa de criminalidad (art. 340). Será efectuada por el médico forense o, en su defec​to, el que el Juez designe. Se practicará en un lugar destinado al efecto o en el propio domicilio del fallecido si no obsta al éxito del sumario. Debe asistir el Juez (o un delegado) y el Secretario.

Los médicos que practiquen la autopsia, tras el reconocimiento del cadá​ver, deberán emitir el correspondiente informe, en el que se haga constar las causas que, a su parecer, produjeron el fallecimiento, así como todos los datos necesarios para el éxito de la investigación.

F) Aportaciones documentales

Las aportaciones documentales no están recogidas expresamente en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pero la práctica de los tribunales reconocen este medio de investigación. No olvidemos, de otro lado, que los documentos son parte, en ocasión, del cuerpo del delito y, por tanto, quedan sometidos a las disposiciones que sobre esta materia contiene la ley.

VI) ACTOS DE INVESTIGACION GARANTIZADOS

Llamamos actos de investigación garantizados a aquellos actos de investi​gación que están sometidos a especiales requisitos en su realización, ya que para su práctica resulta necesario restringir algún derecho fundamental. Den​tro de este epígrafe, estudiaremos los siguientes casos:

A) Entrada y registro en lugar cerrado

En la Constitución Española (art. 18.2) se establece que el domicilio es inviolable y que ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

Por tanto, se trata de un derecho fundamental sujeto a restricciones por imperativo de la justicia penal. Dichas restricciones están establecidas en la Ley y si no se cumplen los requisitos exigidos en ella para la práctica de la en​trada y registro se incurrirá en el delito de allanamiento de morada.

Podemos definir la entrada y registro (siguiendo al profesor Fenech) como el acto procesal que tiene por objeto limitar las garantías normales de la liber​tad individual mediante el empleo de medios coercitivos, con el fin de obtener el conocimiento del delito, la obtención de medios de prueba o el hallazgo de la persona misma del imputado para los fines del proceso penal.

El órgano competente para ordenar la entrada y registro es el que instruye el sumario, pudiendo ejecutado él mismo o agentes de la Policía Judicial cuan​do se les encomiende. Ahora bien, los agentes de Policía podrán proceder de propia autoridad cuando haya mandamiento de prisión contra una persona y traten de llevar a efecto su captura, en caso de flagrante delito o cuando un de​lincuente, inmediatamente perseguido por los Agentes de la Autoridad, se oculte o refugie en alguna casa (arts. 18 CE y 553 Lecrim).
. Téngase en cuenta que en casos de excepcional o urgente necesidad los

. Agentes de Policía podrán, asimismo, proceder a la entrada y registro, sin pre​via autorización judicial, cuando se trate de bandas armadas o elementos terro​ristas, dándose cuenta inmediatamente al Juez (art. 553 Lecrim, según L.O. 25-V-88). .

Por lo que respecta a la forma de llevar a cabo la entrada y registro, deben tenerse en cuenta los siguientes requisitos:

a) De lugar


Necesariamente es ésta una diligencia que ha de celebrarse fuera de la sede del órgano jurisdiccional.

La Ley distingue distintos supuestos:

Edificios y lugares públicos.

Palacio del Congreso y Senado.

Domicilios privados.

Tabernas, fondas, etc.

Representaciones diplomáticas.

Buques mercantes o de guerra, etc.

Según los casos se necesitará autorización o se comunicará la entrada a la persona que esté al frente del lugar.

b) De tiempo

Si el lugar es público se podrá entrar tanto de día como de noche, pero si el domicilio es privado se practicará esta diligencia preferentemente de día, aunque también se podrá practicar de noche.

e) Forma

Deberán evitarse las inspecciones inútiles, procurando no perjudicar, ni importunar al interesado más de lo necesario, y se adoptarán todo género de precauciones para no comprometer su reputación, respetando el secreto de todo aquello que no interese a la instrucción.

El registro se hará a presencia del interesado, o de la persona que legíti​mamente le represente. Si aquél no fuere habido o no quisiere concurrir ni nombrar representante, se practicará a presencia de un individuo de su familia, mayor de edad. Si no le hubiere, se hará a presencia de dos testigos, vecinos del mismo pueblo. El registro se practicará siempre a presencia del Secretario y dos testigos, sin contar de los que hemos hablado anteriormente, extendién​dose acta que firmarán todos los concurrentes. La resistencia del interesado, de su representante, de los individuos de la familia y de los testigos a presenciar el registro producirá la responsabilidad declarada en el Código Penal a los reos del delito de desobediencia grave a la Autoridad, sin perjuicio de que la dili​gencia se practique. Si no se encontraran las personas u objetos que se busquen ni aparecieren indicios sospechosos se expedirá una certificación del acta a la parte interesada si la reclamare.

B) Registro de libros y ocupación de papeles y efectos

Sólo debe ordenarse cuando hubiere indicios graves de que de esta diligen​cia resultará el descubrimiento y la comprobación de algún hecho o circunstan​cia importante de la causa (art. 573 Lecrim).

El Juez recogerá los instrumentos y efectos del delito y podrá recoger tam​bién los libros, papeles o cualesquiera otras cosas que se hubieren encontrado, si esto fuere necesario para el resultado del sumario. Los libros y papeles que se recojan serán foliados, sellados y rubricados en todas sus hojas por el Juez, por el Secretario, por el interesado o los que hagan sus veces y por las demás personas que hayan asistido al registro (art. 574 Lecrim.) Todos están obliga​dos a exhibir los objetos y papeles que se sospeche puedan tener relación algu​na con la causa (art. 575 Lecrim).

C) Detención y apertura de correspondencia

El secreto de las comunicaciones es un derecho constitucional (art. 18.3 CE), pero también cede ante exigencias de justicia penal previa resolución ju​dicial. .

Lo podrá ordenar el Juez si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importan​te en la causa (art. 579 Lecrim). Puede encomendarse la práctica de esta ope​ración al Administrador de Correos y Telégrafos o Jefe de la oficina en que la correspondencia deba hallarse (art. 580). El empleado que haga la detención de la correspondencia la remitirá inmediatamente al Juez Instructor de la causa (art. 581).

El auto acordando la detención y registro de la correspondencia o la entre​ga de copias de telegramas transmitidos, determinará la correspondencia que haya de ser detenida o registrada, o los telegramas cuyas copias hayan de ser entregadas, por medio de la designación de las personas a cuyo nombre se hu​bieren expedido, o por otras circunstancias igualmente concretas (art. 583).

. Para la apertura y registro de la correspondencia postal será citado el inte​resado. Este, ola persona que designe, podrá presenciar la operación (art. 584). El Juez debe abrir la correspondencia por sí mismo y apartará la que no tenga relación con la causa. La que considere útil la guardará en un sobre, con​servándola el Juez bajo su responsabilidad (art. 586). De la diligencia de aper​tura se levantará la oportuna acta, firmada por el Juez, Secretario y otros asis​tentes (art. 588).

El Juez podrá acordar la intervención de las comunicaciones telefónicas del procesado, si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimien​to o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa (art. 579.2 Lecrim).

En caso de bandas armadas o elementos terroristas, véase el arto 579.4 Le​crim, según la redacción de la L.O. de 25-V-88.

TEMA 6

Medidas cautelares: Concepto y clases. Medidas cautelares personales: Citación. Detención. Prisión provisional. Libertad provisional. Medidas cautelares reales:

Aseguramiento de la prueba. Medidas cautelares en sentido estricto

l. CONCEPTO Y CLASES

Concepto

Son aquellas que se encaminan al aseguramiento del juicio y a la efectivi​dad de la sentencia.

Clases

Según tengan por objeto las personas o las cosas, pueden ser: personales y reales. A ellas hemos de añadir la anticipación de la prueba.

A) Presupuestos

a) La imputación, esto es, la razonada atribución del hecho punible a una persona determinada.

b) Daño jurídico derivado del retardo del procedimiento, que en el pro​ceso penal viene determinado por el peligro de fuga o de ocultación personal o patrimonial del imputado. El peligro de evasión del imputado se hace mayor conforme el hecho imputado es de mayor gravedad y, por consiguiente, la futu​ra pena a imponer sea más grave.

B) Elementos

a) Jurisdiccionalidad. Sólo pueden ser adoptadas por el órgano jurisdic​cional competente. Excepcionalmente, la Policía puede acordar la detención, pero este acto que realiza la autoridad gubernativa lo hace en su calidad de Po​licía Judicial, a prevención, y en función del correspondiente procedimiento penal.

b) Instrumentalidad. Las medidas cautelares son instrumentales, es de​cir, han de estar supeditadas a un proceso penal en curso.

c) Provisionalidad. Las medidas cautelares son siempre provisionales; como máximo han de durar el tiempo en que permanezca pendiente el proceso principal, aunque con anterioridad a dicho término pueden también finalizar o transformarse en distintas medidas, si se modifican los presupuestos y circuns​tancias que han justificado su adopción.

. d) Homogeneidad. Como la medida cautelar está destinada a garantizar los futuros efectos de la sentencia, tiene una naturaleza muy parecida (casi idéntica, homogénea) a las medidas ejecutivas.

II. MEDIDAS CAUTELARES PERSONALES

Se encaminan a asegurar la presencia del inculpado en el juicio: son cita​ción, detención, prisión provisional, libertad provisional, con o sin fianza.

A) Citación

Llamamiento de comparecencia, que se hace a quien se imputa un hecho punible, ante el Juez para ser oído, con el fin de evitar la detención; si el citado no compareciere ni justificare causa legítima que lo impida,  la orden de com​parecencia podrá convertirse en orden de detención.

B) Detención

l. Concepto.


Limitación de la libertad individual de una persona con carácter provisio​nal, para ponerla a disposición del Juez Instructor a los fines del sumario.


Es regla general en nuestro Derecho qué ningún español ni extranjero po​drá ser detenido sino en los casos y en la forma que las leyes prescriban.

II. Quién puede detener.


Se regula en nuestro Derecho la detención en relación con el sujeto activo (el que detiene), como derecho y como deber.

1) Detención por particulares:


Al que intentare cometer un delito, en el momento de ir a cometerlo.


- Al delincuente "in fraganti".

- Al que se fugare de la cárcel en que estuviere esperando su traslación al establecimiento penal o lugar en que deba cumplir la condena que se le hu​biese impuesto por sentencia firme.


- Al que se fugare al ser conducido al establecimiento en que deba cum​plir la condena.

        - Al que se fugare estando detenido o preso por causa pendiente.


- Al procesado o condenado que estuviere en rebeldía.

2) Detención policial.

Tienen obligación de detener la Autoridad o agente de Policía Judicial: 

       - A cualquiera que se halle en alguno de los casos enumerados antes, supuestos en que los particulares pueden detener.
.
.


- Al que estuviere procesado por delito que tenga señalada en el Código

Penal pena superior a la de prisión menor.

- Al procesado por delito a que esté señalada pena inferior a la expresa​da (prisión menor), si sus antecedentes o las circunstancias del hecho hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere llamado por la Autoridad Judicial, excepto en el caso de que preste en el acto fianza bastante.

- Al que estuviese en el caso anterior, aunque no se hallare procesado, siempre que concurra las dos circunstancias siguientes:

            - Que existan motivos racionalmente bastantes para creer en la 
existencia de un hecho que presente los caracteres de delito.


              - Que existan también motivos bastantes para creer que la per​
sona a quien se intente detener tuvo participación en él.

Cuando, a juicio del funcionario de Policía Judicial, no deba procederse a

. la detención del delincuente o procesado por no hallarse comprendido en nin​guno de los casos enumerados, deberá tomar nota del nombre, apellidos, do​micilio y demás circunstancias bastantes para la averiguación e identificación de la persona que en otro caso debería ser detenida, entregando oportunamen​te la nota al órgano jurisdiccional que conozca o deba conocer de la causa.

No se podrá detener por simples faltas, a no ser que el presunto culpable no tuviese domicilio conocido ni diese fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerle.

Sea un particular, sea una Autoridad o agente de la Policía Judicial el que

    verifique la detención, deberá poner en libertad al detenido o entregarlo al Juez más próximo al lugar de la detención, dentro de las veinticuatro horas si​guientes al acto de la misma, incurriendo si demorase la entrega, en la respon​sabilidad que establece en el Código Penal, si la dilación hubiese excedido de 24 horas.

           Téngase en cuenta también el arto 184 del Código Penal que castiga al fun​cionario público que practicare ilegalmente cualquier detención.


También la Constitución en el art, 17 establece:

           1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie pue​de ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la Ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y en todo caso, en el plazo máximo de 72 horas, el detenido de​berá ser puesto en libertad o a disposición de la Autoridad Judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la .asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la Ley es​tablezca. .

4. La Ley regulará un procedimiento de "habeas corpus" para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmen​te. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la pri​sión provisional.


Respecto de los clérigos y religiosos, el Acuerdo con la Santa Sede de 28

de julio de 1976 suprime ciertos privilegios y establece:

1. Si un clérigo o religioso es demandado criminalmente, la competente autoridad lo notificará a su respectivo Ordinario. Si el demandado fuese Obis​po, la notificación se hará a la Santa Sede.

2. En ningún caso los clérigos y los religiosos podrán ser requeridos por los Jueces u otras Autoridades para dar información sobre personas o materias de que hayan tenido conocimiento por razón de su ministerio.


Senadores y Diputados. La Constitución, arto 71, establece que "los Dipu​tados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones".
'

Durante el período de su mandato, los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva.

Del examen de lo anteriormente expuesto, podemos destacar las notas ca​racterísticas de la detención policial.

A) Concepto. Obligación que tienen los funcionarios de la Policía Judicial y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para privar de libertad a un imputado, sobre el que pueda presumirse su eventual incomparecencia ante la Autoridad judicial, durante el tiempo indispensable para practicar las diligen​cias de reconocimiento e interrogatorio y dentro del plazo previsto en la Ley, poniéndolo en libertad o a disposición de la Autoridad judicial.

Junto al carácter de medida cautelar, la detención es un acto de investiga​ción indirecto, ya que posibilita la práctica de determinados actos de investiga​ción, como el interrogatorio y el reconocimiento del detenido.

B) Presupuestos. Como presupuestos de la detención policial, hemos de citar la imputación y el peligro de fuga.

a) Imputación. La detención exige la existencia de un título de imputa​ción contra una persona determinada; los casos anteriormente vistos en los que la Policía puede detener, tienen como presupuesto que a la persona detenida le sea imputable una condena, rebeldía, procesamiento o evidente participa​ción de un hecho punible.

, b) Peligro de fuga. El hecho punible que se imputa al detenido ha de re​vestir especial gravedad o que, aun sin tenerla, pueda el funcionario de Policía, de las circunstancias del hecho o de la personalidad' del imputado, presumir que éste se sustraerá a la actividad de la Justicia.
,

Si el hecho imputado tiene señalada pena inferior a prisión menor, si el de​tenido ofrece en el acto fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerlo, para presumir racionalmente que comparecerá cuando le lla​me el Juez, ha de decaer la utilidad de la detención.

Por ser el peligro de fuga mínimo, no se puede detener por simples faltas, excepto que el imputado carezca de domicilio conocido y no cubra la fianza impuesta por la Autoridad que intente detenerlo.
.

C) El plazo de detención. Dispone el arto 17,1 de la Constitución que "la de​tención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial".

Por esclarecimiento de los hechos, hay que entender la práctica de aque​llos actos de investigación, propios de las diligencias policiales, que, según el arto 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se reducen a dos: el reconoci​miento de identidad y la declaración del detenido.

a) Plazo ordinario

El arto 17,2 de la Constitución establece un plazo máximo de setenta y dos horas. Cualquier modificación que se llevase a cabo en la ley ordinaria tiene como límite, el fijado por la Constitución; también el arto 520 de la L.E.Crimi​nal establece, al igual que la Constitución, un plazo de setenta y dos horas. Sin embargo, el arto 496 de la L.E.Criminal establece un plazo de veinticuatro ho​ras, pareciendo existir una contradicción entre el plazo de setenta y dos horas que establece el arto 17,2 de la Constitución y el arto 520 de la L.E.Criminal y el plazo de veinticuatro horas establecido por el arto 496 de la L.E.Criminal. Aunque no esté suficientemente aclarada la antinomia que se produce entre los plazos de veinticuatro y setenta y dos horas establecidos en los preceptos cita​dos, y mientras no haya un pronunciamiento definitivo sea legal o jurispruden​cial, el criterio más seguro es considerar como válido el plazo de veinticuatro horas como máximo de duración de la detención policial.

b) Plazos extraordinarios

Los plazos extraordinarios de la detención vienen establecidos por la Ley. Orgánica 25-V-88, para los supuestos de delitos cometidos por bandas armadas .0 elementos terroristas.

D) El tratamiento de los detenidos

Al posibilitar la detención la realización por la Policía de actos legítimos de investigación sobre el detenido, como ya dijimos antes, consistentes en su reconocimiento e identificación y el interrogatorio policial, como contraparti​da, la Constitución arbitra una serie de medidas de garantía que hagan posible el derecho de defensa. A continuación, y resumidamente, vamos a examinar el contenido de este derecho de defensa.

1. Obligación de información

Los funcionarios de Policía han de ilustrar al detenido del ejercicio de sus derechos constitucionales y del contenido esencial de la imputación. Los dere​chos constitucionales objeto de ilustración (silencio, designación de Abogado, notificación de la detención, etc.) se encuentran recogidos en el arto 520 de la L. E. Criminal, debiendo de realizarse en la forma que menos perjudique la fama del detenido, y una vez practicada la detención, en el lugar más próximo y reservado.

Respecto del contenido de la imputación, hay que entender que va referi​da a informar al detenido de las razones de su detención, es decir, los hechos que se le imputan y las razones de su privación de libertad; por hechos que se

le imputan hay que entender "hechos punibles", debiendo realizar la Policía una mínima calificación del hecho e ilustración de la norma penal infringida, sin que dicha calificación vincule al juez.

Esta información debe facilitarse al detenido en el plazo más breve posi​ble, pues su finalidad es posibilitar la defensa o autodefensa del imputado, ra​zón por la cual dicha puesta verbal en su conocimiento ha de realizarse con an​terioridad a su interrogatorio, a fin de que el detenido pueda contestar la impu​tación sobre él existente.

2. Derecho a ser asistidos por intérprete gratuito

Si el detenido no conociere el idioma español, la ilustración de la imputa​ción, así como la totalidad del interrogatorio habrá de realizarse mediante la intervención de un intérprete, conocedor de una lengua que comprenda. No sólo los extranjeros tienen este derecho gratuitamente, sino también los espa​ñoles que desconocieran absolutamente el castellano.

3. Derecho a la notificación de la detención.


El detenido puede exigir de la Policía que se le comunique al familiar o persona que determine la existencia de la detención y el lugar de custodia.

Si el detenido fuere un menor o, en general, cualesquiera persona incapaz, la Policía tiene la obligación de notificar la detención a quien ostente la patria potestad o, en su defecto, al Ministerio Fiscal.

4. Derecho a la intervención del Abogado defensor

El detenido tiene derecho a designar Abogado de su confianza o a recla​mar la intervención de uno del turno de oficio, a fin de que preste su asistencia en la detención. Este derecho es irrenunciable, siendo obligación de las autori​dades la de proveer al detenido de un Ahogado de oficio, si no hace uso de su derecho a la designación de un Abogado de confianza; aunque esta regla tiene dos excepciones: a) en los delitos contra la seguridad del tráfico (este derecho es renunciable), y b) cuando el detenido estuviese incomunicado (en supuestos de terrorismo, el detenido no podrá designar Abogado de su confianza en el trámite de la detención).

La intervención del Abogado defensor se ciñe a los reconocimientos de identidad y al interrogatorio policial, sin que se le autorice al Abogado a for​mular directamente preguntas al detenido, aunque puede solicitar que se le in​forme al detenido de sus derechos, y una vez finalizado el interrogatorio por la Policía, puede solicitar la ampliación del interrogatorio, puede hacer que se consigne en el acta cualquier incidencia, incluso negarse a suscribir el atestado si observara alguna anomalía; concluido el interrogatorio policial, si el deteni​do estuviere en régimen de comunicación, puede entrevistarse reservadamente con su patrocinado, sin que pueda posteriormente impedirse la relación con el detenido.

La Autoridad judicial y los funcionarios bajo cuya custodia se encuentre el detenido o preso, se abstendrán de hacerle recomendación sobre la elección de

Abogado y comunicarán en forma que permita su constancia al Colegio de Abogados el nombre del Abogado elegido por aquél para su asistencia o peti​ción de que se le designe de oficio. El Colegio de Abogados notificará al desig​nado dicha elección, a fin de que manifieste su aceptación o renuncia. En caso de que el designado no aceptare el referido encargo, no fuere hallado o no compareciere, el Colegio de Abogados procederá al nombramiento de un abogado de oficio. El Abogado designado acudirá al centro de detención a la ma​yor brevedad y, en todo caso, en el plazo máximo de ocho horas, contadas des​de el momento de la comunicación al referido Colegio.

Si transcurrido dicho plazo de ocho horas desde la comunicación realizada al Colegio de Abogados no compareciere injustificadamente Letrado alguno en el lugar donde el detenido o preso se encuentre, podrá procederse a la práctica de la declaración o del reconocimiento de aquél, si lo consintiere, sin perjuicio de las responsabilidades contraídas en caso de incumplimiento de sus obliga​ciones por parte de los Abogados designados.

Hay que entender que no será preciso esperar el transcurso de estas ocho horas para la práctica de aquellas diligencias que por su naturaleza sean in​aplazables, tales como las de levantamiento de cadáver, restablecimiento del orden perturbado, asistencia a los lesionados, amparo de las víctimas, recogida de efectos, instrumentos y huellas del delito, análisis de alcoholemia, obtención de fotografías y consignación de datos sobre elementos perecederos, así como cualesquiera otras que sean igualmente perentorias. Tampoco para reci​bir declaraciones de testigos, practicar reconocimiento y depósito de objetos y las demás en las que, en estos momentos, no está legalmente autorizada la in​tervención del defensor del detenido.

5. Derecho a ser reconocido por el médico forense

El médico puede ser: bien el Forense o su sustituto o, en su defecto, el médico de la institución en que se encuentre (médico de la Policía) o cualquier otro del Estado o demás Administraciones Públicas.

El nombramiento de dicho facultativo (con singular relevancia en supues​tos de "torturas") no excluye el que pueda designar el Juez como consecuencia de la incoación del procedimiento penal para la determinación de ese nuevo hecho o del correspondiente procedimiento de "habeas corpus". En tales su​puestos, puede personarse el Juez de Instrucción en las dependencias policia​les, cesando inmediatamente las diligencias de prevención y poniendo a dispo​sición judicial al detenido.

6. Garantías procesales del interrogatorio policial

Además de las garantías reseñadas, hay otras que han de presidir todo in​terrogatorio del imputado, sea ante la Policía, ante el Juez de Instrucción o ante la Audiencia, en el juicio oral.


Estas garantías ordinarias se encuentran tipificadas en los arts. 297,3 y 388-405 de la L. E. Criminal (declaraciones indagatorias), y son las siguientes:

- prohibición de utilización de actos o medios de investigación prohibi​dos por la Ley. Está prohibido la utilización de cualquier género de sevicias, fí​sica o psíquica dirigida a arrancar la confesión del detenido.

- garantías tendentes a garantizar la espontaneidad del interrogatorio. Las preguntas han de ser siempre directas, sin que puedan utilizarse preguntas capciosas o sugestivas; si como consecuencia de la duración del interrogatorio el detenido diere muestras de fatiga, habrá de suspenderse hasta que recobre la serenidad necesaria; no se le podrán formular cargos ni reconvenciones, no pudiéndosele apercibir con las penas de "falso testimonio" (que sólo pueden cometer los testigos); el detenido tiene derecho a leer por sí mismo la declara​ción prestada o solicitar su lectura con anterioridad a su ratificación.

E) Valor procesal del interrogatorio policial

La doctrina del Tribunal Constitucional niega valor probatorio al interro​gatorio del detenido, hecho por la Policía; sin embargo, los hechos vertidos en el atestado pueden introducirse en el juicio oral, siempre que su entrada se efectúe a través de auténticos medios de prueba: reconocimiento de tales he​chos realizado por el propio detenido ante la autoridad judicial; declaración como testigos por parte de los funcionarios de la Policía que han intervenido en el atestado, siempre que la declaración testifical se haga, como medio de prueba, en el juicio oral.

¿Qué valor puede tener el interrogatorio policial si se ha omitido o vulne​rado las garantías preestablecidas o derechos del detenido? Hay que distinguir dos supuestos:

. a) Cuando el interrogatorio se ha obtenido mediante medios que la Ley no autoriza; los hechos arrancados contra la voluntad del inculpado no pueden ser valorados por el. Tribunal sentenciador ni para condenar al imputado ni a cualquier otro como coautor, cómplice o encubridor; esta prueba es de valora​ción prohibida, sin que pueda ser admitida en el juicio oral como tal prueba, y no sólo la declaración del detenido, sino tampoco la testifical del funcionario de Policía, ya que el Tribunal Supremo, en sentencia de 10 de diciembre de 1983 tiene declarado que la Justicia no puede fundamentar sus fallos en hechos que, al propio tiempo, son constitutivos de delito.

b) Cuando el interrogatorio se ha practicado con vulneración de las de​más garantías de confesión del detenido, no impedirá al órgano jurisdiccional practicar los demás medios de prueba tendentes a la averiguación de los he​chos. Si los hechos reconocidos pueden ser acreditados por otros medios de prueba, en base a tales medios, el Tribunal puede basar su sentencia; aunque se haya omitido el deber constitucional de información, no toda infracción de la Constitución ha de ocasionar la prohibición de valoración de la prueba; pero si hay infracción de las garantías, la sentencia no podrá fundamentarse sola​mente en la prueba practicada infringiendo dichas garantías, sino que necesita fundarse en otras pruebas. Para que la infracción de las garantías prohíba la valoración de la prueba se exige por el Tribunal Constitucional que se haya producido indefensión.

3) La detención judicial

La detención judicial es toda privación de libertad, dispuesta por un órga​no jurisdiccional en el curso de un procedimiento penal, así como la situación en la que permanece el detenido durante el plazo máximo de 72 horas, hasta tanto el Juez de Instrucción resuelva su situación en el proceso.
.

Existen dos clases de detención judicial: a) de oficio, b) confirmatoria.


Detención judicial de oficio. Se dispone como consecuencia del incumplimiento de una orden de comparecencia, del surgimiento de una imputación contra una persona determinada o del incumplimiento de las normas de ''poli​cía de vistas"
.

Detención judicial confirmatoria. Este tipo de detención puede confirmar o prolongar la ya efectuada por particulares o funcionarios de la Policía.

Si los particulares o los funcionarios policiales que han practicado la deten​ción ponen al detenido a disposición del Juez competente, éste cuenta con un nuevo plazo de 72 horas para resolver su situación: puesta en libertad, eleva​ción de la detención a prisión provisional o adopción de otra medida cautelar.

Si el Juez a quien se pusiere a su disposición el detenido fuere incompeten​te practicará las "diligencias de prevención ", entre las que hay que destacar el interrogatorio judicial del detenido, elevando, si procede, la detención a pri​sión, debiendo remitir todas las diligencias en el plazo de 72 horas, junto con la persona del detenido, al Juez competente, quien, en su caso, ratificará la pri​sión provisional. Y si la detención se hubiera practicado ante la existencia de una mera imputación habrá de extender una diligencia comprensiva de la iden​tificación del sujeto activo, de la detención y de los motivos de la misma.

Si la detención se hubiere practicado en base a un título jurisdiccional de imputación (sentencia condenatoria, procesamiento, etc.) y el detenido se hu​biere fugado de un centro penitenciario, debe remitir al preso a dicho centro, sin necesidad de practicar diligencia alguna.

El auto elevando la detención a prisión será puesto en conocimiento de to​das las partes formales e incluso del propio detenido, autorizándole la Ley a que pueda por sí mismo recurrir en reforma el autor; pero el recurso de apela​ción exigirá firma de letrado.

C) Prisión provisional.

1. Concepto.

Medida consistente en la limitación de la libertad individual de una perso​na decretada por el Juez Instructor competente, por la que se ingresa a aquélla en un establecimiento carcelario, con el fin de asegurar los fines del proceso y la eventual ejecución de la pena.

2. Diferencias entre detención y prisión provisional. .


La detención: es de corta duración, ya que no puede exceder de 72 ho​ras.

La prisión provisional: puede durar plazos muy superiores.

La detención: puede llevada a efecto por propia y voluntaria determi​nación cualquier particular, autoridad o agente de Policía Judicial.

- La prisión provisional: sólo puede decretada el Juez Instructor del su​mario, entendiendo por tal al Juez de Instrucción, y también al de Distrito que practique diligencias a prevención o por delegación.

3. Reglas para decretar la prisión preventiva por razón de delito.

A) Cuándo se debe o se puede decretar.

3.1. Delitos castigados con pena igual o superior a prisión mayor.


a) Regla general. Debe decretarse la prisión sin fianza (art. 503 2º) en relación con el art. 504 2º


b) Excepción. Puede acordarse la libertad con fianza si concurren los si​guientes requisitos:


1) Que el inculpado carezca de antecedentes penales o los tenga cancelados, o deban considerarse cancelados.


2) Que pueda creerse fundadamente que no tratará a sustraerse a la acción de la Justicia.


3) Que el delito no haya producido alarma.


4) Que el delito no sea de los que se cometen con frecuencia en el terri​torio de la jurisdicción del Juez (art. 504, pfo. 2º').

3.2. Delitos castigados con pena igual o inferior a prisión menor.

a) Regla general. Debe decretarse la libertad (art. 503 2º).

b) Excepción. Puede decretarse la prisión, con o sin fianza, cuando el

Juez lo considere necesario en base a:

Los antecedentes del imputado.

Las circunstancias del hecho.

La alarma social que su comisión haya producido o

La frecuencia con la que se cometan hechos análogos.

En este caso, si las circunstancias tenidas en cuenta hubiesen variado, el Juez, según su criterio, podrá dejar sin efecto la prisión, acordando la libertad del inculpado con o sin fianza (art. 503, 2º).

3.3. Caso de que el acusado no comparezca sin motivo legítimo al primer  llamamiento del Juez o Tribunal o cada vez que éste lo considere necesario.

Procede la prisión, con o sin fianza, en principio sin fianza (art. 504, pfo. 1º

B) Límites temporales (art. 504)

1. En general.


a) Delitos castigados con pena igualo superior a prisión mayor: dos años.


b) Delitos castigados con pena de prisión menor: un año.


c) Delitos castigados con pena de arresto mayor: tres meses.

2. Reglas particulares.

a) Prolongación de la prisión preventiva en caso de delitos castigados con pena igual o superior a prisión menor.


Precisa los siguientes requisitos:


1) Que concurran circunstancias que hagan prever que la causa no podrá ser juzgada en los plazos ordinarios.


2) Que concurran circunstancias que hagan prever que el inculpado pudiera sustraerse a la acción de la Justicia.

3) Que no exceda de dos años en delitos castigados con la pena de pri​sión menor, ni de cuatro años en los castigados con pena igualo superior a pri​sión mayor.


4) Debe acordarse mediante auto, con audiencia del inculpado y del Mi​nisterio Fiscal.

b) Cumplimiento de la prisión preventiva tras la sentencia recurrida. Una  vez condenado el inculpado y recurrida la sentencia, la prisión podrá prolongarse hasta la mitad de la pena impuesta. 
c) Supuesto de que el inculpado, habiendo sido puesto en libertad por haberse agotado el plazo de prisión permitido, deje de comparecer sin motivo legítimo al llamamiento del Juez o Tribunal.


. En este caso, podrá decretarse de nuevo la prisión.

4. Procedimiento

Para llevar a efecto el auto de prisión se expedirán dos mandamientos:


- Uno, cometido (encomendado) al Alguacil (Agente judicial) del Juzga​do o portero del Tribunal o al funcionario de Policía Judicial que haya de eje​cutarlo.

- Otro, al Director del establecimiento que deba recibir al preso.

Los Jueces podrán acordar la prisión atenuada cuando, por razón de en​fermedad del inculpado, el internamiento entrañe grave peligro para su salud.

En el mandamiento se consignará a la letra el auto de prisión, el nombre, apellidos, naturaleza, edad, estado y domicilio del procesado, si constaren; el delito que dé lugar al procedimiento, si se procede de oficio o a instancia de parte y si la prisión ha de ser con comunicación o sin ella.
.

Los Directores de los establecimientos no recibirán a ninguna persona en clase de preso sin que se les entregue mandamiento de prisión.

Desde el momento en que se practique la detención o se acuerde la prisión del inculpado, éste tiene derecho a designar Abogado y a solicitar su presencia en el lugar de custodia para que asista al interrogatorio e intervenga en todo re​conocimiento de identidad de que sea objeto.

La Autoridad bajo cuya custodia se encuentra el detenido o preso notifica​rá, en su caso, la elección de letrado al Colegio de Abogados, el cual, si no re​sulta posible la actuación del designado, proveerá lo necesario para la interven​ción de un Abogado de oficio en el lugar de custodia.

5.
Modalidad de la prisión provisional o preventiva
. .

- Prisión con incomunicación: la incomunicación sólo podrá durar el tiempo absolutamente indispensable para evacuar las citas hechas en las inda​gatorias relativas al delito que dio lugar al procedimiento, sin que, por regla general, deba durar más de cinco días; pero si las citas hubieran de evacuarse fuera del territorio de la Península, o a larga distancia, la incomunicación po​drá durar el tiempo prudencialmente preciso para evitar la confabulación. Es posible una segunda incomunicación, que no excederá nunca de tres días, con la salvedad indicada. El preso incomunicado no podrá entregar ni recibir carta ni papel alguno sino por conducto y con licencia del Juez Instructor, el cual se enterará de su contenido, para darles o negarles curso; sin embargo, se permi​tirá al preso incomunicado los libros y efectos que él se proporcione y no ofre​cieren inconveniente, al juicio del instructor; también podrá permitir éste que se le facilite al incomunicado, si lo pidiere, recado de escribir, cuando, a su jui​cio, no exista obstáculo que se oponga a ello; pero en la providencia en que lo acuerde adoptará las medidas oportunas para evitar que se frustren los efectos de la incomunicación.

-Prisión comunicada: cuando el detenido o preso deseare ser visitado por un ministro de su religión, por un médico, por sus parientes, o personas con quienes esté en relación de intereses, o por las que puedan darle sus conse​jos, deberá permitírsele, con las condiciones en el reglamento de cárceles, si no afectasen al secreto y éxito del sumario. La relación con el Abogado defensor no podrá impedírsele mientras estuviere en comunicación. El Juez Instructor autorizará, cuando no perjudique el éxito de la instrucción, los medios de co​rrespondencia y comunicación de que pueda hacer uso el preso, sin que en nin​gún caso se le pueda impedir la libertad de escribir a los funcionarios superio​res del orden judicial.

- Prisión atenuada: puede ser acordada cuando, a juicio del instructor, deban atenuarse las condiciones de la prisión preventiva, y consistirá en el arresto en el propio domicilio, con la vigilancia que se considere necesaria; en la posibilidad de que los sujetos a prisión preventiva atenuada salgan de su do​micilio las horas necesarias para la prestación de sus servicios o ejercicios de su profesión, siempre con la vigilancia que se estime necesaria para los fines de seguridad del imputado.

          El auto (resolución) en que se decreta la prisión, oído el imputado, deberá 
ratificarse en todo caso o se repondrá dentro de las 72 horas siguientes al auto de prisión.

El auto ratificando el de prisión y el de soltura del preso se notificará a las mismas personas que el de prisión. Inmediatamente después de dictados, y dentro de las mismas 72 horas, se expedirá al Jefe de la cárcel en que se hallare el preso el correspondiente mandamiento en la forma expresada en el arto 505 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

D) Libertad provisional

Es una medida intermedia entre la prisión preventiva y la completa libertad. El imputado queda a disposición de la Autoridad judicial y a las resultas del proceso, obligándosele a comparecer periódicamente.

La libertad provisional puede acordarse con o sin fianza, y en todo caso el procesado que quedare en tal situación deberá prestar obligación apud acta (comparecencia en el Juzgado fumando en prueba de. ello un acta) de compa​recer en los días que le fueren señalados por la resolución correspondiente, y además, cuantas veces fuere llamado ante el Juez o Tribunal que conozca de las causas (normalmente y por lo general, cada 15 días).

III. MEDIDAS CAUTELARES REALES

A) Aseguramiento de la prueba

La prueba tiene lugar en el juicio oral, pero si un medio de prueba, por cualquier causa, no puede realizarse en el juicio, se puede adelantar a la fase de instrucción con intervención de las partes (por miedo a que se pierda el medio 

concreto y sea necesario). Podrán ser presenciadas por el procesado, que​rellantes y sus abogados.
. .

B) Medidas cautelares reales (estrictamente)

Recaen sobre cosas materiales, poniendo límite a su disponibilidad en in​terés de la Justicia. Entre ellas, destacamos:

a) Detención de la correspondencia postal y telegráfica, su apertura, examen y conservación (anteriormente la estudiamos en las actuaciones sumariales).

b) Secuestro judicial penal. Recae sobre el conjunto de cosas (tanto muebles como inmuebles) que llamamos "cuerpo del delito" en sentido amplio (cosas que han servido para cometer el delito y las que sirven para la compro​bación del delito o sus circunstancias). Al hombre no se le secuestra, sino que se le priva de libertad, pero se puede secuestrar su cadáver a efectos de su identificación y práctica de autopsia.
.

Consiste el secuestro en la ocupación de las cosas y el subsiguiente depósito. 

c) Fianza y embargo, que tienen por finalidad asegurar las obligaciones civiles derivadas del delito.


Fianza. Se encamina a asegurar la responsabilidad civil derivada del delito

       y los gastos ocasionados en el proceso.


Podemos hablar de dos clases de fianzas:


- Fianza carcelaria: como garantía de la libertad provisional, tiene por fin asegurar la presencia del procesado cuando fuere llamado por el Juez que conozca de la causa. Si no se constituye, determina la prisión provisional; se to​man como base para determinar: la gravedad del delito, las condiciones de arraigo del procesado y la fortuna del mismo.

- Fianza “judicatum solvi”: tiene por objeto asegurar todas las responsabi​lidades pecuniarias que en definitiva puedan declararse (responsabilidad civil derivadas del delito y los gastos ocasionados en el proceso). Para caso de que no se constituya, se provoca el embargo de bienes del inculpado y responsable civil. Para determinar su importe, se ha de atender a los factores siguientes: multa, si el delito que se persigue está sancionado con ella; la responsabilidad civil derivada del delito; el importe probable de las costas procesales.

La fianza carcelaria se hará efectiva inmediatamente que el procesado de​jare de comparecer a la presencia judicial en el momento en que fuere llama​do, sin justificar causa que se lo impida (si la ha prestado el propio procesado), o requiriendo previamente al que la hubiere prestado para que en el plazo de 10 días presente al imputado, y de no hacerlo se procede a hacer efectiva la fianza.

En la fianza ''judicatum solvi" sólo podrá hacerse efectiva cuando la sen​tencia quede firme. Pero llegado el momento de hacerla efectiva, trátese de una u otra clase de fianza, el procedimiento que se sigue con .tal fin es el mis​mo; la vía de apremio.

Por razón de la garantía, distinguimos tres clases de fianza:

- Personal: puede ser fiador personal todo español, de buena conducta avecindado dentro del territorio del Tribunal, esté en el pleno goce de los de​rechos civiles y  políticos y venga pagando con tres años de anticipación una contribución por bienes o ejercicio de industria suficientes para acreditar su arraigo y su solvencia para el pago de las correspondientes responsabilidades.

- Pignoraticia: es la fianza que consiste en el depósito de bienes o valores mobiliarios. También puede consistir en depósito de metálico, alhajas, valores, prendas y muebles, bajo inventario.

- Hipotecaria: fianza consistente en constituir una hipoteca sobre bienes inmuebles. Se puede constituir de dos formas: por escritura pública (es decir, con intervención de Notario) o por acta (extendida por el Secretario judicial), remitiéndose mandamiento para el Registro de la Propiedad.

TEMA 7

Juicio ordinario por delitos. Fases del proceso penal ordinario por delitos. El. sumario: Concepto. Normas generales de la instrucción. Incoación. Conclusión del sumario. Sobreseimiento: Concepto. Clases: libre y provisional. Efectos del sobreseimiento. Recursos. El juicio oral

l. JUICIO ORDINARIO POR DELITOS
La Ley de Enjuiciamiento Criminal regula dos tipos de procesos penales ordinarios, perfectamente caracterizados y diferenciados: el proceso por delitos y el proceso por faltas o juicio de faltas, tomando por base las dos grandes ca​tegorías de infracciones del Código Penal, es decir, atendiendo ala gravedad de la infracción y de la pena que la sanciona.

El proceso penal ordinario por delitos se contrapone a los procesos pena​les especiales, que no son propiamente procesos especiales, sino más bien va​riantes del proceso ordinario.

II. FASES DEL PROCESO PENAL ORDINARIO POR DELITOS

La doctrina suele distinguir las fases siguientes:

Fase preliminar.

Precede a la fase de instrucción; es eventual y no necesaria; comprende toda la actividad investigadora de la Policía Judicial, de naturaleza administra​tiva, aunque adopte formas procesales (atestados).

Fase de instrucción o sumario.

Se inicia con el auto de incoación del sumario hasta la conclusión del mis​mo; se remite la causa al Tribunal competente y se emplaza en las partes para que comparezcan ante el mismo Tribunal.
.

Fase intermedia.

Tiene por finalidad determinar si es o no correcta la declaración de conclusión del sumario y si se dan o no los presupuestos necesarios para decretar la apertura del Juicio oral; comienza con la llegada de los autos al Tribunal (que remite el Juez de Instrucción) y comprende las actuaciones tendentes a la con​firmación o revocación del auto de conclusión del sumario, apertura del Juicio oral o sobreseimiento y los artículos de previo pronunciamiento.

Fase plenaria o Juicio oral.

Se encamina a recoger el material en que ha de basarse la sentencia, comprendiendo el Juicio oral en sentido estricto (acto oral y público), es decir, los debates y sesiones y la actividad preparatoria de dicho acto, y por tanto, cosas anteriores al propio Juicio oral, como los escritos de calificación provisional y la prueba anticipada.

Fase de impugnación.

Arranca después de la notificación de sentencia y encuentra su desarrollo

en el recurso de casación contra las sentencias definitivas y en la revisión con​tra las sentencias firmes.

Fase de ejecución.

Está constituida por el conjunto de actos necesarios para la concreta actuación de la sanción (pena o medida de seguridad) impuesta por la sentencia.

La Ley de Enjuiciamiento Criminal, independientemente de las fases que acabamos de ver y que distinguen los autores en el proceso penal, las divide a su vez en dos perfectamente caracterizados: el sumario y el Juicio oral.

Lo que la Ley Procesal Penal denomina sumario comprende en realidad, además de la fase de instrucción, la fase preliminar, es decir, la que eventual​mente precede a la apertura de la instrucción por el Juez (acto de incoación del sumario), y el sobreseimiento que, aunque incluido por la Ley en el período de instrucción sumarial, pertenece más propiamente a la llamada por la doctrina fase intermedia: y lo que la Ley denomina Juicio oral, comprende, además de este acto, la actividad preparatoria del mismo, los artículos de previo pronun​ciamiento.

III. EL SUMARIO

A) Concepto

La Ley define el sumario de la siguiente forma: "Constituyen el sumario las actuaciones encaminadas a preparar el juicio y practicadas para averiguar .v hacer constar la perpetración de los delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación, y la culpabilidad de los delincuentes aseguran​do sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los mismos- (art 299).

B) Normas generales de la instrucción

1. Cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un su​mario; por excepción, los delitos conexos se comprenderán en uno sólo.

2. Los Jueces de Instrucción han de formar el sumario ante el Secretario judicial por ser éste el depositario de la fe judicial. En casos urgentes y extraor​dinarios, a falta del Secretario judicial, se podrá proceder con la intervención de un Notario o de dos hombres buenos, mayores de edad, que sepan leer y es​cribir, los que jurarán guardar fidelidad y secreto.

3. Por regla general, las actuaciones sumariales deben practicarse en la sede oficial del Juez Instructor, aunque en muchos casos sea preciso efectuadas en lugar distinto.

Cuando el Juez de Instrucción tuviere noticias de algún delito grave, de comprobación difícil o que haya causado alarma, se trasladará inmediatamente al lugar donde hubiere ocurrido el hecho y procederá a formar el sumario, ha​ciéndose cargo de las actuaciones que hubiesen practicado el Juez de Distrito y recibiendo las averiguaciones y datos que le suministren los funcionarios de la Policía Judicial (actualmente se debe comprender entre éstos el Juez de Paz, a quien se le asigna por Ley 19-7-1944 la facultad de formar los atestados, en sustitución de la función preventiva judicial).

4. En orden al tiempo, hemos de distinguir dos aspectos:

- Señala la Ley un plazo máximo de un mes para la conclusión del suma​rio, a contar desde el momento de su incoación, para evitar la excesiva dura​ción de la fase instructoria, salvo justa causa.

Son hábiles todos los días y horas, tratándose de las actuaciones suma​riales.

        5. Las diligencias del sumario serán secretas hasta que se abra el Juicio oral, con las excepciones establecidas en la Ley (art. 301).

6. El Juez Instructor debe recoger en el sumario tanto lo adverso como lo favorable al inculpado, y está obligado a instruirle de sus derechos y de los recursos que pueda ejercitar mientras no se hallare asistido de defensor.

7. En lo referente a la competencia para iniciar el sumario, hemos de de​terminar quiénes son los funcionarios competentes para instruir el sumario, pu​diéndose distinguir las tres categorías siguientes: Instructor ordinario, ocasio​nal y especial.

a) Instructor ordinario es el Juez de Instrucción competente.

b) Instructor ocasional. La figura del Instructor ocasional se manifiesta

en un doble aspecto: a prevención y por delegación.

             - Incumbe la práctica de las diligencias sumariales, a prevención, a los

Jueces de Distrito (no los Jueces de Paz, que sólo pueden hacer atestados).


- En ausencia del Juez, el Secretario judicial prevendrá en caso de deli​tos las primeras diligencias en la forma establecida en la Ley, participando al Juez la iniciación inmediatamente, por el medio más rápido y adecuado, sin ce​sar en la práctica de las diligencias, entregando al Juez el atestado que instru​ya, tan pronto termine, a no impedirlo circunstancias de fuerza mayor.

- La Ley autoriza al Instructor ordinario para delegar en los Jueces de Distrito la práctica de diligencias sumariales.

c) Instructor especial. En los procesos encomendados por la Ley acier​tos Tribunales, éstos podrán nombrar a un Juez Instructor especial; y también Cuando se trate de procesos que versan sobre hechos punibles en los que con​curran circunstancias extraordinarias se podrá también nombrar un Juez Ins​tructor especial.

Incoación.

El sumario puede iniciarse de oficio y a instancia de parte.

         Se incoa o inicia de oficio cuando' el Juez tiene conocimiento del delito (notitia criminis) y distintas son las vías por las que el Juez tiene noticias del delito: unas son específicas, como la denuncia (a la que se equipara el atestado de la Policía Judicial) y la querella, y otras por la vía genérica (notoriedad o fama pública, aviso confidencial, delación anónima, noticias de periódico, asis​tencia a la perpetración del hecho, etc.).

En los delitos perseguibles a instancia de parte (solamente injuria y calumnia contra particulares) para que el Juez Instructor pueda abrir el sumario es preciso que la persona legitimada (el ofendido) ejercite la acción penal por me​dio de querella privada.

Hay otros supuestos en los que sólo se puede abrir el sumario si media de​nuncia, pero no de cualquiera, sino de la persona agraviada (son los delitos de violación, abusos deshonestos, estupro, rapto y abandono de familia). Tam​bién pueden denunciar, además del agraviado, su cónyuge, ascendiente herma​no, representante legal o guardador de hecho. Esta denuncia privada es, pues, una condición de procedibilidad, y determina, como la querella privada, la apertura del Juicio penal. Pero quien actúa como parte acusadora es el Minis​terio Fiscal.

IV. CONCLUSION DEL SUMARIO

Se dicta el llamado Auto de conclusión del sumario cuando el Juez Ins​tructor estima que la instrucción está completa por haber practicado las actua​ciones necesarias.

Si considera el hecho que origina el sumario como falta, remite el proceso al Juez de Distrito (o al de Paz), emplazando (que comparezca en el plazo que se diga) a las partes por 5 días y se sustanciará el juicio de faltas por sus normas propias.

Si considerase que el hecho constituye delito se remiten los autos y piezas de convicción al Tribunal competente.

El auto de conclusión se notificará a:

Acusador particular.

Actor civil.

Procesado.

Responsables civiles.

y al Ministerio Fiscal si la causa versa sobre delito en que intervengan por su oficio.

Fase intermedia.

Tiene por fin valorar si es o no correcta la declaración de conclusión del sumario y si se dan los presupuestos necesarios para decretar la apertura del juicio oral, o en caso contrario, el sobreseimiento.

. Comprende las actuaciones tendentes a la confirmación o revocación del auto de conclusión del sumario y la apertura del juicio oral o sobreseimiento (también para algunos, los artículos de previo pronunciamiento).

Se pasan los autos a instrucción del ponente al Ministerio Fiscal (de 3 a 10 días); al Procurador del querellante. Todos los acusadores pueden manifestar su conformidad con el auto declarando concluso el sumario o si deben practi​carse nuevas diligencias. En el mismo escrito manifiestan si consideran correcta la conclusión, pidiendo el juicio oral o sobreseimiento.


El Tribunal, recibidos los escritos, confirma o revoca el auto de conclu​sión.


Si revoca, se devuelven las actuaciones al Instructor y se le ordena la prác​tica de nuevas diligencias.


Si se confirma, se resuelve sobre el juicio oral o el sobreseimiento.

V. SOBRESEIMIENTO

A) Concepto

Resolución judicial que adopta la forma de auto y que produce la termina​ción del proceso penal o la suspensión del mismo, por faltar los presupuestos necesarios para decretar la apertura del juicio oral.

B) Clases: libre y provisional


El provisional es un acto de suspensión del proceso, que puede reanudarse cuando aparezcan nuevos datos.

El libre, tiene el carácter de resolución definitiva, produciendo el efecto de cosa juzgada material, lo mismo que la sentencia, que impide un segundo proceso por un mismo hecho y respecto de la misma persona.


Es equiparable a una sentencia absolutoria anticipada.

a) Sobreseimiento libre. Procede:

1. Cuando no existan indicios racionales de haberse perpetrado el hecho que hubiere dado motivo a la formación de la causa.

2. Cuando el hecho no sea constitutivo de delito.

3. Cuando aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados como autores, cómplices o encubridores.


b) Sobreseimiento provisional. Procede:


 1. Cuando no resulte debidamente justificada la perpetración del delito que haya dado motivo a la formación de la causa. . 2. Cuando resulte del sumario haberse cometido un delito y no haya motivos suficientes para acusar a determinadas personas como autores, cómplices y encubridores.

c) Litisconsorcio (pluralidad, es decir, varios) de imputados.

El sobreseimiento puede ser total, cuando afecta a todos los procesados,

y parcial, cuando se limita a alguno o algunos de ellos. Si el sobreseimiento es total, se mandará que se archiven la causa y piezas de convicción que no tengan dueño conocido. Si el sobreseimiento es parcial, se mandará abrir el juicio oral respecto de los procesados a quienes no favorezcan.

C) Efectos del sobreseimiento

a) Efectos en cuanto a la solicitud del sobreseimiento:

1. Si se solicita por el Ministerio Fiscal y el querellante particular, el Tri​bunal deberá acordarlo. Si por cualquiera de ellos se pide la apertura del juicio oral, el Tribunal no podrá negarla más que en el supuesto de que entienda que el hecho no es constitutivo de delito.

2. No hay querellante particular: si el Ministerio Fiscal pide el sobresei​miento, se hace saber a los interesados en el ejercicio de la acción penal para que comparezcan en el plazo que se les indique a sostener la acusación y si no lo hicieren, se acordará el sobreseimiento pedido por el Ministerio Fiscal; si el Tribunal estima improcedente el sobreseimiento se comunica al Ministerio Fis​cal superior (Audiencia Territorial o Tribunal Supremo) para que resuelva so​bre si procede o no sostener la acusación.

b) Efectos propiamente dichos del sobreseimiento.

Efectos comunes al sobreseimiento libre o provisional.

- Sobreseimiento total: archivo de las actuaciones y destino legal a las piezas de convicción.


- Sobreseimiento parcial: apertura del juicio oral respecto a los procesa​dos a quienes no favorezca.

Efectos particulares:


-
Sobreseimiento libre:


Respecto del procesado: declararse en la misma resolución que la forma​ción de la causa no perjudica a la reputación del procesado.

Respecto del querellante: podrá el Tribunal, a instancia del procesado, re​servar a éste su derecho para perseguir al querellante por calumnia; también se podrá proceder de oficio por el Tribunal contra el querellante respecto a la pretensión penal; la cosa juzgada material; y si el hecho constituyere falta, se remite la causa al Juez de paz o Distrito competente para la celebración del jui​cio de faltas.

- Sobreseimiento provisional: efectos siguientes: Suspensión del curso de la causa.

Archivo provisional de las actuaciones.

D) Recursos

a} Sobreseimiento libre:

No cabe recurso de súplica.

Solamente cabe recurso de casación por infracción de ley contra el auto

de sobreseimiento libre cuando se entienda que los hechos sumariales no son constitutivos de delito y alguien se hallare procesado como culpable de los mis​mos.

No cabe casación por quebrantamiento de forma.

b) Sobreseimiento provisional:

Contra el auto que lo acuerda no cabe recurso alguno.

VI. EL JUICIO ORAL

Notas fundamentales de la regulación legal.

1. Cuando se mande abrir el juicio oral, se dispondrá que se comunique

la causa al Fiscal para que en término de 5 días califique por escrito los hechos. En las causas en que no sea parte (delitos reservados a la querella del ofendi​do: calumnia e injuria), la comunicación se hace al acusador privado. Devuelta la causa por el Fiscal, se pasará por igual término y con el mismo objeto al acu​sador particular, si lo hubiere, quien presentará el escrito de calificación, fir​mado por su Abogado y Procurador.


2. El escrito de calificación (provisional) de las partes acusadoras se limi​tará a determinar en conclusiones precisas y numeradas:


- Los hechos punibles que resulten del sumario.


- La calificación legal de los mismos hechos, determinando el delito que constituyan.


- La participación que en ellos hubieren tenido el procesado o procesa​dos, si fueren varios.


- Los hechos que resultaren del sumario y que constituyan circunstancias agravantes o atenuantes del delito, o eximentes de responsabilidad criminal.


- Las penas en que hayan incurrido el procesado o procesados si fueren varios, por razón de su respectiva participación en el delito.

Los escritos de calificación manifestarán, además, las pruebas de que in​tenten valerse las partes acusadoras, presentando listas de peritos y testigos que hayan de declarar a su instancia.

El acusador particular en su caso y el Ministerio Fiscal, cuando sostenga la acción civil, expresarán además: 1º, la cantidad en que aprecien los daños y perjuicios causados por el delito, o la cosa que haya de ser restituida. 2º, la per​sona o personas que aparezcan responsables de los daños y perjuicios o de la restitución de la cosa, y el hecho en virtud del cual hubieren contraído esta res​ponsabilidad.

3. Seguidamente se comunicará la causa a los procesados y a las terceras personas civilmente responsables para que, en igual término de cinco días, y por su orden; manifiesten también, por conclusiones numeradas y correlativas a la calificación que a ellos se refiere, si está o no conforme con cada una, o, en otro caso, consignen los puntos de divergencia y propongan las pruebas, con las listas de peritos y testigos. Se les habilitará al efecto de Abogado y Procura​dor, si no lo tuviesen.

A) Cuestiones previas.

Dentro de los tres primeros días de los cinco concedidos para calificar a cada una de las partes se puede proponer alguna de las cuestiones previas (o también llamadas excepcionales) siguientes:


- Declinatorias de jurisdicción (incompetencia por razón del territorio o de la persona). .


- Cosa juzgada (proceso anterior y juicio sobre el mismo delito y con el mismo delincuente).

Prescripción del delito.

Amnistía o indulto.

Falta de autorización para proceder (por ejemplo, a Senadores).

B) Efectos.

Respecto de la declinatoria (excepción de incompetencia) es la primera que se resuelve. Si la estima, pasan las actuaciones al Tribunal competente. Si la desestima, se confirma su competencia.
.

Respecto de la estimación de la cosa juzgada, prescripción del delito y am-nistía o indulto, se sobreseerá libremente, mandando poner en libertad al pro​cesado o procesados que no estén presos por otra causa.

C) Recursos.

Contra el auto resolutorio de la declinatoria, lo estime o desestime, procede el recurso de casación.

Contra el auto que desestime la cosa juzgada, la prescripción, o la amnis​tía o indulto, no se da el recurso de casación. Las partes podrán reproducir en el acto del juicio oral las cuestiones desestimadas.


Contra el auto que admita alguna de esas tres excepciones procede el re​curso de casación.

Si el Tribunal estima procedente el artículo previo por falta de autoriza​ción para procesar mandará subsanar inmediatamente este defecto, quedando entre tanto en suspenso la causa, que se continuará según su estado, una vez concedida la autorización.


Si solicitada ésta se denegare, quedará nulo todo lo actuado y se sobresee​rá libremente la causa. Contra el auto en que se desestime esta excepción no se dará recurso alguno.

D) Desarrollo del juicio oral.

Los debates del juicio oral serán públicos, bajo pena de nulidad. La Ley establece limitaciones al principio de publicidad por razones de moralidad u or​den público, o en consideración del respeto debido a la persona ofendida por el delito, o a su familia, excluyendo la asistencia del público, no la presencia de las partes, tanto penales como civiles, y sus respectivos defensores.


Se practica la prueba propuesta por las partes y la que considere oportuna el Tribunal.


Modificación de las conclusiones provisionales: practicada la prueba, las partes pueden modificar sus escritos de calificación, formulando nuevas conclu​siones, con tal que la modificación no traspase los límites de la acción, es decir, que no incluya una persona diferente ni un hecho distinto de los comprendidos en la calificación provisional.

E) La prueba.

1. Concepto y finalidad.

Para que un Tribunal declare la existencia de responsabilidad criminal e imponga una sanción penal y otra civil, en su caso, a una determinada persona, es preciso que adquiera la certeza de que se cometió una infracción penada le​galmente y que fue autor de ella el inculpado a quien se condena; el Juez o Tri​bunal tiene que convencerse de que son verdad determinados hechos, y llega a la verdad cuando la idea que se forma en su pensamiento sobre un hecho concuerda en absoluto con la realidad, cuando su representación de un hecho pasado coincide con el hecho que efectivamente sucedió.

Para adquirir esta certeza y llegar a la verdad de los hechos, el órgano ju​risdiccional realiza una serie de actos que reciben el nombre de actos de prueba.

En resumen, la finalidad de la prueba consistirá en formar la íntima con​vicción del Juez acerca de la existencia o no del hecho punible y de la participa​ción de su autor, con todas sus circunstancias, tal y como aconteció en la reali​dad histórica anterior al proceso.

2. Rasgos característicos de su regulación.

1. La actividad probatoria incumbe fundamentalmente a las partes.

2. La actividad probatoria sólo puede recaer sobre los hechos afirmados por las partes en los escritos de calificación provisional.

3. Los únicos actos de prueba son los que transcurren en el juicio oral, bajo la inmediación del Tribunal (ha de presenciados el Juez) y mediante el contradictorio (presencia de las partes y sus Letrados). No obstante, hay su​puestos en que la prueba se hace anticipadamente, porque no se pueda practi​car en el juicio oral.

4. La actividad probatoria debe estar presidida por los principios de con​tradicción e igualdad, así como por todo el conjunto de garantías constitucio​nales y ordinarias tendentes a garantizar la libertad o espontaneidad de las de​claraciones de partes, testigos y peritos.

La declaración del imputado goza de determinadas garantías (derecho al silencio, a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable, derecho de defensa y de la obligación de las Autoridades de ilustrar al imputado de todos estos derechos constitucionales); por otro lado, la confesión del imputado no exime al Juez de seguir investigando ni tampoco está obligado a condenar en la sentencia al que haya confesado (porque la confesión puede ser falsa). Si se vulneran estos preceptos nace la prohibición de valoración del resultado de la prueba.

5. La actividad probatoria ha de realizarse a través de los medios lícitos de prueba, constituyendo supuestos de prueba prohibida o ilícita, entre otros, los siguientes:

a) Medios de prueba que pudieran practicarse con violación del derecho a la intimidad o infracción del principio de proporcionalidad. Ejemplos: entra​da y registro practicados fuera de los casos permitidos por la Ley; grabación magnetofónica de una intervención de las comunicaciones por los poderes pú​blicos o por los particulares. Ambos son manifestaciones de prueba prohibida.


b) La declaración del inculpado arrancada mediante torturas, coacciones o a través de medios que la Ley no autoriza.

c) La declaración del inculpado, que es interrogado en otra calidad, como, por ejemplo, testigo; o cuando se somete a un interrogatorio judicial o prueba pericial sin haber sido previamente informado de sus derechos.

d) El resultado del interrogatorio policial o de la prueba policial alcoholométrica son actos de investigación que carecen de valor probatorio, configu​rándose como meras denuncias.

3. Medios de prueba: enumeración y rasgos característicos.


Los medios de prueba son: confesión (declaración del acusado); testifical;

pericial; documental; inspección ocular.

. a) Declaración del acusado. Mediante interrogatorio directo de pregun​tas, es llevada a cabo este medio de prueba; interroga el Fiscal, el acusador particular, la defensa y el Juez o Tribunal.


b) La prueba testifical Declaración que prestan los llamados testigos (terceros que han presenciado los hechos delictivos).


c) Prueba pericial. Los peritos son terceros que colaboran prestando sus conocimientos especializados (técnicos: médicos, ingenieros, etc.; o artísticos).

d) Prueba documental. Documento es representación de una idea o con​cepto, realizada mediante la escritura o cualquier otro medio de reproducción mecánica; originalmente sólo eran documentos los plasmados por escrito, pero hoy hay que entender incluido dentro de la prueba documental todas las repro​ducciones de la imagen, palabra o sonido.

e) Inspección ocular. Reconocimiento sensorial y directo por el Juez de los lugares u objetos vinculados al hecho punible.

F) Los informes.

Primero se concede la palabra al Fiscal y después al defensor a1 acusador particular; seguidamente al defensor del actor civil, en su caso. Finalmente se dará la palabra a los defensores de los procesados y después de ellos a los de las personas civilmente responsables.

Los acusadores expondrán en sus informes los hechos que consideren pro​bados en el juicio, su calificación legal, la participación que en ellos hayan te​nido los procesados y la responsabilidad civil que hayan contraído los mismos y otras personas, así como el contenido de tal responsabilidad. El actor civil li​mitará su informe a los puntos concernientes a la responsabilidad civil.

Al procesado se le concede la facultad de hablar el último (derecho a la úl​tima palabra). Después se declara concluso el juicio para sentencia.

G) La sentencia.

a) Concepto: es el acto jurisdiccional que pone fin al proceso resolviendo definitivamente la cuestión criminal.
b) Estructura externa de la sentencia.

1. Encabezamiento: debe de contener lugar y fecha, hechos que dan lu​gar a la formación de la causa, nombres y apellidos de los acusadores, actores civiles y acusados.

2. Antecedentes de hecho. Se consignarán los hechos enlazados con las cuestiones que hayan de resolverse en el fallo, haciendo declaración expresa y terminante de los que se estimen probados.

3. Fundamentos de derecho. Han de contener: la calificación jurídica pe​nal de los hechos probados que comporta la inclusión de los hechos en un tipo penal; la participación del acusado en los hechos (como autores, cómplices o encubridores) y las circunstancias agravantes, atenuantes o eximentes de la res​ponsabilidad penal. Además, hará los pronunciamientos pertinentes sobre la responsabilidad civil y sobre la condena (o no) en costas del proceso.

4. El fallo: sólo puede ser condenatorio o absolutorio.

TEMA 8

Procedimiento de urgencia: clases. Delitos enjuiciables a través de los procedimientos de urgencia. Funciones preventivas de la Policía Judicial. Normas generales más destacadas aplicables a los procedimientos .de urgencia. Procedimiento de urgencia de doble instancia

l. PROCEDIMIENTOS DE URGENCIA: CLASES

Se regulan en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, a partir de la Ley 8-4​1967 de procedimientos de urgencia: dos tipos de procedimientos:

- El procedimiento para delitos competencia de las Audiencias:


- Se desarrolla: ante el Juez de Instrucción, en la fase de sumario; ante

la Audiencia, en la fase de juicio oral.


Procedimiento sumario de urgencia se basa en el sistema de única ins​tancia.

Dentro de los límites del arto 799 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi​nal, los delitos más gravemente penados corresponden al procedimiento suma​rio de urgencia.

- Se mantiene la institución del procesamiento.


Procedimiento para delito cuyo fallo compete a los Juzgados de Instrucción:


- El Juez de Instrucción es el que instruye (practica actos de investigación), conoce (celebra el juicio oral) y falla (dicta sentencia).


- Adopta el principio de doble instancia, lo mismo que el juicio de faltas.


- Dentro de los límites del arto 799 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal corresponde a este procedimiento el enjuiciamiento de los delitos sancionados con pena menor.

Se suprime el auto de procesamiento (declaración formal de inculpa​ción).

II. DELITOS ENJUICIABLES A TRAVÉS DE LOS PROCEDIMIENTOS 
DE URGENCIA

1. Delitos flagrantes castigados con pena no superior a la de prisión ma​yor, cualquiera que sea la que pueda corresponder al presunto reo por razón de sus antecedentes penales.

Se considerará delito flagrante el que se estuviere cometiendo o se acabara de cometer cuando el delincuente o delincuentes sean sorprendidos.

Se entenderá sorprendido en el acto no sólo el delincuente que fuere cogi​do en el momento de estar cometiendo el delito, sino el detenido o perseguido inmediatamente después de cometerlo, si la persecución durare o mientras el delincuente no se ponga fuera del inmediato alcance de los que le persigan.

También se considerará delincuente in fraganti aquél a quien se sorpren​diere inmediatamente después de cometido el delito con efectos o instrumentos que infundan la sospecha vehemente de su participación en él.

2. Los delitos castigados con pena no superior a la de prisión menor, pri​vación de permiso de conducción o multa, cualquiera que sea su cuantía, o con todas o algunas de ellas, con independencia de la que pueda corresponder al presunto reo por razón de sus antecedentes penales, siempre que para su per​secución no sea necesario querella (art. 779 de la Lecrim).

III. FUNCIONES PREVENTIVAS DE LA POLICIA JUDICIAL

Además de las reglas generales (contenidas, entre otros, en los arts. 284 y 286 de la LECrim) se observarán las siguientes reglas especiales en los delitos flagrantes:

1. Ordenarán que les acompañe cualquier facultativo que fuere habido para prestar en su caso los oportunos auxilios al ofendido. El facultativo reque​rido, aunque sólo lo fuera verbalmente, que no se preste a ello incurrirá en una multa de 100 a 500 pesetas, sin perjuicio de la responsabilidad criminal en que pudiera haber incurrido.

2. Los miembros de la Policía Judicial, además de identificar y tomar los datos personales y dirección a las personas que se encuentren en el lugar en que se cometió el delito, podrán:

a) Secuestrar los efectos que en él hubiere, hasta tanto llegue la Autori​dad judicial, siempre que exista peligro de que no haciéndolo pudieran desapa​recer algunas pruebas de los hechos ocurridos.

b) Si se hubiere producido la muerte de alguna persona y el cadáver se hallare en la vía pública o en otro lugar inadecuado, trasladarlo al más próximo que aconsejen la piedad y las circunstancias hasta que la Autoridad judicial adopte las medidas oportunas. En las situaciones excepcionales en que haya de adoptarse la medida de urgencia, se reseñará previamente la posición del interfecto, obteniéndose fotografías y señalando sobre el lugar la situación exacta que ocupaba.


c) Proceder a la intervención del vehículo, permiso de circulación y permiso de conducción.

d) Citar para que comparezcan inmediatamente, o en las 24 horas si​guientes, ante la Autoridad judicial competente a las personas que se encuen​tren en el lugar en que se cometió el delito.

3. Podrán igualmente las Autoridades y Agentes de la Policía Judicial re​querir el auxilio de la fuerza pública cuando fuere necesario para el desempeño de las funciones que por la Ley se les encomiendan. El requerimiento se hará por escrito, si lo permite la urgencia del caso, al Jefe local de la fuerza (art. 786 de la Lecrim.).

IV. NORMAS GENERALES MÁS DESTACADAS APLICABLES A LOS PROCEDIMIENTOS DE URGENCIA

1. Referentes a la Policía Judicial. A cada uno de los Juzgados designa​dos para la instrucción por los delitos, objeto de los procedimientos de urgen​cia, quedarán adscritos, donde fuere posible, determinados miembros de la Po​licía Judicial para efectuar, bajo la dependencia directa de la Autoridad judi​cial y del Ministerio Fiscal, los servicios de investigación que dichas autorida​des les encomienden (art. 781 de la Lecrim).

2. Ejercicio de acciones por particulares. El ejercicio por particulares, sean o no ofendidos por el delito, de la acción penal o de la civil derivada del mismo, se efectuará en la forma y con los requisitos señalados para el proceso ordinario expresando la acción que se ejercite (art. 783 de la Lecrim).

El ofendido o perjudicado por el delito puede mostrarse parte en la causa sin necesidad de formular querella, debiendo ser instruido de los derechos que le asisten al efecto (art. 783 de la Lecrim).

3. Auxilio judicial, citaciones y requisitorias. Se adopta el sistema de la comunicación directa: el Juez o Tribunal que ordene la práctica de cualquier diligencia se entenderá directamente con el Juez o Tribunal, Autoridad o fun​cionario encargado de su realización, aunque el mismo no le esté inmediata​mente subordinado ni sea superior inmediato de aquéllos. Para cursar los des​pachos que se expidan se utilizará siempre el medio más rápido, acreditando por diligencia las peticiones de auxilio que no se hayan solicitado por escrito (art. 784 de la Lecrim).

Si el que hubiere de ser citado no tuviera domicilio conocido o no fuere encontrado por la Policía Judicial en el plazo señalado a ésta, se mandará pu​blicar la cédula por el medio más idóneo.

Las requisitorias se fijarán por medio de edicto en el local del Juzgado o Tribunal que conociere de la causa, y se insertarán en las órdenes generales de los centros superiores de Policía y Orden Público, y en los periódicos oficiales (pero sólo cuando se estime indispensable).


4. Medidas cautelares. El Juez acordará la detención o la prisión del in​culpado o su libertad provisional, con o sin fianza, según las reglas generales.


Las fianzas que se exijan para asegurar las responsabilidades pecuniarias podrán constituirse, además de la forma ordinaria, mediante el depósito del metálico en la mesa del Juzgado o por garantía bancaria o de la entidad en que tenga asegurada la responsabilidad civil la persona contra quien se dirige la me​dida. Si las responsabilidades civiles están total o parcialmente cubiertas por el régimen del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor, se requerirá a la entidad aseguradora o al Fondo Nacional de Garantía, para que afiance aquélla hasta el límite del segu​ro obligatorio.

El Juez puede acordar la intervención inmediata del vehículo, la retención del permiso de circulación y la intervención del permiso de conducción.

Cuando se trate de hechos derivados del uso y circulación de vehículos de motor, el Juez puede acordar el señalamiento de la pensión provisional que, según las circunstancias, considere necesarias, en cuantía y duración, para atender a la víctima y a las personas que estuvieren a su cargo. El pago de la pensión se hará anticipadamente en las fechas que discrecionalmente señale el Juez, a cargo del asegurador, si existiere, y hasta el límite del seguro obligato​rio, o bien con cargo a la fianza o al Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la Circulación, en los supuestos de responsabilidad final del mismo.

5. Actos de investigación.

a) Las declaraciones de los testigos y el reconocimiento del inculpado se consignarán en acta breve.

b) La información sobre preexistencia de la cosa objeto de la sustracción o defraudación sólo se verificará cuando a juicio del Instructor hubiera duda sobre ello.

c) En las declaraciones se reseñará el documento nacional de identidad de las personas que las presten. Cuando por tal circunstancia o por cualquier otra no ofreciere duda la identidad del inculpado y conocidamente tuviera la edad de 18 años no se traerá a la causa el certificado de nacimiento; en otro caso, se unirá dicho certificado y la correspondiente ficha dactiloscópica.

Cuando los hechos enjuiciados deriven del uso y circulación de vehículos de motor, se reseñarán también, en la primera declaración que presten los con​ductores, los permisos de conducir y de circulación de aquéllos y el certificado del Seguro Obligatorio, así como el documento acreditativo de su vigencia.

d) No se demorará la conclusión de la instrucción por falta de recepción del certificado de nacimiento o informe de conducta, sin perjuicio de que cuan​do se reciban se unan a las actuaciones.

e) En los casos de lesiones, el Juez podrá acordar la asistencia debida a los heridos, haciendo constar el lugar de su internamiento u hospitalización, pero no será preciso esperar a la sanidad del lesionado, cuando fuera proce​dente el archivo o el sobreseimiento.

f) El informe pericial podrá ser prestado por un solo perito cuando el Juez lo considere suficiente.

g) El Juez podrá acordar, cuando lo .considere necesario, que por el Mé​dico forense u otro perito se proceda a la obtención de muestras o vestigios cuyo análisis pudiera facilitar la mejor calificación del hecho; así como que no se practique la autopsia cuando por el Médico forense se dictamine cumplida​mente la causa de la muerte sin necesidad de aquélla.

V. PROCEDIMIENTO DE URGENCIA DE DOBLE INSTANCIA

A) Competencia. Los Jueces de Instrucción son los competentes para conocer y fallar las causas por delitos perseguibles de oficio castigados con pena:

No superior a arresto mayor.

Privación del permiso de conducir.


Multa que no exceda de 300.000 ptas.
.


Cualquiera de ellas conjuntamente con las demás o con una de ellas, salvo cuando por razón de los antecedentes o por cualquier otra circunstancia deba imponerse pena superior, está comprendido el hecho entre los delitos de la competencia de la Audiencia Nacional, o por expresa disposición legal esté reservado el procesamiento a la Audiencia Provincial.

B) Fases


a) Diligencias previas (fase de instrucción indiferenciada, que lo mismo puede ser antecedente de este procedimiento que de otros).


b) Diligencias preparatorias, específicas de este procedimiento de urgen​cia.

c) El juicio oral.

C) Regulación

a) Las diligencias previas constituyen la etapa preliminar de este procedi​miento y el auto que determina seguir este procedimiento es la resolución ini​cial de las denominadas "diligencias preparatorias".

b) Las actuaciones se ponen de manifiesto al Ministerio Fiscal, al quere​llante y al perjudicado, así como a las responsables civiles directos o subsidia​rios, para que en el plazo común de tres días puedan solicitar la práctica de nuevas diligencias.

Las diligencias preparatorias constituyen una instrucción complementaria de las diligencias previas (que es la instrucción inicial), sin que el Juez, en esta fase, pueda acordar la práctica de nuevas diligencias, pues solamente lo pueden solicitar las partes, aunque sólo si son consideradas por el Juez como "perti​nentes y útiles": estas nuevas diligencias deberán de practicarse en el plazo de diez días.

Practicadas dichas diligencias, si se pidieren y acordaren, el Ministerio Fis​cal y el acusador particular deben solicitar el sobreseimiento o la apertura del juicio oral, y, en este último caso, deberá hacer por escrito la calificación de los hechos.

El escrito de calificación que hace el Ministerio Fiscal y el acusador par​ticular (si lo hubiere) debe comprender: la solicitud de apertura del juicio oral, la identificación de la persona contra la que se dirige la acusación, todos los extremos contenidos en el arto 650 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (resumidamente, hechos punibles; calificación legal de los mismos, es decir, qué delito constituyen; la participación en los hechos por el acusado, como au​tos, cómplice, encubridor...; las circunstancias atenuantes, eximentes o agra​vantes de responsabilidad; las penas aplicables; y respecto de la responsabili​dad civil, si procede, la cuantía de lo solicitado, responsables civiles y el hecho en virtud del cual hubieran contraído esa responsabilidad) y todas estas cir​cunstancias, tanto del delito como de las faltas incidentales que pudiesen ser enjuiciadas; finalmente, también puede solicitarse la adopción, modificación o suspensión de las medidas cautelares o que se cancelen las que se hubieren adoptado con anterioridad.

c) Si el Ministerio Fiscal solicita la apertura del juicio oral, el Juez nece​sariamente deberá así acordado, salvo el supuesto de que entienda que el he​cho no es constitutivo de ningún delito.

Si el hecho, en vez de ser delito, estima el Juez que es falta, acuerda remi​tir las actuaciones al Juez de Distrito, que es el competente para conocer los juicios de faltas (salvo las faltas cometidas por miembros de los Cuerpos de Se​guridad del Estado, en cuyo caso determina la Ley de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado que para conocer de las faltas cometidas por sus miem​bros es competencia de los Jueces de Instrucción).).

Si el Ministerio Fiscal solicita el sobreseimiento y el acusador particular pide la apertura del juicio oral, el Juez abrirá el juicio, pero no necesariamen​te, sino solamente si lo estima procedente.

Si el Ministerio Fiscal solicitase la formación de sumario, por entender que los hechos constituyen un delito que por su gravedad debe conocer la Audien​cia, el Juez queda vinculado por esta petición, debiendo acordar necesariamen​te la formación de dicho sumario; no sucede lo mismo si quien pide la formación de sumario es la acusación particular, pues el Juez, en este caso, no queda vinculado por dicha petición, acordándolo o no, según lo estime procedente, pudiendo libremente acordar que se forme sumario (cuyo juicio conocerá la Audiencia) o la apertura del juicio oral (que seguirá conociendo el Juez de Ins​trucción) .

Cuando el Juez accede a la apertura del juicio oral (que la ha solicitado el Ministerio Fiscal o el acusador particular) dicta una resolución que adopta la forma de auto, en el que acuerda la apertura del juicio solicitada y en el mismo auto resuelve sobre las peticiones referentes a las medidas cautelares, (modifi​cación, suspensión, etc.) y también resuelve sobre si se admiten o no las prue​bas que le hayan propuesto, las cuales se practicarán en el acto del juicio oral o en el tiempo anterior a dicho acto, pero siempre después de que el acusado haya hecho la calificación correspondiente; debiendo ser citadas todas las par​tes para la celebración de dichas pruebas, pudiendo intervenir en ellas.

Las pruebas que no hubieran sido admitidas por el Juez en el trámite antes visto (cuando acuerda por auto la apertura del juicio oral) pueden ser nueva​mente solicitadas en el acto del juicio.

Resumidamente, si la regla general en nuestro ordenamiento jurídico pe​nal es que las pruebas sólo pueden practicarse en el juicio oral, por excepción, en el procedimiento de urgencia que comentamos dichas pruebas pueden prac​ticarse durante la tramitación de las diligencias previas o preparatorias, con ci​tación de las partes, y también en el acto de juicio oral o en el tiempo que me​dia hasta él, después de haber hecho su calificación el acusado, como antes he​mos visto.

Una vez abierto el juicio oral, si el acusado no tuviera domicilio conocido o se hallare en ignorado paradero, se mandará expedir requisitoria para su lla​mamiento y busca, y si no comparece o no se le encuentra, se le declara rebel​de; pero si no quisiere comparecer puede acordarse su detención.

Los últimos que califican los hechos, después del acusado, son los respon​sables civiles, que propondrán las defensas de que intenten valerse y la prueba que estimen procedente (pudiendo el Juez aceptar dicha prueba o no).

Respecto de la celebración del juicio oral, se celebra ajustándose a las re​glas del juicio plenario previsto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal (previsto para los delitos más. graves cuyo conocimiento está reservado a la Audiencia).


Aunque el acusado o el tercero civilmente responsable no comparezcan si estuviesen personalmente citados, podrá celebrarse el juicio, si el Juez estima que existen los elementos suficientes para juzgarlos.

Contra la sentencia que dicte el Juez cabe interponer recurso de apelación ante la Audiencia Provincial.

d) Recurso de Apelación.


Resumidamente, la tramitación es la siguiente:

1. Se interpone ante el Juez (el mismo Juez de Instrucción que ha dicta​do la sentencia que a través del recurso de apelación se recurre) en el plazo de cinco días, expresando sucintamente los fundamentos de la impugnación.

2. En el mismo escrito de interposición del recurso se pedirá la práctica de diligencias de prueba que no pudo proponer en la primera instancia; de las que habiendo propuesto le fueron indebidamente denegadas y de aquéllas que habiendo sido admitidas no fueron practicadas por causas que no le sean impu​tables, razonando por qué la inadmisión le produjo indefensión.


Del escrito interponiendo el recurso se da traslado a las demás partes y se les emplaza para que comparezcan ante la Audiencia en el plazo de cinco días.

. Una vez personados en la Audiencia se les pone los autos de manifiesto (esto es, se les pone a su disposición) para que puedan instruirse de ellos y pue​dan alegar lo que a su derecho convenga.

La Audiencia resuelve en tres días sobre qué pruebas admite de las pro​puestas, pudiendo acordar de oficio, libremente, las que tenga por convenien​te; seguidamente se procede a la práctica de las pruebas admitidas o acordadas, en el plazo de diez días, en audiencia pública, con citación del Ministerio Fiscal y de las partes que se hubieran personado, sin que la falta de asistencia de cual​quiera de ellas impida su celebración.

Practicadas las pruebas se señala día para la vista, en cuyo acto el Ministe​rio Fiscal, el recurrente y las demás partes personadas informarán en apoyo de sus pretensiones.

Dentro de los cinco días siguientes a la conclusión de la vista, el Tribunal dictará sentencia, confirmando, anulando o revocando la sentencia que fue re​currida (es decir, la dictada en primera instancia por el Juez de Instrucción). Contra la sentencia que dicte la Audiencia no cabe ningún recurso, salvo el recurso de revisión, en los casos que proceda.
.

         TEMA 9

Procedimiento de urgencia de única instancia: Competencia. Fases. Regulación. El proceso oral por delitos dolosos, menos graves y flagrantes. El juicio de fal​tas: Procedimiento en primera instancia. Procedimiento en segunda instancia

l. PROCEDIMIENTO DE URGENCIA DE UNICA INSTANCIA

A) Competencia. Las Audiencias Provinciales son las competentes para fallar las causas seguidas por este tipo de procedimiento de urgencia, corres​pondiendo la instrucción del sumario de urgencia a los Jueces de Instrucción.

Los delitos cuyo enjuiciamiento corresponde, en concreto, a la Audiencia son:

1. Delitos flagrantes castigados con pena no superior a prisión mayor (los flagrantes castigados con pena no superior a prisión menor son competencia de los Juzgados de Instrucción por el procedimiento oral regulado por la Ley Orgánica 10/1980, y que se estudiará más adelante).

2. Delitos (no flagrantes) castigados con pena no superior a prisión me​nor, privación de permiso de conducción o multa, cualquiera que sea su cuan​tía (pero teniendo en cuenta que si la pena no es superior a 6 meses de priva​ción de libertad, esto es, de arresto mayor, y la multa no sobrepasa de 300.000 ptas., la competencia es el Juzgado de Instrucción).


B) Fases. El procedimiento que estudiamos se desarrolla en las etapas o fases siguientes:


a) Diligencias previas.


b) El sumario.


c) El juicio oral.

C) Regulación.

a) Diligencias previas. Aunque en la mayoría de los casos el procedi​miento comienza con las diligencias previas, si inicialmente los hechos se com​prenden en algún supuesto de los estudiados que den lugar a este procedimien​to, se iniciará directamente el sumario, prescindiendo de las diligencias previas.

b) Abierto el sumario, el Juez dictará auto de procesamiento cuando existan indicios racionales de criminalidad, recibiendo sin demora declaración de indagatoria al procesado; en el mismo auto fijará la cantidad en que se cal​cule el importe de la responsabilidad pecuniaria, requiriendo al procesado para que constituya fianza bastante, y si no la prestare, se procederá al embargo de sus bienes. Si apareciere un tercero civilmente responsable, también se le exigi​rá fianza o se procederá a embargar sus bienes; también podrá acordar el Juez la detención o prisión del encartado o su libertad provisional con o sin fianza; la intervención inmediata del vehículo y la retención del permiso de circula​ción, así como la intervención del permiso de conducción; la fijación de pen​sión provisional que se considere necesaria, para atender a la víctima, en hechos derivados de uso y circulación de vehículos.

e) Una vez practicadas las diligencias necesarias para preparar el juicio, el Juez declara concluso el sumario y si en ese momento no estuviere dirigido el procedimiento contra persona alguna, se decretará el sobreseimiento provi​sional de la causa; por el contrario, si procediere decretar el sobreseimiento li​bre (art. 637 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, porque no existieran los hechos, o existiendo, éstos no fueran delito o el presunto delincuente estuviere exento de responsabilidad criminal), el Juez debe remitir los autos a la Audien​cia, y ésta resuelve lo que proceda.

Si el Ministerio Fiscal estimase que es necesaria la práctica de nuevas dili​gencias, la Audiencia revoca el auto de conclusión del sumario (cuyo auto dictó el Juez de Instrucción) y se le devuelven las actuaciones al Juez de Instrucción para que practique las diligencias que solicitó el Ministerio Fiscal.

.
d)
Concluido el sumario y resultando procesada una persona, se emplaza

a las partes, pasando las actuaciones para instrucción y calificación del delito, por plazo de 5 días, al Ministerio Fiscal, al acusador particular, al actor civil y a los procesados y terceras personas civilmente responsables.

Seguidamente, por la acusación (Ministerio Fiscal o la acusación particu​lar) se solicita la apertura del juicio oral y en ese mismo escrito formula la ca​lificación provisional de los hechos y propondrán la prueba que estime perti​nente.

Hasta el momento de dar principio a las sesiones del juicio oral, podrán in​corporarse a la causa los informes, certificaciones y demás documentos solicita​dos por las partes o enviados espontáneamente por las autoridades; las partes podrán solicitar la práctica de las pruebas estimadas necesarias y que no pue​dan ser practicadas en el acto del juicio, decidiendo el Tribunal sobre su perti​nencia.

Examinadas las pruebas que hayan sido propuestas por las partes, la Au​diencia admite las que considere pertinentes, y señala el día en que deban co​menzar las sesiones del juicio oral.

El juicio se celebra en la forma ordinaria regulada en la Ley de Enjuicia​miento Criminal (prevista para el denominado juicio plenario, en el que se en​juicia los delitos más gravemente penados), con las siguientes modificaciones:


1. Si no hubiere conformidad del acusado con el delito y la pena (esto es, si no se considera autor del delito ni se conforma con la pena que le pide la acusación), el Presidente pregunta si hay nuevas pruebas que proponer, admi​tiendo las que fueren procedentes, procediéndose a practicar inmediatamente las que fueren admitidas.
.

2. El informe pericial puede ser practicado por un solo perito. 

3. Las partes formularán por escrito sus conclusiones definitivas.


4. El juicio podrá suspenderse por las causas previstas en la propia Ley de Enjuiciamiento Criminal (enfermedad de Magistrados, defenso, acusado, incomparecencia de testigo de cargo o descargo, por nuevas revelaciones ines​peradas, etc.).


5. Concluido el juicio, y visto para sentencia, se dictará ésta en la que necesariamente se condene o absuelva a los procesados, y al pago de las costas (nunca se condena en costas al absuelto), y a la responsabilidad civil correspon​diente.


e) Contra las sentencias dictadas por las Audiencias podrá establecerse

el recurso de casación, que resuelve el Tribunal Supremo.

II. EL PROCESO ORAL POR DELITOS DOLOSOS MENOS GRAVES Y FLAGRANTES DE 1980

Regulación por Ley Orgánica 11 noviembre-1980 nº 10/80.

a) Delitos enjuiciables por este"'procedimiento.

El procedimiento se aplica a de1itos dolosos perseguibles de oficio siguientes:

1. Menos graves (castigados con pena privativa de libertad no superior a 6 meses o con cualquiera otra de distinta naturaleza, siempre que su duración no exceda de 6 años).

2. Flagrantes (castigados con penas inferiores a 6 años).

b) Delitos excluidos de enjuiciamiento por este procedimiento.

1. Cuando por antecedentes penales puedan imponerse penas superiores

a 6 años. .

2. Delitos atribuidos a la competencia de:

Juzgados Centrales.

Audiencia Nacional.

Otros tribunales (por razón de la persona o materia).

c) Competencia.

Para conocer y fallar: Jueces de Instrucción del lugar del delito.

d) Procedimiento.

1. La Policía Judicial realiza actos de investigación: según la Ley de En​juiciamiento Criminal.


2. Se ordena aportación de certificaciones de antecedentes penales y na​cimiento (en su caso).


3. Si se presenta querella o denuncia, el Juez resuelve según la Ley de

Enjuiciamiento Criminal. .


4. La Policía Judicial entrega las diligencias:


Al Juez competente, poniendo a su disposición a los detenidos.


Al Ministerio Fiscal remite copia del atestado.


5. El Juez oye la declaración del detenido y decide:


Si procede o no este procedimiento.


Sobre prisión provisional del detenido (según arts. 503 y 504 Lecrim.

Se da traslado de las actuaciones:


Al Ministerio Fiscal (de las nuevas, pues de las practicadas antes, la

Policía ya le remitió copia).


Al acusador particular (de todas).


Se ofrece el procedimiento al perjudicado.

Citación para juicio.

a) Formulado escrito de acusación se cita para juicio dentro de 15 días, citando al inculpado y responsable civil, advirtiendo que su incomparecencia injustificada no impide se celebre el juicio.

b) Se requiere al inculpado para que:

Designe Abogado y Procurador.

O se designa de oficio.


c) Traslado de escrito de acusación a acusados en 5 días para que mani​fiesten conformidad o no con acusación y soliciten práctica de prueba.


d) Si hay conformidad con la calificación más grave, se dicta sentencia en cualquier momento del procedimiento, sin más trámite.


e) Si no hay conformidad se presenta escrito de calificación provisional  por la defensa.


f) Práctica de prueba anticipada que no pueda practicarse en juicio oral.

8. Juicio (se ajusta a la regla 8º del arto 791, Lecrim,).

Es imprescindible la sentencia de Letrado y se comienza leyendo escrito de acusación. - El acusado: - si manifiesta conformidad, se dicta sentencia;


- o manifiesta su disconformidad;


- su ausencia injustificada no suspende el juicio.


Prueba, se practica: la solicitada antes;

Si no procede este procedimiento, se acuerda:

El archivo de éste.

Incoación del que corresponda, según arto 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

6. El Fiscal, en tres días (desde la recepción de las diligencias):

- Procede a formular escrito de acusación.

- Solicitar la incoación del procedimiento que corresponda; o solicita archivo de las actuaciones.

Escrito de acusación: contiene:

Persona a quien se dirige la acusación y en qué concepto.

Delitos y faltas imputadas.

Circunstancias modificativas de responsabilidad.

Penas solicitadas.

Cantidad apreciada de daños y perjuicios, bases para determinarlas. Prueba para practicar en juicio oral y práctica anticipada en su caso.


. Si hay acusador particular: formulará escrito de acusación en la misma for​ma que el Ministerio Fiscal.


7. Actos previos al juicio.

>


que sean


la solicitada en ese momento
pertinentes.

Suspensión: por practicar una prueba, se señala nuevo juicio en 15 días, y se limitará el nuevo juicio a la práctica de nuevas pruebas.

Informe oral: del Ministerio Fiscal; de parte acusadora -sobre sus calificaciones;

de la defensa;

informe sobre procedencia o no sobre suspensión de conde​na;

- Terminación: dicta sentencia escrita, al terminar el juicio;

o dentro de 3 días;

recogiendo las pruebas practicadas y su resultado;'

puede anticipar oralmente el fallo, pero en 3 días debe funda​mentar por escrito la sentencia.

- Firmeza: si conocida la condena el Ministerio Fiscal

                                      - acusadores


- acusado


- defensa


expresan no recurrir, el Juez decreta la firmeza de la sentencia y re​suelve sobre la aplicación del beneficio de suspensión de condena.


- Acta: se levanta por el Secretario y se complementa por cualquier medio de

reproducción mecánica, oral o escrita de cuya autenticidad pueda dar fe el Secretario.


Recursos. Apelación ante la Audiencia provincial.


Forma: por escrito, expresando brevemente los fundamentos de la impug​nación.


Plazo: 5 días.


Procedimiento:

se ajusta a las reglas del arto 792 de la Ley de Enjuiciamien​to Criminal; tiene carácter preferente; se señala vista dentro de los 15 días siguientes a la personación del apelante. Du​rante la tramitación del recurso, si la pena fuera de priva​ción de libertad, el Juez podrá mantener o acordar la pri​sión provisional.

firme la sentencia, se procederá a su ejecución según el arto 803 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

- Ejecución:

III. JUICIO DE FALTAS

Responde al sistema de doble instancia; la primera instancia corresponde al Juez de Paz (cuando a él corresponda conocer según las reglas de competen​cia objetiva) o al Juez de Distrito.

La segunda instancia se conoce y resuelve por el Juez de Instrucción al que esté subordinado el Juez de Paz o de Distrito.

La justificación del proceso por faltas hay que buscarla en la conveniencia de que las infracciones de poca importancia, castigadas con penas leves, se so​metan a un procedimiento más rápido y sencillo, sin necesidad de acudir al proceso por delitos, el que, por la mayor gravedad de las infracciones y de su sanción, requiere más trámites y mayores solemnidades. Las infracciones puni​bles originan distinta alarma social según su gravedad y, por tanto, es preciso adoptar mayores precauciones procesales para la imposición de las sanciones más severas que para las leves.

. El juicio de faltas se diferencia notablemente del proceso por delitos; no 
hay en él, a diferencia del proceso por delitos, ni fase de instrucción o sumario, ni fase intermedia; después de iniciado por los medios normales se pasa inme​diatamente al juicio oral, en el que se formulan las pretensiones, se practican las pruebas y se dicta, si es posible, la correspondiente sentencia. Así como el proceso ordinario por delitos descansa en el sistema de instancia única (no exis​tiendo el recurso de apelación), el juicio de faltas admite la doble instancia (que sí admite el recurso de apelación); en este juicio imperan los principios de concentración, publicidad, oralidad e inmediación.

a) Órganos competentes.

Juzgados de Paz.- Son competentes para conocer, en primera instancia, con carácter general, de las faltas contra el orden público y contra los intereses generales y régimen de las poblaciones, y de determinadas faltas contra las per​sonas y la propiedad; si la falta es competencia de los Juzgados de Distrito, el Juzgado de paz se limitará a formar el atestado hasta la intervención del Juez de Distrito.

Juzgado de Distrito.- Son competentes para conocer, en primera instan​cia, de todas las faltas que se cometan en el término municipal de la capitalidad de dichos Juzgados y de las faltas no atribuidas a conocimiento de los Juzgados de paz cometidas en los términos municipales distintos de su capitalidad, es de​cir, en el territorio de los Juzgados de paz integrantes de la comarca o agrega​dos al Juzgado de Distrito respectivo.

Juzgado de Instrucción. Son competentes para conocer el juicio de faltas en segunda instancia, respecto de los Juzgados de paz o de Distrito, que estu​vieren subordinados a él, y que hubieran conocido de la primera instancia.

Ámbito de aplicación.- El juicio de faltas se aplica con carácter exclusivo y excluyente a todos los hechos punibles que el Código Penal y las Leyes espe​ciales, tales como las de Caza, Pesca y Policía de ferrocarriles, y en las orde​nanzas municipales califican de falta.

Sujetos intervinientes.- Aparecen claramente señalados por la Ley, como partes del proceso por falta, el Ministerio Fiscal, el acusador particular, acusa​dor privado, el imputado y el responsable civil.
.

Objeto.- En cuanto al objeto, el juicio de faltas presenta la particularidad de que la delimitación de los hechos objeto del proceso sobre faltas no se rea​liza necesariamente por las partes al formular sus pretensiones y contrapresta​ciones, sino por el Juez al apreciar los hechos y valorar las pruebas practicadas por el mismo; ni tampoco los hechos de la pretensión deben guardar perfecta conexión con los hechos apreciados por la sentencia; ni la pena impuesta por la sentencia debe contenerse dentro de los límites fijados por el objeto de la pretensión o contraprestación formuladas en el proceso.

A) Procedimiento en primera instancia


En su primera instancia pueden considerarse tres fases: la de iniciación, el juicio verbal y la sentencia.


Iniciación.- El juicio de faltas se inicia de la misma forma que el proceso por delitos, es decir, de oficio o a instancia de parte legítima.

Se inicia de oficio por el Juez cuando él mismo lo inicia por tener conoci​miento de la comisión de un hecho que presenta caracteres de falta.

Se inicia a instancia de parte por un particular o por el Ministerio Fiscal cuando solicitan del Juez la apertura del juicio contra determinada persona, siendo necesario que la solicitud sea en forma de querella, con los requisitos que la Ley de Enjuiciamiento Criminal exige para la querella por delitos, sola​mente que no es necesaria la firma de abogado y procurador.

Una vez que el Juez de Distrito o de paz tenga noticias de haberse come​tido en el territorio de su jurisdicción alguna de las faltas perseguibles de ofi​cio, convocará a juicio verbal al Fiscal de Distrito o de paz correspondiente, al querellante, si lo hubiere, al presunto o presuntos culpables y a los testigos que puedan dar razón de los hechos, señalando día y hora para la celebración del juicio. Cuando la falta sólo pueda perseguirse a instancia de parte legítima y ésta solicite la represión, el Juez correspondiente dispondrá la celebración del juicio verbal lo mismo que en el caso anterior, pero sin convocar al Fiscal.

El Juicio normalmente se celebra en el local del Juzgado, pero cuando al​gún .testigo importante de una de las partes que resida dentro del término mu​nicipal estuviere físicamente impedido de concurrir al local del Juzgado, podrá el Juez disponer la celebración del juicio en el punto que considere convenien​te, fundando su resolución.

A la citación que se haga a los presuntos culpables se acompañará copia de la querella, si se hubiese presentado, y en dicha citación se expresará que el ci​tado debe acudir al juicio con las pruebas que tenga; debiendo siempre trans​currir, cuando menos, veinticuatro horas entre la citación del presunto culpa​ble y el de la celebración del juicio, si el citado reside dentro del término muni​cipal, y un día más por cada veinte kilómetros de distancia, si reside fuera de él.

Tienen obligación de comparecer al juicio verbal las partes, testigos y pe​ritos citados, pudiendo ser sancionados con multa de la cantidad que determine el Juez, hasta un máximo de cien pesetas, cuando no comparezcan ni aleguen justa causa para dejar de hacerlo. El Fiscal de Distrito o de paz deberá tam​bién asistir a los juicios sobre faltas, siempre que fuere citado por el Juez, si se trata de falta perseguible de oficio.

Pero si los testigos y presuntos culpables residieren fuera de la circunscrip​ción del Juzgado, no tendrán obligación de comparecer, recibiéndose les decla​ración por medio de exhorto, con citación del querellante particular, si lo hu​biere, y en presencia del fiscal, si la falta pudiera perseguirse de oficio; mas el presunto culpable en tal caso podrá dirigir al Juzgado escrito alegando lo que estime conveniente en su defensa y apoderar persona que presente en el acto del juicio las pruebas de descargo que tuviere; tal apoderamiento podrá hacer​se ante Notario o por comparecencia ante cualquier secretario del Juzgado de Distrito o de Paz, quien expedirá acto seguido el testimonio correspondiente, que, en su caso, entregará al interesado.

La ausencia del acusado no suspenderá la celebración ni la resolución del juicio, siempre que conste habérsele citado en forma legal; pero el Juez, de ofi​cio o a instancia de parte, podrá acordar que el acusado que resida en el lugar del juicio concurra personalmente al mismo, cuando crea necesaria su declara​ción, y si citado legalmente no concurre, el Juez podrá imponerle la multa anteriormente indicada y hacerlo conducir a su presencia por la fuerza pública.

El acto de juicio

El juicio será público, dando principio por la lectura de la querella, si la hubiere, denuncia y demás actuaciones previas, siguiendo a esto el examen de los testigos y practicándose las demás pruebas que proponga el querellante, el denunciante si se mostrare parte y el Fiscal, si asistieren, siempre que el Juez las considere admisibles. Seguidamente se oirá al acusado, se examinarán los testigos que presente en su descargo y se practicarán las demás pruebas que ofrezca o fueren pertinentes. Acto continuo expondrán de palabra las partes lo que crean conveniente en apoyo de sus respectivas pretensiones, hablando pri​mero el Fiscal, si asistiera, y después el querellante particular o el denunciante (que se haya mostrado parte), y por último el acusado. El Fiscal al informar ante el Juzgado debe citar la disposición legal en que se funde, cuando solicite la condena. El Juez puede mandar que las sesiones se celebren a puerta cerra​da cuando así lo exijan razones de moralidad, de orden público o el respeto de​bido a la persona ofendida por la falta o su familia.

De cada juicio se extenderá un acta diaria, expresando clara y sucintamen​te lo actuado, la cual se firmará por todos los concurrentes que puedan hacer​la, a cuyo efecto deberá el Juez adoptar las disposiciones necesarias para que no se ausenten hasta que dicha acta esté extendida.

Sentencia

El Juez, en el acto de finalizar el juicio o dentro de los tres días siguientes, dictará sentencia, apreciando según su conciencia las pruebas practicadas en el juicio, las razones expuestas por el Fiscal y por las demás partes y sus defenso​res y manifestado .por los propios acusados, y siempre que haga uso del libre arbitrio que para la calificación de la falta o para la imposición de la pena le otorga el Código Penal, deberá expresar si ha tomado en consideración los ele​mentos del juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta.

En la misma sentencia resolverá sobre la acción civil por los hechos cons​titutivos de falta, extendiéndose la competencia de los órganos de la Justicia de Distrito al total resarcimiento, cualquiera que fuera su cuantía.

B) Procedimiento en segunda instancia

La segunda instancia consiste en un nuevo conocimiento de los hechos y en un nuevo enjuiciamiento de los mismos, provocados por la parte que se con​sideraba gravada por la sentencia dictada en proceso sobre faltas por el Juez de Distrito o de Paz, y conseguidos mediante la interposición del recurso de ape​lación contra ella. Hay que tener en cuenta que el recurso interpuesto da lugar a un segundo proceso sobre faltas, en el que los elementos y estructura, a pesar de coincidir en lo esencial con los del proceso ya concluido por la sentencia impugnada, experimenten diversos cambios que han de ser objeto de nuestro es​tudio.

En el desarrollo del procedimiento deben distinguirse distintas fases, a sa​ber: la interposición y admisión del recurso de apelación, la instrucción, la vista y la sentencia, teniéndose en cuenta que el órgano competente para conocer y resolver el recurso es el Juzgado de Instrucción, superior jerárquico de los Juz​gados de Distrito.

a) Interposición y admisión.- El recurso puede formalizarse por escrito o mediante comparecencia ante el Secretario del Juzgado, o por simple manifes​tación hecha en el momento de notificarse la sentencia; el plazo para apelar termina el siguiente día al de la última notificación de la sentencia.

Admitida la apelación (por el Juzgado de Distrito) se remitirán los autos originales al Juzgado de Instrucción, haciéndose saber la remisión, y emplazán​dose al Fiscal y a los demás interesad<;>s para que en el término de cinco días acudan a usar de su derecho ante el Juzgado de Instrucción.

b) Instrucción.- Recibidas las diligencias por el Juzgado de Instrucción y transcurrido que sea el término del emplazamiento, señalará día para la vista, mandando se pongan de manifiesto a las partes en la secretaría por el plazo de 48 horas; si el apelante no se personare, el Juez declarará desierto el recurso y devolverá los autos al Juez inferior (esto es, el de Distrito).

c) Vista.- La vista será publicada y comenzará por la lectura de los au​tos; se oirá enseguida al Fiscal (cuya asistencia será precisa si la falta fuere per​seguible de oficio), ya los interesados y a sus legítimos representantes, si con​currieren.

En la segunda instancia sólo podrá acordarse la práctica de pruebas que no se hubiesen podido practicar en primera instancia por causa no imputable a quien las solicita, a menos que sin ellas se pudiere formar juicio para calificar, imputar o castigar.

. d) Sentencia.- El Juez dictará sentencia acto continuo a la vista, la cual se notificará al Fiscal y a los interesados presentes. Después, se remiten los au​tos originales al Juez inferior, para que éste proceda a su ejecución.

Contra la sentencia de segunda instancia no cabe recurso alguno.

TEMA 10

Otros procesos penales: Especialidades del proceso penal cuando la persona inculpada es un parlamentario. Especialidades del proceso penal cuando la persona del inculpado es un Juez o Magistrado. Especialidades del proceso penal cuando el inculpado sea un miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Especialidades del proceso penal cuando el delito afecta a los derechos fundamentales de la persona. Proceso por calumnia e injuria. Procedimiento en los supuestos en que los delitos se hayan cometido por medios que faciliten la publicidad

OTROS PROCESOS PENALES

l. ESPECIALIDADES DEL PROCESO PENAL CUANDO LA PERSONA


INCULPADA ES UN PARLAMENTARIO

La Constitución Española prescribe que los Diputados y Senadores goza​rán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus fun​ciones. De otro lado, durante el período de su mandato los Diputados y Sena​dores gozarán, asimismo, de inmunidad y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito, no pudiendo ser inculpados ni procesados sin la previa autori​zación de la Cámara respectiva (art. 71, 1 y 2).

Por tanto, cuando el presunto culpable es una persona que ostenta la con​dición de Diputado o Senador se producen en el proceso una serie de modifica​ciones:


- Por lo que respecta a la detención, sólo podrá ser practicada en caso de flagrante delito.

- En cuanto a la procedibilidad es necesaria la autorización de la Cámara respectiva, previa tramitación del correspondiente suplicatorio (art. 10 y s.s. Reglamento del Congreso, arto 21 y s.s. Reglamento del Senado).

II. ESPECIALIDADES DEL PROCESO PENAL CUANDO LA PERSONA  INCULPADA ES UN JUEZ O MAGISTRADO

La principal especialidad en este supuesto es la existencia de un llamado "antejuicio". Como bien afirma Prieto-Castro, es una especie de "preproceso destinado a obtener una impresión acerca de si realmente concurren en el he​cho de que se traten los caracteres de delito que justifica el ejercicio de la ac​ción penal en el proceso ordinario subsiguiente. Se trata, en definitiva, de pro​teger al personal jurisdiccional contra las reacciones a que se pueden entregar los justiciables, proc1ives a sentirse agraviados del modo profundo que entraña el padecimiento de las consecuencias de un delito".

III. ESPECIALIDADES DEL PROCESO PENAL CUANDO EL INCULPADO SEA UN MIEMBRO DE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO


Estos casos serán enjuiciados por la jurisdicción ordinaria (con las excep​ciones que las Leyes atribuyen a la jurisdicción militar).

La competencia objetiva corresponderá, en caso de delito, a las Audien​cias Provinciales y si el hecho es constitutivo de falta, a los Jueces de Instruc​ción.

IV. ESPECIALIDADES DEL PROCESO PENAL CUANDO EL DELITO


AFECTA A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA PERSONA

Está regulado este procedimiento en los artículos 2 a 5 de la Ley de Pro​tección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona de 26 de diciembre de 1978.

En enjuiciamiento de estos delitos corresponde a la jurisdicción ordinaria. Cuando el conocimiento y fallo corresponda a la Audiencia Provincial, el trámite utilizado será el que dispone el capítulo III del Título III del libro IV de la Lecrim con las siguientes modificaciones:


1º Los artículos de previo pronunciamiento se propondrán en el escrito de calificación provisional y serán resueltos en la sentencia definitiva.

2º El plazo para la instrucción y calificación que concede el arto 797 de Lecrim se entenderá común, y de cinco días, para todas las partes acusadoras y también  común, y de la misma duración, para las partes acusadas (art. 2).

Asimismo (arts. 3º y 4º), se producen algunas modificaciones en el supues​to de que los delitos estén cometidos por medio de imprenta u otro medio de comunicación, o se trate de los delitos de calumnia o injuria.

En todo caso, la tramitación de estas causas tendrán carácter urgente y preferente y su duración se limita en el tiempo (art 5º).

V. PROCESOS POR CALUMNIA E INJURIA


Son estos delitos privados; esto es sólo perseguible a instancia de parte

mediante la interposición de la correspondiente querella.

- Es presupuesto de admisibilidad de la querella la presentación de certi​ficación de haberse celebrado o haber intentado celebrar acto de conciliación (art. 804). 

- Si las injurias se han inferido oralmente se introduce un juicio verbal dentro del sumario. En él declaran el querellante, el querellado y los testigos, dando el Juez por concluso el sumario y decidiendo acerca del procesamiento.

- Según la Lecrim y el Código Penal, en determinados supuestos el acu​sado en un proceso de injuria o calumnia puede eximirse de toda responsabili​dad si prueba la verdad del hecho que hubiere imputado. Esto es posible en todo caso para el acusado de calumnia y él de injuria lo estará cuando ésta haya sido dirigida contra funcionario público por hechos concernientes al ejer​cicio de su cargo o suponga la imputación de un delito no perseguible de oficio.

VI. PROCEDIMIENTO EN LOS SUPUESTOS EN QUE LOS DELITOS SE HAYAN COMETIDO POR MEDIOS QUE FACILITEN LA PUBLICIDAD


- Se procederá a secuestrar los ejemplares si el delito se ha cometido por medio de imprenta, así como los moldes.


- A continuación se procederá a averiguar quién es el autor real del de​lito, y, en su caso, los subsidiariamente responsables.

- Unidos a la causa el impreso, grabado u otro medio mecánico de publi​cación que haya servido para la comisión del delito, y averiguado el autor o la persona subsidiariamente responsable, se dará por terminado el sumario.

TEMA 11

La ejecución penal: Concepto y naturaleza jurídica. Titulo ejecutivo

y procedimiento. Principales incidentes en la ejecución penal: Enajenación mental. Redención de penas por el trabajo. Libertad condicional. Remisión condicional

LA EJECUCION PENAL

l. CONCEPTO Y NATURALEZA JURIDICA


Se puede definir la ejecución penal como "el conjunto de actos necesarios para la realización de la sanción contenida en una sentencia de condena"(Herce Quemada).

El primer problema que, en el orden teórico, se presenta en la ejecución penal es el de establecer su naturaleza jurídica. En este sentido, la doctrina ha mantenido tres posiciones fundamentales: a) Las normas sobre ejecución de la pena son de Derecho Penal material; b) Dichas normas son de Derecho Proce​sal, y c) Los preceptos que regulan la ejecución forman parte del Derecho Administrativo.

Para solventar rectamente la cuestión, parece apropiado distinguir entre "ejecución" de la pena y "cumplimiento" de la misma. La "ejecución" -com​prendiendo bajo esta denominación los actos destinados a promover la conde​na, los incidentes en la ejecución y la declaración de modificación o extinción de las penas- es de naturaleza procesal (no olvidemos que la jurisdicción con​siste en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado), mientras que el cumplimiento es de naturaleza predominantemente administrativa.

II. TITULO EJECUTIVO Y PROCEDIMIENTO

En el proceso de ejecución penal rige el principio de oficialidad, que, como sabemos, significa que el órgano jurisdiccional ejecutará la sentencia de oficio (de ahí el nombre) sin esperar la correspondiente excitación de la parte. Asimismo, el arto 81 del Código Penal señala que no puede ser ejecutada pena alguna en forma distinta a lo prescrito por la ley y reglamentos, ni con otras cir​cunstancias o accidentes que los expresados en su texto (principio de legalidad en la ejecución).

Título ejecutivo en el proceso de ejecución penal es la sentencia firme de condena (art. 80 del Código Penal). Las sentencias absolutorias no dan lugar propiamente a la ejecución, aunque para su cumplimiento sea necesario reali​zar una serie de actos que puedan dar lugar a la llamada "ejecución impropia". Manda la Lecrim -arto 983- que todo procesado absuelto por la sentencia será puesto en libertad inmediatamente, a menos que el ejercicio de un recurso que produzca efectos suspensivos o la existencia de otros motivos legales hagan ne​cesarios el aplazamiento de la excarcelación, lo cual se ordenará por auto mo​tivado.

La ejecución de la sentencia en los juicios sobre faltas corresponde al ór​gano de la Justicia Municipal que haya conocido del juicio. Cuando no pudiera practicar por sí mismo todas las diligencias necesarias, comisionará al Juez de la circunscripción en que deban tener efecto, para que las practique. El Juez de Instrucción que haya conocido en apelación de un juicio de faltas remitirá los autos originales, acompañándolos con certificación de la sentencia firme, al Juez que haya conocido del juicio en primera instancia para los efectos del párrafo anterior. Para la ejecución de la sentencia, en cuanto se refiere a la repa​ración del daño causado e indemnización de perjuicios, se aplicará lo dispuesto en la LEC (art. 984 Lecrim).

La ejecución de las sentencias en causa por delito corresponde al Tribunal que haya dictado la que sea firme (art. 985 Lecrim). No obstante lo dispuesto en el precepto anterior, la sentencia dictada a continuación de la de casación por la Sala Segunda del Tribunal Supremo se ejecutará por el Tribunal que hu​biere pronunciado la sentencia casada, en vista de la certificación que al efecto le remitirá la referida Sala (art. 986).

Cuando el Tribunal a quien corresponda la ejecución de la sentencia no pudiere practicar por sí mismo todas las diligencias necesarias, comisionará al Juez del partido o demarcación en que deban tener efecto para que las practi​que (art. 987 Lecrim).
.

Cuando una sentencia sea firme, con arreglo a lo dispuesto en el arto 141 de la Lecrim (que no quepa contra ellas recurso alguno ordinario extraordina​rio), lo declarará así el Juez o Tribunal que la hubiera dictado.

Hecha esta declaración, se procederá a ejecutar la sentencia aunque el reo esté sometido a otra causa, en cuyo caso se le conducirá, cuando sea necesario, desde el establecimiento penal en que se halle cumpliendo la condena al lugar donde se esté instruyendo la causa pendiente.

Cuando el culpable de varias infracciones penales haya sido condenado en distintos procesos por hechos que pudieron ser objeto de uno sólo, conforme a lo previsto en el art 17 de la Lecrim, el Juez o Tribunal que hubiera dictado la última sentencia, de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o del condenado, procederá a fijar el límite del cumplimiento de las penas impuestas conforme a la regla 2º del artículo 70 del Código Penal. Para ello, reclamará la hoja, his​tórico penal del Registro Central de Penados y Rebeldes y testimonio de las sentencias condenatorias y previo dictamen del Ministerio Fiscal, cuando no sea el solicitante, dictará auto en el que se relacionarán todas las penas impues​tas al reo, determinando el máximo de cumplimiento de las mismas. Contra tal auto podrán el Ministerio Fiscal y el condenado interponer recurso de casación

por infracción de Ley (art. 988 Lecrim).
​

Como anteriormente mencionamos, el principio de legalidad en la ejecu​ción de la pena viene recogido en el art. 81 del Código Penal. En el mismo sen​tido se pronuncia el arto 990 Lecrim al establecer que las penas se ejecutarán en la forma y tiempo prescritos en el Código Penal y en los reglamentos. Co​rresponde al Juez o Tribunal a quien el presente Código impone el deber de hacer ejecutar la sentencia, adoptar sin dilación las medidas necesarias para que el condenado ingrese en el establecimiento penal destinado al efecto, a cuyo fin requerirá el auxilio de las Autoridades administrativas que deberán prestárselo sin excusa ni pretexto alguno.

La Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985, en su artículo 94, hace referencia a que en cada provincia, y dentro del orden jurisdiccional penal, habrá uno o varios Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Penitenciaria en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, am​paro de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos peni​tenciarios y demás que señale la Ley. Podrán establecerse Juzgados de Vigilan​cia Penitenciaria que extiendan su jurisdicción a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma y también podrán crearse Juzgados de Vigilan​cia Penitenciaria cuya jurisdicción no se extienda a toda la provincia.

Pero antes que en la Ley Orgánica del Poder Judicial, la figura del Juez de Vigilancia Penitenciaria se reguló en la Ley General Penitenciaria de 26 de sep​tiembre de 1979. En el arto 76 de dicho texto legal se establece que el Juez de Vigilancia tendrá atribuciones para hacer cumplir la pena impuesta, resolver los recursos referentes a las modificaciones que puede experimentar con arre​glo a lo prescrito en las leyes y reglamentos, salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los pre​ceptos de régimen penitenciario puedan producirse.

Corresponde especialmente al Juez de Vigilancia:


a) Adoptar todas las decisiones necesarias para que los pronunciamientos de las resoluciones en orden a las penas privativas de libertad se lleven a cabo, asumiendo las funciones que corresponderían a los Jueces y Tribunales sentenciadores.


b) Resolver sobre las propuestas de libertad y condiciones de los pena​dos y acordar las revocaciones que procedan.


c) Aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre bene​ficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena.


d) Aprobar las sanciones de aislamiento en celda de duración superior a catorce días.


e) Resolver por vía de recurso las reclamaciones que formulen los inter​nos sobre sanciones disciplinarias.

f) Resolver en base a los estudios de los Equipos de Observación y de tratamiento, y en su caso de la Central de Observación, los recursos referentes a clasificación inicial y a progresiones y regresiones de grado.

g) Acordar lo que proceda sobre las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecte a los derechos fundamentales o a los derechos y beneficios penitencia​rios de aquéllos.
,


h) Realizar las visitas a los establecimientos penitenciarios que previene la Ley de Enjuiciamiento Criminal.


i) Autorizar los permisos de salida cuya duración sea superior a dos días, excepto los clasificados en tercer grado.


j) Conocer del paso a los establecimientos de régimen cerrado de los re​clusos a propuesta del Director del establecimiento.

Los Jueces de Vigilancia podrán dirigirse a la Dirección General de Insti​tuciones Penitenciarias formulando propuestas referentes a la organización y desarrollo de los servicios de vigilancia, a la ordenación de la convivencia inte​rior en los establecimientos, a la organización y actividades de los talleres, es​cuela, asistencia médica y religiosa y en general a las actividades regimentales, económico-administrativas y de tratamiento penitenciario en sentido estricto (art. 77 Ley General Penitenciaria).

III. PRINCIPALES INCIDENTES EN LA EJECUCION PENAL

La Ley de Enjuiciamiento Criminal regula insuficientemente el tema. de los incidentes en la ejecución penal. En concreto, sólo se refiere al caso de la enajenación mental del condenado; por tanto, habrá de acudirse a otras leyes -especialmente al Código Penal y en lo que sea aplicable a la Ley General Pe​nitenciaria- para completar este tema.

a) Enajenación mental

Cuando se presuma que el condenado se encuentra en estado de demencia se le someterá a observación, instruyéndose al efecto un expediente informativo de los hechos y motivos que hayan dado lugar a la sospecha de la demencia, en el que se consigue el primer juicio, o por lo menos la certificación de los fa​cultativos que lo hayan examinado y observado (art. 991 Lecrim).

Debe darse cuenta de la sospecha al Presidente del Tribunal sentenciador (sin perjuicio de ponerlo en conocimiento de la Dirección General de Institu​ciones Penitenciarias), con copia del expediente instruido (art. 992).

El Presidente del Tribunal pasará el expediente al resto de los componen​tes del órgano jurisdiccional, el cual, con preferencia, oirá al Fiscal y al acusa​dor particular de la causa, si lo hubiere, y dándose intervención y audiencia al defensor del penado, o nombrándosele de oficio para este caso si no lo tuviese, acordará la instrucción más amplia y formal sobre los hechos y el estado físico y moral de los pacientes, por los mismos medios legales de prueba que se hubieran empleado si el incidente hubiere ocurrido durante el seguimiento de la causa, comisionando al efecto al Juez de Instrucción del partido en que se ha​llen los confinados (art. 993 Lecrim).

Sustanciado el incidente a que se refieren los artículos anteriores en juicio contradictorio si hubiere oposición, y en forma ordinaria si no la hubiere, y después de oír las declaraciones juradas de los peritos en el arte de curar, yen su caso de la Academia de Medicina y Cirugía, se dictará el fallo que proceda. El fallo se comunicará al director del establecimiento penitenciario, quien, sise hubiere declarado la demencia, trasladará al penado demente al establecimien​to que corresponda, todo sin perjuicio de cumplir con 10 que el Código Penal previene si en cualquier tiempo el demente recobrase su juicio (art. 994 Le​crim).

B) Redención de penas por el trabajo

Podrán redimir su pena con el trabajo, desde que sea firme la sentencia respectiva, los condenados a penas de reclusión, prisión y arresto mayor. Al rec1uso trabajador se abonará, para el cumplimiento de la pena impuesta, previa aprobación del Juez de Vigilancia, un día por cada dos de trabajo, y el tiempo así redimido se le contará también para la concesión de la libertad condicional. El mismo beneficio se aplicará, a efectos de liquidación de su condena, a los re​c1usos que hayan estado privados provisionalmente de libertad.
No podrán redimir pena por el trabajo:

1º Quienes quebranten la condena o intentaran quebrantarla, aunque no lograren su propósito.


2º Los que reiteradamente observan mala conducta durante el cumpli​miento de la condena.

C). Libertad condicional

, '

El beneficio de la libertad condicional implica que el condenado será ex​carcelado sin haber cumplido íntegramente la pena que le fue impuesta.

. La libertad condicional -según el arto 98 del Código Penal- se podrá con​ceder a los sentenciados a más de un año de privación de libertad en quienes concurran las siguientes circunstancias:

1º Que se encuentren en el último período de la condena. 

 2º Que hayan extinguido las tres cuartas partes de ésta.

3º Que merezcan dicho beneficio por su intachable conducta.

4º Que ofrezcan garantías de hacer vida honrada en libertad.


El período de libertad condicional durará todo el tiempo que falte al liberado para cumplir su condena. Si en dicho período vuelve a delinquir u obser​var mala conducta, se revocará la libertad concedida y el penado volverá a su situación anterior, reingresando en prisión y en período penitenciario que corresponda, según las circunstancias (art. 99 del Código Penal).

D) Remisión condicional

Cuando un condenado se encuentra en las circunstancias que a continua​ción mencionaremos no cumplirá la pena impuesta, quedando ésta suspendida durante un período de tiempo. Se trata éste de un instituto que beneficia a aquellos sujetos condenados a penas cortas de privación de libertad. Se conce​de puesto que el sujeto no es peligroso para la sociedad y sus posibilidades de rehabilitación crecen al no pasar por la experiencia, en la mayor parte de las veces traumática, de su ingreso en un centro penitenciario. .

Según establece el arto 92 del Código Penal, se confiere a los Tribunales la atribución de otorgar motivadamente por sí o de aplicar por ministerio de la ley la condena condicional que deja en suspenso la ejecución de la pena. El plazo de esta suspensión será de dos a cinco años, que fijarán los tribunales, atendidas las circunstancias del hecho y la duración de la pena impuesta.


Serán condiciones indispensables para suspender el cumplimiento de las penas contenidas en el arto 27 del Código Penal:

1~ Que el reo haya delinquido por primera vez, o en su caso, haya sido rehabilitado, o pueda serlo con arreglo a lo dispuesto en el párrafo último del artículo 118 de este Código, La primera condena por imprudencia en todo caso no se tendrá en cuenta a esos efectos.

2º Que la pena consista en privación de libertad cuya duración no exceda de un año y esté impuesta como principal del delito o falta y como subsidiaria por insolvencia en caso de multa.

En los supuestos comprendidos en los dos números anteriores, los Tribu​nales podrán aplicar o no la condena condicional según lo estimen procedente, atendiendo para ello a la edad y antecedentes del reo, naturaleza jurídica del hecho punible y circunstancias de todas clases que concurrieren en su ejecución.

El Tribunal sentenciador podrá ampliar el beneficio de la condena condi​cional a los reos condenados a penas hasta de dos años de duración cuando así lo estimen procedente, en resolución expresa y motivada, si en el hecho delic​tivo concurriera alguna atenuante muy cualificada, o una eximente incompleta, o la atenuante tercera del artículo 9, apreciada como tal en la sentencia (art. 93 Código Penal).


El Tribunal aplicará, por ministerio de la Ley, la condena condicional en los casos siguientes:

1º Cuando en la sentencia se aprecie el mayor número de los requisitos establecidos para declarar la exención de responsabilidad con arreglo a este Código.


2º En los delitos que se persiguen a instancia del agraviado, si mediare solicitud expresa de la parte ofendida (art. 94 Código Penal).

. La condena condicional no será extensiva a las penas de suspensión de de​recho de sufragio y de cargo o función de carácter público, si éstas figuraren como accesorias, ni alcanzará a las responsabilidades civiles (art. 97 del Código Penal).
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